
 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1/2013 (9ª). 
 
 

LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2010. LA PROHIBICIÓN ESTABLECIDA EN SU 
ARTÍCULO 22, PÁRRAFO TERCERO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El referido precepto legal prevé 
que para los efectos del artículo 11, párrafo tercero, de la Ley del 
Impuesto Empresarial a Tasa Única, el monto del crédito fiscal a que se 
refiere este artículo no podrá acreditarse por el contribuyente contra el 
impuesto sobre la renta causado en el ejercicio en el que se generó el 
crédito. Lo anterior derivó de lo establecido por el Ejecutivo Federal al 
presentar la iniciativa de la Ley de Ingresos de la Federación para el 
ejercicio fiscal de 2010, dado que si bien es cierto que el crédito por 
base negativa del impuesto empresarial a tasa única se configuraba 
como una medida promocional de la inversión, también lo es que con su 
instrumentación se permitía disminuir el impuesto sobre la renta en una 
cantidad que no es consistente con los montos de inversión que se 
efectuaron, motivo por el cual se consideró pertinente eliminar tal 
beneficio únicamente en lo que hace al acreditamiento contra el 
impuesto sobre la renta. Así, en relación con los mecanismos de 
beneficio como el aludido, no puede pensarse que su otorgamiento 
obedezca a una exigencia constitucional de justicia tributaria, si se toma 
en cuenta que, en realidad, su establecimiento se da con una intención 
promocional, en términos de la Constitución General de la República. 
Por el contrario, el otorgamiento de este tipo de beneficios, cuando se 
instrumenta a través de un crédito, se traduce en una auténtica merma 
en la expectativa estatal de recaudación, como lo indica la referencia 
que se ha realizado en torno a estos conceptos como “gastos fiscales”. 
En tal virtud, el crédito al que se refiere el artículo 11, párrafo tercero, 
de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, afectado en su 
procedencia por el artículo 22, párrafo tercero, de la Ley de Ingresos de 
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2010, no se rige por el principio 
de proporcionalidad tributaria previsto en el numeral 31, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que la 
prohibición establecida en el mencionado artículo 22 no puede constituir 
una violación a tal principio. 
 
Amparo en revisión 284/2011. **********. 4 de mayo de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 95/2011. **********. 1o. de junio de 2011. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez.  
 
Amparo en revisión 446/2011. **********. 22 de junio de 2011. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco 
Trenado Ríos. 
 
Amparo en revisión 575/2011. **********. 31 de agosto de 2011. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Olga del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 



 

 
Amparo en revisión 168/2012. **********. 11 de abril de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto 
Macías Beraud. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de cinco de diciembre 
de dos mil doce. México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos 
mil doce.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/jelb. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  2/2013 (9ª). 
 
 

LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2010. EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO TERCERO NO 
PRESENTA CONTRADICCIÓN O ANTINOMIA ALGUNA CON EL 
PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 11 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. El artículo 22, párrafo 
tercero, de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
de 2010, al establecer que el crédito fiscal a que se refiere el diverso 
numeral 11, párrafos primero, segundo y tercero, de la Ley del Impuesto 
Empresarial a Tasa Única, no podrá acreditarse contra el Impuesto 
sobre la Renta causado en el ejercicio en que se generó, no transgrede 
el principio de seguridad jurídica,  ya que no existe confrontación o 
antinomia alguna con el párrafo tercero del artículo 11 de la Ley del 
Impuesto Empresarial a Tasa Única, porque éste establece, a futuro, 
que el monto del crédito fiscal causado cuando el monto de las 
deducciones autorizadas por la ley sea mayor a los ingresos gravados 
por la misma, percibidos en el ejercicio, podrá acreditarse por el 
contribuyente contra el impuesto sobre la renta causado en el ejercicio 
en el que se generó el crédito; mientras que el párrafo tercero del 
artículo 22 de la Ley de Ingresos de la Federación, para el ejercicio 
fiscal de 2010, impide que se haga tal acreditamiento contra el impuesto 
sobre la renta causado únicamente por lo que concierne al ejercicio 
fiscal de 2010. Es decir, este último precepto no prohíbe lo que el otro 
permite: el acreditamiento, sino sólo prevé que ello ocurrirá durante el 
ejercicio de 2010. Además, entre dichos preceptos legales no existe 
incongruencia o antinomia que genere inseguridad jurídica respecto del 
acreditamiento mencionado, pues el hecho de que el artículo 11 lo 
permita como una regla general hacia el futuro y el artículo 22 lo impida 
como una regla específica por lo que concierne al referido ejercicio 
fiscal, únicamente implica la sustitución de una disposición general por 
otra de igual rango con diferente supuesto y vigencia, pero sin derogar 
la primera. 
 
Amparo en revisión 284/2011. **********. 4 de mayo de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 95/2011. **********. 1o. de junio de 2011. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez.  
 
Amparo en revisión 446/2011. **********. 22 de junio de 2011. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco 
Trenado Ríos. 
 
Amparo en revisión 575/2011. **********. 31 de agosto de 2011. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Olga del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 
 
Amparo en revisión 168/2012. **********. 11 de abril de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos. Impedido: José Ramón Cossío Díaz. 



 

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto 
Macías Beraud. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de cinco de diciembre 
de dos mil doce. México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos 
mil doce.  Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/jelb. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 3/2013 (9ª). 
 

COMERCIO EXTERIOR. LAS FACULTADES EXTRAORDINARIAS 
PARA LEGISLAR OTORGADAS AL PRESIDENTE DE LA 
REPÚBLICA EN EL ARTÍCULO 131, PÁRRAFO SEGUNDO 
CONSTITUCIONAL, INCLUYEN NO SÓLO LA POSIBILIDAD DE 
AUMENTAR, DISMINUIR O SUPRIMIR LAS CUOTAS DE LAS 
TARIFAS DE EXPORTACIÓN E IMPORTACIÓN EXPEDIDAS POR EL 
CONGRESO DE LA UNIÓN Y DE CREAR OTRAS, SINO TAMBIÉN 
LA DE DEROGARLAS. Cuando la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos otorga al Presidente de la República facultades para 
alcanzar un fin determinado, en éstas se incluyen los medios 
adecuados para lograrlo, siempre que no se trate de los que están 
legalmente prohibidos y se adapten al espíritu de la propia Constitución 
y de las leyes. Ahora bien, el hecho de que el artículo 131, párrafo 
segundo, de la Constitución General de la República prevea que el 
Congreso de la Unión podrá facultar al Ejecutivo Federal para 
aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e 
importación expedidas por el propio Congreso y para crear otras, sin 
incluir el término "derogar", no implica que no pueda derogarlas, toda 
vez que de los antecedentes legislativos que dieron origen a la reforma 
del citado precepto, se advierte que la intención del legislador federal al 
otorgar esa facultad al Presidente de la República fue que el sistema 
fiscal cumpliera con los principios de elasticidad y suficiencia en la 
imposición para que el Estado pueda, material y jurídicamente, adecuar 
o alterar los aranceles en atención a las necesidades económicas 
imperantes en el país en un momento determinado; esto es, se le 
facultó para regular el comercio exterior, la economía, la estabilidad de 
la producción nacional, y cumplir cualquier otro propósito en beneficio 
del país, por lo que gozaría de la facultad de modificar las 
prescripciones legales sobre la materia de comercio exterior, y como 
entre las acepciones del término “modificar” están la de alterar, variar y 
derogar, es evidente que, al otorgarse tal facultad, dicha alteración o 
modificación incluye también la posibilidad de derogar disposiciones 
contenidas en la ley expedida por el Congreso de la Unión, sin que ésta 
tenga fuerza obligatoria ineludible para el legislador, quien en otra ley o 
decreto puede apartarse de aquélla, ya sea al derogarla tácita o 
expresamente, o bien, al establecer excepciones.  
 
Amparo en revisión 445/2001. **********. 12 de junio de 2002. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez 
Reyes. 
 
Amparo en revisión 1244/2003. **********. 29 de octubre de 2003. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Carlos 
Mena Adame. 
 
Amparo en revisión 1894/2004. **********. 23 de febrero de 2005. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Leticia Flores Díaz. 
 
Amparo en revisión 1243/2008. **********. 29 de abril de 2009. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román. 



 

 
Amparo en revisión 564/2011. **********. 22 de febrero de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolores 
Omaña Ramírez.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  dieciséis de enero 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, diecisiete de enero de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  4/2013 (9ª). 
 
TRASLACIÓN DEL TIPO Y ADECUACIÓN DE LA PENA. 
CONSTITUYEN UN DERECHO DEL GOBERNADO PROTEGIDO 
CONSTITUCIONALMENTE. El primer párrafo del artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prohíbe la 
aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de persona alguna. Ahora 
bien, de la interpretación a contrario sensu de tal precepto, se advierte 
que otorga el derecho al gobernado de que se le aplique 
retroactivamente la ley penal cuando sea en su beneficio,  por lo que si 
cometió un delito bajo la vigencia de una ley sustantiva con base en la 
cual se le sentenció y, posteriormente se promulga una nueva que 
prevé una pena menor para el mismo delito, o el acto considerado por 
la ley anterior como delito deja de tener tal carácter o se modifican las 
circunstancias para su persecución, aquél tiene el derecho protegido 
constitucionalmente a que se le aplique retroactivamente la nueva ley y, 
por ende, a que se le reduzca la pena o se le ponga en libertad. Esto es 
así, porque si el legislador en un nuevo ordenamiento legal dispone que 
un determinado hecho ilícito merece sancionarse con una pena menor o 
que no hay motivos para suponer que, a partir de ese momento, el 
orden social pueda alterarse con un acto anteriormente considerado 
como delictivo, es inválido que el poder público insista en exigir la 
ejecución de la sanción como se había impuesto por un hecho que ya 
no la amerita o que no la merece en tal proporción. Consecuentemente, 
la traslación del tipo y la adecuación de la pena constituyen un derecho 
de todo gobernado, que puede ejercer ante la autoridad 
correspondiente en vía incidental, para que ésta determine si la 
conducta estimada como delictiva conforme a la legislación punitiva 
vigente en la fecha de su comisión continúa siéndolo en términos del 
nuevo ordenamiento, esto es, para que analice los elementos que 
determinaron la configuración del ilícito de acuerdo a su tipificación 
abrogada frente a la legislación vigente y decida si éstos se mantienen 
o no y, en su caso, aplicarle la sanción más favorable. 
 
Contradicción de tesis 28/2004-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo y el Décimo Tribunales Colegiados, ambos en Materia Penal 
del Primer Circuito. 18 de agosto de 2004. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique 
Sánchez Frías. 
 
Contradicción de tesis 20/2005-PS. Entre las sustentadas por el 
Primer y el Segundo Tribunales Colegiados, ambos del Vigésimo 
Segundo Circuito. 29 de junio de 2005. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
 
Contradicción de tesis 101/2007-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo y el Cuarto Tribunales Colegiados, ambos en Materia Penal 
del Primer Circuito. 31 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: Juan 
N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
Amparo en revisión 2270/2009. 24 de febrero de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Blanca Lobo 
Domínguez. 
 



 

Amparo en revisión 33/2010. 24 de marzo 2010. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rocío Balderas 
Fernández. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veinte de febrero 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de febrero de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 5/2013 (9ª). 
 
 

DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES 
PRIVADAS. SE IMPONE SÓLO FRENTE A TERCEROS AJENOS A 
LA COMUNICACIÓN. La reserva de las comunicaciones, prevista en el 
artículo 16, párrafos decimosegundo y decimotercero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se impone sólo 
frente a terceros ajenos a la comunicación. De tal forma que el 
levantamiento del secreto por uno de los participantes en la 
comunicación no se considera una violación a este derecho 
fundamental. Lo anterior no resulta óbice para que, en su caso, se 
configure una violación al derecho a la intimidad dependiendo del 
contenido concreto de la conversación divulgada. 
 
Amparo en revisión 481/2008. 10 de septiembre de 2008. Cinco votos; 
José de Jesús Gudiño Pelayo reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores 
Cruz. 
 
Amparo en revisión 650/2008. 26 de noviembre de 2008. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández; quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2934/2011. **********. 13 de junio de 2012. 
Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 2903/2011. **********. 5 de septiembre de 
2012. Cinco votos. José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de trece de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de marzo de dos mil 
trece.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 

MSN/jelb.  

 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 6/2013 (9ª). 
 
 

AMPARO DIRECTO CONTRA LEYES. PARA QUE PROCEDA EL 
ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD, ES NECESARIO 
DISTINGUIR SI EL ACTO RECLAMADO DERIVA O NO DE LA 
MISMA SECUELA PROCESAL. Conforme al artículo 166, fracción IV, 
de la Ley de Amparo, en el juicio de amparo directo puede alegarse la 
inconstitucionalidad de una ley dentro de los conceptos de violación de 
la demanda; sin embargo, para determinar si procede el análisis de 
constitucionalidad, deben distinguirse dos supuestos: 1. Cuando el 
juicio de garantías deriva de un juicio de nulidad en el cual la Sala 
Fiscal desestima la pretensión del quejoso acerca del acto reclamado, 
aplicando para ello, por primera vez, el precepto legal tildado de 
inconstitucional en los conceptos de violación y el tribunal colegiado de 
circuito que conoce del asunto analiza dichos planteamientos, 
declarando infundado el motivo de inconformidad por considerar que la 
norma impugnada es constitucional, pero concede el amparo por 
cuestión de legalidad; en este caso es improcedente el análisis de 
constitucionalidad planteado en los conceptos de violación, cuando se 
promueve nuevamente un juicio de amparo directo contra la resolución 
que la Sala emitió en cumplimiento de la anterior ejecutoria y en la que 
fue nuevamente aplicado el artículo impugnado. Lo anterior, porque al 
haberse reclamado ya dentro de la misma secuela procesal la 
constitucionalidad de la ley, la decisión del tribunal es firme y definitiva, 
pues lo único que se dejó insubsistente y que, por tanto, podría ser 
materia de un nuevo análisis, son los aspectos por los cuales se 
concedió el amparo -cuestiones de legalidad de los actos de aplicación-
, pero las demás cuestiones que fueron desestimadas en el amparo 
anterior quedaron firmes y, por ello, son definitivas; y 2. Cuando se 
promueve juicio de nulidad contra un acto administrativo y la Sala 
Fiscal, al resolverlo, desestima la pretensión y aplica en su resolución 
un artículo; si al combatir la quejosa dicha resolución a través del juicio 
de amparo directo no plantea en los conceptos de violación la 
inconstitucionalidad de la norma que le fue aplicada en el acto 
reclamado, sino únicamente cuestiones de legalidad, al emitirse un 
nuevo acto administrativo que origine un diverso juicio de nulidad en el 
que la Sala desestime la pretensión y aplique nuevamente el artículo, 
procede el estudio de la constitucionalidad de la norma que le fue 
aplicada, cuando contra esa sentencia promueve amparo directo y en 
los conceptos de violación hace valer dicha inconstitucionalidad. Lo 
anterior, porque aun cuando en un anterior juicio de amparo promovido 
por el mismo quejoso estuvo en posibilidad de hacer valer tal 
inconstitucionalidad, pues se le había aplicado la norma con 
anterioridad, se trata de un diverso acto de aplicación de la norma y de 
un juicio de amparo totalmente distinto e independiente de aquél, en el 
que no se cuestionó la constitucionalidad de la norma, por lo que no se 
puede considerar que existe consentimiento. De lo anterior se advierte 
que, para determinar si procede analizar la inconstitucionalidad de un 
precepto planteada en los conceptos de violación de la demanda de 
amparo directo, es necesario distinguir si el acto reclamado deriva o no 
de la misma secuela procesal, es decir, de la misma vía; si se trata o no 
de un diverso acto de aplicación de la ley y de una impugnación 
diversa, aun cuando se haya aplicado en ambos la misma norma. 
 



 

Amparo directo en revisión 2077/2010. **********. 2 de marzo de 
2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar y Fernando A. Casasola Mendoza.   
 
Amparo directo en revisión 999/2011. **********. 8 de junio de 2011. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar.   
 
Amparo directo en revisión 1015/2011. **********. 13 de julio de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rocío Balderas Fernández.   
 
Amparo directo en revisión 1351/2011. **********. 10 de agosto de 
2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo 
Manuel Martínez Estrada.   
 
Amparo directo en revisión 1853/2011. **********. 19 de octubre de 
2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Carlos Enrique Mendoza Ponce.   
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veinte de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de marzo de dos 
mil trece.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/jelb. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 1/2013 (10ª) 
 
 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE CANCELACIÓN Y REPOSICIÓN 
DE TÍTULOS DE CRÉDITO NOMINATIVOS. LA SENTENCIA 
DICTADA EN ÉSTE, ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, UNA VEZ AGOTADO EL RECURSO 
CORRESPONDIENTE. De los artículos 42, 44, 45 y 47 a 53 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, deriva que el 
procedimiento especial de cancelación y reposición de títulos de crédito 
nominativos no es una diligencia de jurisdicción voluntaria, pues en 
virtud de su instrumentación –sui géneris– y de la naturaleza de las 
pretensiones sometidas a consideración del juez, pueden advertirse 
elementos característicos de un juicio, cuya sentencia es impugnable a 
través del juicio de amparo directo, una vez agotado el recurso 
correspondiente. Lo anterior es así, debido a que la causa se origina 
con motivo de la pretensión del reclamante, esto es, la solicitud de 
cancelación del título de crédito nominativo perdido o robado y la 
consecuente desincorporación de las obligaciones consignadas en él y, 
en su caso, su reposición (como consecuencia), la que para admitirse 
por la autoridad jurisdiccional debe necesariamente cumplir con una 
serie de formalidades, entre ellas, precisar el nombre de aquellas 
personas respecto de quienes por su calidad se pide la cancelación y 
reposición del título, para hacer de su conocimiento el decreto de 
cancelación y, en su caso, la orden de suspensión de las obligaciones 
consignadas en él, para que éstas puedan oponerse y, de ser el 
supuesto, justificar tener un mejor derecho que el del reclamante para 
que el juez de instancia pueda, según las posturas asumidas por las 
partes, definir en relación con el título nominativo el derecho del 
reclamante o del opositor. 
  
Contradicción de tesis 282/2012. Entre las sustentadas por el Tercer y 
el Sexto Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer 
Circuito. 14 de noviembre de 2012. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Óscar Vázquez Moreno. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de diciembre de 
dos mil doce. México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos 
mil doce. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 2/2013 (10ª) 
 
 

ABOGADOS. LA PROHIBICIÓN PARA COMPRAR BIENES QUE 
SON OBJETO DE LOS JUICIOS EN QUE INTERVENGAN ESTÁ 
LIMITADA POR EL OBJETO DE LA COMPRAVENTA Y NO POR LA 
VIGENCIA DE LOS JUICIOS (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE 
JALISCO Y TAMAULIPAS). Los artículos 2194 y 1606 de los Códigos 
Civiles de los Estados de Jalisco y Tamaulipas, el primero derogado 
mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial de la entidad el 25 
de febrero de 1995, prohíben a los abogados comprar bienes objeto de 
los juicios en que intervengan; así, el alcance de dicha prohibición no 
está limitado por el tiempo sino por el objeto del contrato de la 
compraventa, pues en dichos preceptos no existe alguna pauta 
interpretativa que permita asumir que ésta se limita temporalmente; 
aceptar lo contrario implicaría desconocer el fin que persiguen las 
normas de evitar que los abogados puedan aprovecharse de las 
ventajas inherentes a los litigios en perjuicio de sus clientes, quienes 
por su ignorancia en materia jurídica no las podrían percibir. Del mismo 
modo, el fin perseguido tampoco se cumpliría si la prohibición referida 
se constriñera sólo a los asuntos que están atendiendo, toda vez que la 
posición de ventaja del abogado en relación con el cliente no se agota 
por el hecho de que el juicio haya concluido o la sentencia cause 
ejecutoria, pues el abogado conoce mejor que aquél las condiciones del 
bien sobre el cual pudiera interesarse, y ese conocimiento técnico le 
permitiría eventualmente obtener algún beneficio en detrimento de los 
intereses de su cliente; de ahí que la prohibición mencionada se refiera 
a los bienes objeto de todos los juicios en los que los abogados hayan 
intervenido, estén interviniendo o vayan a intervenir; sin que pueda 
introducirse, vía interpretativa, algún elemento normativo no 
considerado por el legislador, como la vigencia del juicio, ya que tal 
limitación supondría una arrogación indebida de facultades que el 
principio de división de poderes prohíbe. 
  
Contradicción de tesis 236/2012. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno 
Circuito. 21 de noviembre de 2012. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara 
Chagoyán. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de diciembre de 
dos mil doce. México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos 
mil doce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 3/2013 (10ª) 
         
 

AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. PUEDE PROMOVERSE 
EN CUALQUIER TIEMPO CONTRA LA SENTENCIA 
CONDENATORIA POR LA QUE SE IMPONE UNA PENA DE 
PRISIÓN, NO OBSTANTE QUE ÉSTA HUBIERA SIDO 
COMPURGADA. El artículo 22, fracción II, de la Ley de Amparo, fija las 
excepciones a la regla general de quince días para presentar la 
demanda de amparo prevista en el numeral 21 del mismo 
ordenamiento, en cuyos casos podrá interponerse en cualquier tiempo, 
específicamente tratándose de los actos que importen peligro de 
privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, 
destierro, cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o la 
incorporación forzosa al servicio del ejército o armada nacionales. De 
dicho precepto se advierte que el legislador procuró incluir como 
principios fundamentales de la norma, entre otros, el respeto al derecho 
a la vida y a la libertad, al establecer una tutela privilegiada para la 
presentación de la demanda, cuando los actos de las autoridades 
pongan en peligro esos derechos humanos; sin embargo el legislador, 
al referirse a los actos que importen “ataques a la libertad personal”, no 
hizo distinción alguna, en el sentido de si tal afectación debía ser directa 
o indirecta, por lo que  conforme al principio pro persona dicha 
disposición debe interpretarse de forma extensiva y no rigorista, 
procurando en todo momento favorecer ampliamente a la persona, pues 
así lo amerita la preservación de la libertad de las personas, al constituir 
el valor más importante después de la vida. Ahora bien, la sentencia 
condenatoria por la que se impone una pena de prisión que ha sido 
compurgada constituye un acto que ataca indirectamente la libertad 
personal, pues aunque el sentenciado no tendrá restringida su libertad 
personal por la sanción fijada, ésta y los demás elementos que la 
componen –el acreditamiento del tipo penal y la plena responsabilidad–, 
así como otras condenas (la  multa y la reparación del daño), subsisten 
en la sentencia; de ahí que cuando se promueva amparo directo contra 
dicha resolución, se actualiza la excepción prevista en el artículo 22, 
fracción II, de la Ley de Amparo, no obstante que la pena de prisión 
hubiera sido compurgada. 
 
Contradicción de tesis 389/2012. Suscitada entre el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 21 de noviembre de 2012. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de diciembre de 
dos mil doce. México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos 
mil doce. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 4/2013 (10ª) 
         
 

PAGARÉ INSERTO EN UNA NOTA DE VENTA. PARA TENER POR 
SATISFECHO EL REQUISITO  PREVISTO EN EL ARTÍCULO 170, 
FRACCIÓN V, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 
DE CRÉDITO, BASTA CON QUE LA FECHA Y EL LUGAR DE 
SUSCRIPCIÓN ESTÉN CONTENIDOS EN CUALQUIER PARTE DE 
AQUÉLLA. De la interpretación conjunta del citado artículo 170 con el 
numeral 14 del mismo ordenamiento, se advierte que para que el 
pagaré sea eficaz y produzca efectos de título de crédito se requiere 
que contenga en su texto “la fecha y el lugar en que se suscriba”. Ahora 
bien, del primer precepto invocado no se aprecia que el legislador haya 
establecido que los requisitos que debe contener el pagaré inserto en 
una nota de venta deban incorporarse necesariamente en una parte 
específica de ésta o en un orden determinado para tenerlos por 
satisfechos, de manera que basta que el documento que contiene el 
pagaré incluya todos los requisitos previstos por el indicado artículo 
170, inclusive los que la ley no presuma expresamente, para tenerlos 
por satisfechos; sin que sea óbice a lo anterior, que los relativos a la 
fecha y lugar de suscripción se ubiquen en la parte superior de dicha 
nota y no dentro del propio texto del título de crédito, ya que si todos los 
requisitos necesarios para que surta efectos como tal están contenidos 
en él, no puede aducirse válidamente que el documento carezca de 
ellos. 
  
Contradicción de tesis 383/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
y el Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 21 de noviembre de 2012. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de diciembre de 
dos mil doce. México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos 
mil doce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 5/2013 (10ª) 
 
 

SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES EN EL 
ESTADO DE CHIAPAS. EL ANÁLISIS DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL DE LOS ACTOS DESARROLLADOS 
CONFORME A LA LEY QUE LO ESTABLECE, EN LOS PROCESOS 
INICIADOS CON ANTELACIÓN A LA EMISIÓN DE LA 
DECLARATORIA DE IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA PROCESAL 
PENAL ACUSATORIO EN LA LOCALIDAD, DEBE HACERSE A LA 
LUZ DEL TEXTO CONSTITUCIONAL ANTERIOR A LA REFORMA 
DE 18 DE JUNIO DE 2008. De los artículos segundo y tercero 
transitorios del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio 
de 2008, deriva que el sistema procesal penal acusatorio entrará en 
vigor al día siguiente de su publicación en el citado medio de difusión 
oficial en las entidades federativas que ya lo hubieren incorporado en 
sus ordenamientos legales vigentes, para lo cual los Poderes 
Legislativos deberán emitir una declaratoria que se publicará en los 
órganos de difusión oficiales, en la que señalarán expresamente que el 
mencionado sistema ha sido incorporado en dichos ordenamientos y, 
en consecuencia, que las garantías que consagra la propia Constitución 
empezarán a regular la forma y términos en que se sustanciarán los 
procedimientos penales. En ese sentido, si bien es cierto que el 
Congreso del Estado de Chiapas estableció con antelación a la citada 
reforma constitucional un sistema procesal acusatorio para los 
adolescentes similar al de la reforma constitucional, también lo es que 
tal circunstancia no implica que las invocadas reformas constitucionales 
tuvieran aplicación ipso facto en dicha entidad federativa y, por ende, 
que fueran aplicables a los procedimientos seguidos contra 
adolescentes, porque para que esto aconteciera se requería que la 
legislatura local cumpliera con la emisión de la declaratoria respectiva, 
lo cual aconteció hasta el 9 de febrero de 2012, fecha en que se publicó 
en el Periódico Oficial del Estado el nuevo Código de Procedimientos 
Penales. Por tanto, el análisis de control constitucional de los actos 
desarrollados conforme a la Ley que establece el Sistema Integral de 
Justicia para Adolescentes en el Estado de Chiapas, en los procesos 
ventilados con antelación a que se emitiera la declaratoria de 
implementación del sistema procesal penal acusatorio, debe hacerse a 
la luz del texto constitucional anterior a la reforma de 2008; sin que esto 
sea obstáculo para tutelar el derecho humano al debido proceso legal, 
mediante el estudio de los principios que rigen el sistema integral de 
justicia para adolescentes en términos del artículo 18 constitucional y 
los tratados internacionales que sobre dicha materia haya suscrito el 
Estado Mexicano, al ser obligatoria su aplicación acorde con el artículo 
1o., párrafo tercero, de la Constitución General de la República. 
 
Contradicción de tesis 126/2012. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Segundo y Tercero, ambos del Vigésimo Circuito. 17 de 
octubre de 2012. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana Turral y Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de diciembre de 
dos mil doce. México, Distrito Federal, seis de diciembre de dos 
mil doce. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 6/2013 (10ª) 
        
 

ALIMENTOS ENTRE CÓNYUGES. LA MUJER QUE DEMANDA SU 
PAGO CON EL ARGUMENTO DE QUE SE DEDICÓ 
PREPONDERANTEMENTE AL TRABAJO DEL HOGAR O AL 
CUIDADO Y EDUCACIÓN DE LOS HIJOS, TIENE A SU FAVOR LA 
PRESUNCIÓN DE NECESITARLOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE VERACRUZ). El simple hecho de que en un juicio de alimentos, la 
actora acredite tener el carácter de cónyuge del demandado, es 
insuficiente para presumir que tiene necesidad de ellos. Lo anterior es 
así, porque el Código Civil para el Estado de Veracruz no establece 
presunción legal alguna en ese sentido, y aun cuando su artículo 233 
disponga que los cónyuges deban darse alimentos, este deber 
constituye una obligación de carácter general que no hace distinción por 
razón de género, en tanto no prevé que uno de ellos en particular esté 
obligado a proporcionarlos; por el contrario, dicha obligación, en 
términos del numeral 232 de ese código, es recíproca. Además, como 
el referido artículo 233 no establece cómo o en qué medida los 
cónyuges deben proporcionarse alimentos, se entiende que están 
obligados a otorgarlos conforme a la regla general de proporcionalidad 
prevista en el artículo 242 del propio ordenamiento, es decir, en 
atención a la posibilidad del que debe darlos y a la necesidad del que 
debe recibirlos, situación que se corrobora con el artículo 100 del 
referido código, acorde con el cual los cónyuges deben contribuir a su 
alimentación según sus posibilidades y distribuir la carga de esa 
contribución en la forma y proporción que acuerden. Ahora bien, aun 
cuando dicha necesidad no pueda presumirse por el simple hecho de 
que la actora demuestre que es cónyuge del demandado, cuando ésta 
demanda el pago de alimentos con el argumento de que tiene 
necesidad de ellos porque se dedicó preponderantemente al trabajo del 
hogar o al cuidado y educación de los hijos, ya que en su matrimonio 
así se distribuyó la contribución de referencia, se presume que tal 
argumentación es cierta, pues es un hecho innegable que en México, 
por la permanencia de los roles de género, la mayoría de las mujeres 
casadas se dedican preponderantemente a los quehaceres propios del 
hogar, así como al cuidado y educación de los hijos, lo cual les limita 
sus oportunidades de desarrollarse profesional o laboralmente, con lo 
que reducen notablemente la obtención de ingresos en comparación 
con los del marido; de ahí que si se toma en cuenta que esa necesidad 
tiene como antecedente la presunción de referencia y que se sustenta 
en hechos negativos atento a la distribución de las cargas probatorias, 
debe concluirse que es al demandado a quien le corresponde 
demostrar lo contrario, es decir, que la actora está en condiciones de 
satisfacer sus necesidades alimentarias. 
 
Contradicción de tesis 416/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
y el Segundo Tribunales Colegiados en Materia Civil, ambos del 
Séptimo Circuito. 5 de diciembre de 2012. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de tres votos por la competencia y en cuanto al fondo. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diez de enero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 7/2013 (10ª) 
 
 

AMPARO ADHESIVO. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA CUANDO 
SE DESESTIMEN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN DE LA 
DEMANDA DE AMPARO PRINCIPAL (CRITERIO ANTERIOR A LA 
EXPEDICIÓN DE LA LEGISLACIÓN REGLAMENTARIA DEL 
AMPARO ADHESIVO). Al día en que se emite el presente criterio, el 
Congreso de la Unión no ha expedido la ley que refiere el segundo 
párrafo del inciso a) de la fracción III del artículo 107 Constitucional y, 
en consecuencia, todavía no hay regulación legal de la forma y términos 
en que el amparo adhesivo debe promoverse. Sin embargo, del texto 
constitucional se desprende que el amparo adhesivo sólo tiene por 
objeto que el acto reclamado subsista. En consecuencia, si en el juicio 
principal el tribunal colegiado desestimó los conceptos de violación del 
quejoso principal y, por lo tanto, por ese sólo hecho se dejará intocado 
el acto reclamado, es innecesario estudiar los conceptos de violación 
esgrimidos en el amparo adhesivo. En consecuencia, y hasta en tanto 
no exista texto legal que establezca lo contrario, en caso de que se 
desestimen los conceptos de violación de la demanda de amparo 
principal, esta Primera Sala considera que lo conducente es declarar sin 
materia al amparo adhesivo y no entrar al estudio del mismo. 
  
Contradicción de tesis 411/2012. Suscitada entre el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Cuarto Circuito. 5 de diciembre de 2012. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos en 
cuanto al fondo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra Spitalier Peña. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diez de enero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 8/2013 (10ª) 
 
 

RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. SU REVOCACIÓN NO 
PROCEDE AL AMPARO DEL ARTÍCULO 330 DEL CÓDIGO CIVIL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL. El Código Civil para el Distrito Federal, 
establece (en los artículos 63, 324 y 383) una presunción legal de 
paternidad respecto de los hijos nacidos dentro de matrimonio o 
concubinato, y también establece la posibilidad de contradecirla en 
términos de lo que dispone el numeral 330. Por lo que hace a los hijos 
nacidos fuera de matrimonio, ante la imposibilidad de prever una 
presunción de paternidad a efecto de establecer la filiación, la misma 
ley establece la figura del reconocimiento (en el artículo 360) y, dada la 
trascendencia de sus efectos, precisa los requisitos y límites legales 
que condicionan su validez, así como los casos en que existe 
posibilidad de contradecirlo, determinando a quién corresponde la 
acción correspondiente, al tiempo que determina, categóricamente, que 
el reconocimiento no es revocable (en el artículo 367). En ese 
entendido, la acción de impugnación de la paternidad contemplada en 
el artículo 330, no puede utilizarse para revocar el reconocimiento de un 
hijo nacido fuera de matrimonio o concubinato, y ello es así por dos 
razones contundentes; en primer lugar, porque el reconocimiento es 
irrevocable y, en segundo, porque al haberse hecho el reconocimiento 
expreso no existe presunción legal alguna que destruir, cuestión a la 
que se limita la acción a la que se refiere el numeral 330, sin que tal 
postura contradiga el derecho fundamental de acceso a la justicia 
tutelada en el artículo 17 constitucional, pues tal prerrogativa no puede 
llevar a declarar la procedencia de una acción que no corresponde al 
objeto para el que fue establecida. 
  
Contradicción de tesis 435/2011. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Décimo Primero y Décimo Tercero, ambos en Materia Civil 
del Primer Circuito.  5 de septiembre de 2012. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Constanza Tort San Román. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diez de enero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 

    
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 9/2013 (10ª) 
        
 

COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. ALCANCE DEL TÉRMINO 
“IMPROCEDENTES” A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 1084, 
FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. Esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 
43/2007, de rubro: “COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. LA 
CONDENA A SU PAGO NO REQUIERE QUE LA IMPROCEDENCIA 
DE LA ACCIÓN, NI DE LAS EXCEPCIONES, LAS DEFENSAS, LOS 
INCIDENTES O RECURSOS SEA NOTORIA (INTERPRETACIÓN DE 
LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 1084 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO).”, sostuvo que acorde con la fracción V del citado artículo 
1084, para que proceda condenar al promovente al pago de costas, 
basta que las acciones, las excepciones, las defensas, los recursos o 
incidentes que haga valer resulten improcedentes,  y que se consideran 
así las acciones ejercitadas que no encuadran en los supuestos 
amparados en la ley o aquellas cuyos presupuestos, elementos o 
hechos constitutivos no se acreditaron durante el juicio. Sin embargo, 
en alcance a dicha tesis y de una nueva reflexión se precisa que el 
término “improcedentes” a que se refiere el artículo 1084, fracción V, del 
Código de Comercio, debe entenderse como la ausencia de alguno de 
los elementos previstos en las propias normas para que pueda 
realizarse el estudio de fondo de la cuestión planteada, los cuales 
varían dependiendo de la vía que se ejerza y consisten en los mínimos 
necesarios que deben satisfacerse para realizar la jurisdicción; esto es, 
que el caso en su integridad, tanto en su parte subjetiva como objetiva, 
apegado a la seguridad jurídica y debido proceso, debe reunir los 
requisitos normativos para que el juzgador pueda conocerlo y 
resolverlo. Así, la procedencia de una acción, excepción, defensa, 
incidente o recurso, implica que se reúnan los requisitos mínimos 
necesarios para que sea posible su estudio en cuanto a la cuestión 
planteada, así como su resolución y efectos; sin que lo anterior 
contemple cuestiones de fondo que no hayan sido acreditadas, porque 
éstas desembocan en su calificación de infundadas, lo que significa que 
ya se han superado los temas de procedencia y un análisis de la 
cuestión de fondo. 
  
Contradicción de tesis 292/2012. Entre las sustentadas por el Séptimo 
y el Noveno Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer 
Circuito. 21 de noviembre de 2012. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos por lo que hace a la presente 
tesis jurisprudencial en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diez de enero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 10/2013 (10ª) 
 

 
COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. TEMERIDAD O MALA FE 
PARA SU CONDENA, CONFORME AL ARTÍCULO 1084, PÁRRAFO 
PRIMERO, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. El artículo 1084, del Código 
de Comercio prevé que la condena en costas se hará en dos 
supuestos: cuando así lo prevenga la ley, o cuando estime el juzgador 
que se haya procedido con temeridad o mala fe. En el primer caso se 
hace una remisión a la ley, ya sea del propio Código de Comercio, entre 
otras a las diversas fracciones de su artículo 1084, o la legislación 
aplicable al caso en la materia. En el segundo supuesto,  se está en 
presencia de una atribución en la que el juzgador, a su arbitrio,  podrá 
condenar en costas cuando advierta que alguna de las partes procedió 
con temeridad o mala fe. De lo que se sigue que tales supuestos, si 
bien pueden coincidir, son independientes entre sí, pues no significa 
que deben actualizarse ambas hipótesis para efecto de la condena en 
costas, sino que basta que se dé alguno de los supuestos previstos en 
ley; o bien, que a criterio del juzgador se haya actuado con temeridad o 
mala fe. Lo anterior, en virtud de que, del numeral citado se desprende 
que ambos supuestos se encuentran separados por la conjunción 
disyuntiva “o”, lo que indica que basta que en el caso concreto se 
configure alguno de los dos para que sea procedente la condena 
respectiva. Así, en términos de la fracción V, del artículo 1084, del 
Código de Comercio, -que refiere que siempre será condenado el que 
intente acciones o haga valer cualquier tipo de defensas o excepciones 
improcedentes o interponga recursos o incidentes de ese tipo, a quien 
no solamente se le condenará respecto de estas acciones, defensas, 
excepciones, recursos o incidentes improcedentes, sino de las 
excepciones procesales que sean inoperantes-, para  que  proceda la 
condena en costas, es suficiente con que la autoridad judicial se 
encuentre impedida para estudiar la controversia planteada por falta de 
algún presupuesto procesal necesario para ello, sin que sea 
indispensable que se tome en cuenta la temeridad o la mala fe con que 
haya actuado cualquiera de las partes.  
  
Contradicción de tesis 292/2012. Entre las sustentadas por el Séptimo 
y el Noveno Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer 
Circuito. 21 de noviembre de 2012. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos por lo que hace a la presente 
tesis jurisprudencial en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diez de enero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 11/2013 (10ª) 
 

         
TÁCITA RECONDUCCIÓN POR TIEMPO INDEFINIDO. NO OPERA 
EN LOS CONTRATOS DE ARRENDAMIENTO DE PREDIOS 
RÚSTICOS POR TIEMPO DETERMINADO  (LEGISLACIÓN CIVIL DE 
LOS ESTADOS DE BAJA CALIFORNIA Y JALISCO). La tácita 
reconducción sólo aplica en los contratos de arrendamiento por tiempo 
determinado, pues opera una vez vencido el término acordado cuando 
los contratantes continúan comportándose como si estuviera vigente y 
sin manifestar o hacer valer su oposición. Ahora bien, conforme a los 
artículos 2358 a 2360 del Código Civil para el Estado de Baja California 
y 2402 a 2404 del Código Civil del Estado de Jalisco, este último 
derogado mediante decreto publicado en el Periódico Oficial de la 
entidad el 25 de febrero de 1995, la tácita reconducción por tiempo 
indefinido no opera en los contratos de arrendamiento de predios 
rústicos por tiempo determinado, pues vencido el contrato tendrá 
derecho el inquilino, siempre que esté al corriente en el pago de las 
rentas, a que se le prorrogue por un año más, y si después de 
terminado el arrendamiento y su prórroga, si la hubo, continúa el 
arrendatario sin oposición en el goce y uso del predio se entenderá 
renovado el contrato por otro año. Lo anterior es así en virtud de que el 
legislador previó expresamente la actualización de la tácita 
reconducción por tiempo indefinido respecto del arrendamiento por 
tiempo determinado de predios urbanos, pero no para los rústicos, pues 
respecto de éstos sólo refirió la renovación por un año. 
 
Contradicción de tesis 350/2012. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 21 de noviembre de 
2012. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diecisiete de enero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 12/2013 (10ª) 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. CUANDO QUEDEN 
PENDIENTES CUESTIONES DE LEGALIDAD CUYO ESTUDIO, POR 
RAZÓN DE MÉTODO, SEA ULTERIOR AL PROPIAMENTE 
CONSTITUCIONAL Y DE LA COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, EL RECURSO DEBERÁ 
DEVOLVERSE AL ÓRGANO QUE PREVINO (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO 92 DE LA LEY DE AMPARO).  Conforme a los puntos 
quinto, décimo, fracción I, décimo primero, décimo segundo y décimo 
octavo del Acuerdo General Plenario 5/2001, cuando en la materia de la 
revisión concurran temas de constitucionalidad y de legalidad, los 
jueces de distrito -y los tribunales unitarios de circuito, según el caso- 
remitirán directamente los recursos de revisión al tribunal colegiado de 
circuito en turno para que éste resuelva los aspectos de legalidad 
previos al estudio de fondo, así como los temas de constitucionalidad 
que les resulten pertinentes por efectos de la competencia que les fue 
delegada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través del 
referido acuerdo general, y en caso de que dichos tribunales adviertan 
que existen tópicos relevantes o razones para que sea el Pleno o las 
Salas de la Suprema Corte quienes los resuelvan y asuman su 
competencia originaria, enviarán los autos del amparo exponiendo sus 
razones, las que serán revisadas en el alto tribunal y, en su caso, éste 
se pronunciará respecto de ellos, pero si concluida su intervención aun 
quedaran pendientes de análisis temas de legalidad de la competencia 
exclusiva de los tribunales colegiados de circuito, conforme al artículo 
92, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, la Suprema Corte se limitará 
a resolver la revisión exclusivamente en el aspecto que corresponda a 
su competencia, dejando a salvo la del tribunal colegiado de circuito, 
por lo que el asunto deberá devolverse al órgano que inició el estudio 
de la revisión por haber sido el que previno en dicha instancia. 
 
Amparo en revisión 131/2009. **********. 27 de mayo de 2009.  Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
Amparo en revisión 403/2010. **********. 4 de agosto de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos 
Enrique Mendoza Ponce. 
 
Amparo en revisión 391/2010. **********. 3 de noviembre de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: José Luis Ceballos Daza. 
 
Amparo en revisión 869/2010. **********. 9 de marzo de 2011. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 619/2011. **********. 4 de noviembre de 2011. 
Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diecisiete de enero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 

   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 13/2013 (10ª) 
 
 

PRESUPUESTOS PROCESALES. SU ESTUDIO OFICIOSO POR EL 
TRIBUNAL DE ALZADA, CONFORME AL ARTÍCULO 87 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
JALISCO, NO LO LIMITA EL PRINCIPIO DE NON REFORMATIO IN 
PEIUS. El citado precepto prevé que el tribunal de alzada debe analizar 
de oficio los presupuestos procesales. Ahora, si bien es cierto que la 
segunda instancia se abre sólo a petición de parte agraviada, también 
lo es que el ad quem puede modificar la resolución recurrida con base 
en los agravios expuestos y/o el examen oficioso que deba hacer de 
aquéllos, al estar constreñido a ello; de ahí que el requisito para 
actualizar la hipótesis referida conforme al citado artículo 87, penúltimo 
párrafo, es que exista recurso de apelación, es decir, que se inicie tal 
instancia para que el tribunal ad quem esté constreñido a estudiar los 
presupuestos procesales, al margen de que dicho estudio favorezca o 
afecte la situación del apelante y, por tanto, su libertad de jurisdicción 
para analizar tales presupuestos no se encuentra limitada por el 
principio non reformatio in peius, locución latina que puede traducirse al 
español como "no reformar en peor" o " no reformar en perjuicio", 
utilizada en el ámbito del derecho procesal; ya que este principio opera 
cuando dichos presupuestos han quedado satisfechos. 
  
Contradicción de tesis 18/2012. Entre las sustentadas por el Segundo 
y el Quinto Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Tercer 
Circuito. 14 de noviembre de 2012. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente José Ramón 
Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diecisiete de enero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 14/2013 (10ª) 
 

OBJECIÓN DE DOCUMENTOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1247 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO REFORMADO MEDIANTE DECRETO 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE 
ABRIL DE 2008. PUEDE PLANTEARSE COMO UN ACTO 
PROCESALMENTE VÁLIDO AL MOMENTO DE CONTESTAR LA 
DEMANDA. Si bien esta Primera Sala ha venido sosteniendo el criterio 
sustentado en la jurisprudencia 1a./J. 46/2007, con el rubro: 
“OBJECIÓN DE DOCUMENTOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1247 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO. NO PUEDE PLANTEARSE COMO UN 
ACTO PROCESALMENTE VÁLIDO AL MOMENTO DE CONTESTAR 
LA DEMANDA”, una nueva reflexión de la cuestión conduce a la nueva 
integración de esta Primera Sala a abandonar el criterio mencionado, 
en aras de evitar restricciones a la defensa adecuada y dar prioridad a 
los derechos de acceso efectivo a la jurisdicción, debido proceso y 
equilibrio procesal, esto a partir de la interpretación sistemática y 
funcional del citado precepto legal, que lleva a sostener que en los 
juicios mercantiles la objeción de documentos puede plantearse como 
un acto procesalmente válido al momento de contestar la demanda, ya 
que el plazo de tres días que prevé dicho numeral, únicamente tiene el 
propósito de fijar la preclusión del derecho de las partes a objetar los 
documentos presentados en juicio, es decir, precisar el límite del tiempo 
en que se puede ejercer tal prerrogativa y después del cual queda 
extinguida, mas no el de impedir que tal derecho se ejerza respecto de 
los documentos presentados antes de abrirse el juicio a prueba, como 
es el caso de los exhibidos por el actor en la demanda. Por tanto, si la 
objeción de los mencionados documentos se formuló en la 
contestación, ésta se debe considerar hecha oportunamente, sin que 
haya necesidad de su reiteración o ratificación en el período de 
pruebas, pues la limitación de la objeción de un documento al momento 
del periodo probatorio atenta contra el debido proceso, al restringir o 
amenazar de manera  extensiva la defensa adecuada; por ello, si el 
actor en el escrito de demanda ofrece o hace mención de diversos 
medios de convicción es indudable que, en aras de que haya equilibrio 
procesal entre las partes, el demandado puede válidamente objetar el 
elemento de prueba que estime pertinente al contestar la demanda, con 
lo que se observa el principio de igualdad en el proceso. 
  
Contradicción de tesis 471/2012. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil y el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Civil, ambos del Primer Circuito. 28 de noviembre de 2012. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia: 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de enero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diecisiete de enero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 15/2013 (10ª) 
 

 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. LA PRESENTACIÓN DE 
LA DEMANDA DE AMPARO CONTRA LA ORDEN DE 
APREHENSIÓN O DE COMPARECENCIA NO INTERRUMPE EL 
PLAZO PARA QUE OPERE AQUÉLLA, SIN EMBARGO, SI SE 
CONCEDE LA SUSPENSIÓN, EL TIEMPO QUE ÉSTA SUBSISTA 
DEBERÁ DESCONTARSE DEL NECESARIO PARA QUE OPERE LA 
PRESCRIPCIÓN (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE DURANGO 
Y PUEBLA). La institución de la prescripción constituye la adquisición o 
pérdida de un derecho o una acción por el simple transcurso del tiempo 
en las condiciones previstas por la ley. En este tenor, la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tratándose de la 
prescripción de la acción penal, ha sostenido que supone una 
inactividad del Ministerio Público en relación con el derecho de 
investigación y persecución del cual es titular, durante todo el tiempo 
que la ley señala como suficiente para su extinción, esto es, representa 
una condición objetiva necesaria para que se ejerza el poder punitivo 
estatal, cuyo fundamento radica no sólo en la autolimitación del Estado 
para ejercer su poder sancionador, sino también en la seguridad que 
todas las personas deben tener ante éste. Así, la institución 
mencionada, más que un beneficio para el inculpado, constituye una 
sanción para la autoridad ministerial ante su inactividad o deficiente 
desempeño, porque la potestad sancionadora del Estado no puede 
extralimitarse del tiempo prefijado que condiciona su validez. De ahí 
que conforme a los artículos 115, 116, 118, 121, 122, 124, 125, 128 y 
129 del Código Penal para el Estado de Durango, y 125, 126, 129 a 
131, 134, 137 y 138 del Código de Defensa Social del Estado de 
Puebla, respectivamente, la sola presentación de la demanda de 
amparo indirecto contra una orden de aprehensión o de comparecencia 
no interrumpe el plazo para que opere la prescripción de la acción 
penal, sin embargo, si se concede la suspensión, el tiempo que ésta 
subsista deberá descontarse del necesario para que opere la 
prescripción, pues no libera a la autoridad de su omisión, ya que el 
referido proceso constitucional autónomo de amparo es el principal 
instrumento de tutela constitucional de naturaleza jurisdiccional que 
puede promover un particular, por lo que sería un contrasentido que la 
actividad del quejoso, en defensa de sus derechos fundamentales, 
beneficie al órgano estatal obligado a actuar para no caer en la 
prescripción; sostener lo contrario equivaldría a desincentivar a los 
gobernados de hacer uso del recurso eficaz y sencillo que tanto la 
Constitución General de la República, como los tratados internacionales 
establecen para tutelar y proteger sus derechos humanos. En 
consecuencia, si mediante la promoción del amparo se obtiene la 
suspensión, tomando en cuenta su naturaleza jurídica, el tiempo que 
ésta subsista deberá descontarse del plazo necesario para que opere la 
prescripción de la acción penal, en tanto que en ese lapso la autoridad 
estatal no pudo cumplimentar la orden de aprehensión o de 
comparecencia reclamadas, porque  la inactividad no resultó imputable 
al propio Estado, sino que deriva de la existencia de un mandato de 
suspensión decretado por el juzgador de amparo, a instancias del 
propio gobernado. 
  
Contradicción de tesis 476/2012. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal 



 

Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. 16 de enero de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz,  
quien se reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, siete de febrero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 16/2013 (10ª) 
 
 

JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. EL AMPARO INDIRECTO SÓLO 
PROCEDE CONTRA EL ACTO QUE PONGA FIN A LA DILIGENCIA 
SALVO QUE SE TRATE DE ACTOS INTERMEDIOS CUYA 
EJECUCIÓN SEA DE IMPOSIBLE REPARACIÓN. Las diligencias de 
jurisdicción voluntaria deben calificarse como actos dictados fuera de 
juicio en los términos del primer párrafo de la fracción III del artículo 114 
de la Ley de Amparo. Al respecto, el Pleno de este Alto Tribunal en las 
tesis jurisprudenciales de rubro: “PRENDA MERCANTIL. EL JUICIO DE 
AMPARO ES IMPROCEDENTE EN CONTRA DEL ACUERDO QUE 
ADMITE A TRÁMITE LA PETICIÓN DEL ACREEDOR PARA QUE EL 
JUEZ AUTORICE LA VENTA DE LOS BIENES DADOS EN 
GARANTÍA”; “PRENDA MERCANTIL, VENTA JUDICIAL DE LA. 
PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN CONTRA DE LA 
RESOLUCION QUE PONE FIN AL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN 
EL ARTICULO 341 DE LA LEY GENERAL DE TITULOS Y 
OPERACIONES DE CREDITO”; y en las ejecutorias de las que 
derivaron éstas, estableció que cuando dichos actos provinieran de un 
procedimiento, el juicio de amparo indirecto sólo procede en contra de 
la resolución que pone fin a dicho procedimiento; supuesto en el cual, 
de acuerdo al inciso b), de la fracción III, del artículo 107 Constitucional, 
en estos casos debe respetarse el principio de definitividad. No 
obstante, aplicando por analogía la fracción IV del artículo 114 de la Ley 
de Amparo, si durante el procedimiento de jurisdicción voluntaria existe 
un acto intermedio de imposible reparación, el amparo indirecto 
procedería excepcionalmente respecto de dicho acto, una vez que se 
hubiesen agotado los medios ordinarios de defensa que existan en su 
contra, sin requerir que se emita la determinación final que proceda. 
Así, por regla general el amparo indirecto sólo procede contra el acto 
que ponga fin a la diligencia de jurisdicción voluntaria, salvo que el acto 
sea de imposible reparación, supuesto en el cual el amparo indirecto 
procederá en contra de actos intermedios, debiendo en ambos casos 
respetarse el principio de definitividad. 
  
Contradicción de tesis 338/2012. Suscitada entre el Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Decimocuarto Circuito y 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 16 
de enero de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra Spitalier Peña. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, siete de febrero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 17/2013 (10ª) 
 
 

ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. 
AL AFECTAR INDIRECTAMENTE LA LIBERTAD PERSONAL DEL 
PROCESADO O SENTENCIADO, LA DEMANDA DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDA CONTRA AQUÉLLA PUEDE 
PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 22, FRACCIÓN II, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE 
AMPARO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que la libertad personal de los individuos no sólo 
se afecta a través de actos de autoridad que tengan como 
consecuencia material privarlos de la que disfrutan en ese momento, 
sino también mediante actos que determinen la permanencia del 
gobernado en dicha situación o que modifiquen las condiciones en que 
tal privación deba ejecutarse. Bajo este contexto, aun cuando la orden 
de traslado de un centro penitenciario a otro, por sí sola, no afecta la 
libertad personal del procesado o del sentenciado, sí lo hace 
indirectamente, toda vez que modifica las condiciones en que tal 
privación debe llevarse a cabo o bien ejecutarse, además de lesionar 
directamente otros derechos, como el de una defensa adecuada 
previsto en el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en tanto que el procesado se encontraría 
físicamente en un lugar diverso de aquel en que se sigue la causa 
penal, o el derecho del sentenciado a purgar la condena en un centro 
penitenciario cercano a su domicilio, establecido en el numeral 18 de la 
propia Constitución. Por lo anterior y conforme a la nueva visión 
constitucional que tutela los derechos de la persona, cuando el juicio de 
amparo se promueve contra actos que afectan indirectamente la 
libertad de las personas no puede limitarse el ejercicio del derecho de 
acción y reducirlo al plazo de quince días, pues ello implicaría que las 
autoridades faltaran al deber de procurar y favorecer en todo momento 
ampliamente a la persona; de ahí que la demanda de amparo indirecto 
promovida contra la referida orden de traslado, se ubique dentro del 
supuesto de excepción a que se refiere el artículo 22, fracción II, párrafo 
segundo, de la Ley de Amparo, por lo que puede presentarse en 
cualquier tiempo. 
  
Contradicción de tesis 461/2012. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 16 de enero de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, siete de febrero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 18/2013 (10ª) 
      

SOCIEDAD CONYUGAL NO INSCRITA EN EL REGISTRO PÚBLICO 
DE LA PROPIEDAD. EL DERECHO REAL INMOBILIARIO DEL 
CÓNYUGE QUE NO APARECE EN LA INSCRIPCIÓN NO ES 
OPONIBLE AL DERECHO REAL DE PROPIEDAD DE QUIEN 
RESULTÓ ADJUDICATARIO DE BUENA FE EN EL 
PROCEDIMIENTO DE REMATE Y ADJUDICACIÓN EN UN JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL. La otrora Tercera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 3a./J. 7/93, de rubro: 
“SOCIEDAD CONYUGAL. LA FALTA DE INSCRIPCIÓN EN EL 
REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DE LOS BIENES 
INMUEBLES ADQUIRIDOS DURANTE ELLA, NO IMPIDE QUE 
EXISTA LEGITIMACIÓN PARA HACER VALER TERCERÍA 
EXCLUYENTE DE DOMINIO.”, sostuvo que la falta de inscripción de la 
sociedad conyugal en el Registro Público de la Propiedad respecto de 
un inmueble registrado a nombre de uno de los cónyuges, provoca que 
el derecho del otro que no aparece en la inscripción no pueda oponerse 
a un tercero que haya adquirido un derecho real respecto del mismo 
bien. Ahora bien, en el Código de Comercio el legislador previó que 
cuando la sentencia de un juicio ejecutivo mercantil es condenatoria y 
declara procedente la venta de los bienes embargados para hacer pago 
al acreedor, se tramitará su remate, y que enajenado el bien, ya sea por 
remate o adjudicación tratándose de inmuebles, el juez y el 
adjudicatario otorgarán la escritura pública correspondiente ante 
fedatario público; lo cual permite afirmar que, mediante la tramitación y 
culminación del procedimiento de remate y adjudicación, derivado de un 
juicio ejecutivo mercantil, el postor o el adjudicatario adquiere un 
derecho real de propiedad sobre el inmueble rematado. 
Consecuentemente, cuando falte la inscripción de la sociedad conyugal 
en el Registro Público de la Propiedad respecto de un inmueble que se 
encuentra registrado a nombre de uno de los cónyuges, el derecho real 
de propiedad del cónyuge que no aparece en la inscripción, derivado de 
la sociedad conyugal, no puede oponerse al derecho real de propiedad 
adquirido de buena fe por el postor o el adjudicatario mediante la 
tramitación y culminación del procedimiento de remate y adjudicación 
en un juicio ejecutivo mercantil. 
  
Contradicción de tesis 333/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, 
el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado  en Materia Civil del Primer Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 16 de 
enero de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría 
de cuatro votos en cuanto al fondo. Disidente: Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de febrero de 



 

dos mil trece. México, Distrito Federal, siete de febrero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 19/2013 (10ª) 
 
 

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. CUANDO EL TRIBUNAL 
DE ALZADA ADVIERTA QUE ALGUNA DE LAS PARTES NO FUE 
LLAMADA AL JUICIO NATURAL, OFICIOSAMENTE DEBE MANDAR 
REPONER EL PROCEDIMIENTO. El litisconsorcio pasivo necesario 
implica pluralidad de demandados y unidad de acción; de ahí que 
deban ser llamados a juicio todos los litisconsortes quienes, al estar 
vinculados entre sí por un derecho litigioso, deben ser afectados por 
una sola sentencia. En ese sentido, cuando se interpone un recurso de 
apelación y el tribunal de alzada advierte que en el juicio hubo 
litisconsortes que no fueron llamados, aunque no medie petición de 
parte, en cualquier etapa del procedimiento debe mandar reponerlo de 
oficio, para que el juez de primera instancia los oiga y dicte una 
sentencia apegada a los principios de igualdad, seguridad jurídica y 
economía procesal, sobre la base de que debe protegerse en todo 
momento el derecho humano de acceso efectivo a la justicia 
consagrado en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, toda vez que el litisconsorcio 
constituye un presupuesto procesal sin el cual no puede dictarse una 
sentencia válida, ya que involucra la protección de un derecho humano 
y la correlativa obligación de los jueces como autoridades a protegerlo, 
por lo que la carga procesal de citar a todas las partes corresponde al 
órgano jurisdiccional. 
  
Contradicción de tesis 469/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
y el Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del 
Séptimo Circuito. 30 de enero de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rocío 
Balderas Fernández. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, siete de febrero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 20/2013 (10ª) 
         
 

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO EN LA RECONVENCIÓN. 
CUÁNDO DA LUGAR A REPONER EL PROCEDIMIENTO SI SE 
DETECTA EN LA ETAPA DE SENTENCIA. La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha establecido pautas sobre la reposición del 
procedimiento para llamar a juicio a todos los litisconsortes cuando se 
advierte la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario que no ha 
sido debidamente integrado, pautas que solamente tienen aplicación en 
situaciones ordinarias, esto es, cuando tal exigencia se presenta en el 
trámite normal de un juicio donde el demandado se concreta a producir 
su defensa, pero su aplicación no cobra plena vigencia cuando se trata 
de la situación peculiar de los litigios múltiples dentro de un mismo 
proceso, por la presentación de la reconvención, pues ésta no siempre 
participa de las mismas normas procesales aplicables a la causa 
principal, dado que es la propia ley adjetiva aplicable a cada caso 
específico la que prevé las limitaciones que rigen la contrademanda. En 
esas circunstancias, no es válido sostener que, en un escenario como 
el que se proyecta, el órgano jurisdiccional deba ordenar 
ineludiblemente la reposición del procedimiento para vincular a los 
litisconsortes no emplazados a la reconvención, pues no debe 
soslayarse que ésta aprovecha el juicio iniciado por el actor principal, 
quien no debe verse afectado injustificadamente por las deficiencias en 
su trámite; de manera que, una eventual reposición del procedimiento 
debe atender a la vinculación o interdependencia entre la causa 
principal y la reconvención, pues solo entonces se justifica la molestia 
ocasionada al impulsor natural. Por esas razones y a fin de lograr el 
mayor beneficio para las partes y para la sociedad, así como privilegiar 
la economía procesal, la disminución en la aplicación de recursos 
humanos y económicos en la resolución de conflictos de índole 
jurisdiccional y la superación de las dificultades y problemas que 
podrían ocasionarse si las cuestiones se ventilaran y decidieran en 
expedientes distintos y por separado, ha de observarse lo siguiente: a) 
si la decisión de una de las pretensiones depende de la otra, no es 
válido dictar sentencia definitiva, en el entendido de que si ésta ya se 
dictó, debe quedar sin efectos en su totalidad por orden del órgano 
revisor, esto es, tanto lo resuelto en la causa principal como en la 
reconvención y reponerse el procedimiento para llamar a juicio al resto 
de los litisconsortes (pues se considera que el actor principal ya está 
sujeto al proceso), donde quedan intocadas las actuaciones verificadas 
respecto del juicio principal, es decir, quedan en estado de resolución; 
y, b) si son independientes o autónomas una y otra pretensiones, la 
autoridad debe pronunciarse sobre la cuestión principal y dictar 
sentencia inhibitoria en la reconvención, dejando a salvo los derechos 
del reconventor para que los haga valer en un juicio diferente, pues a 
nada práctico conduciría reservar o suspender la ejecución de la 
cuestión principal sentenciada cuando hay completa desvinculación 
entre ambas pretensiones o la reconvención solamente tiene la finalidad 
de lograr una posible compensación. 
  
Contradicción de tesis 413/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Segundo Circuito y el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 16 de enero de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres 



 

votos en cuanto al fondo. Disidentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, siete de febrero de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 21/2013 (10ª) 
 
 

FRAUDE GENÉRICO. NO SE ACTUALIZA EL ENGAÑO PARA 
CONFIGURAR EL ILÍCITO, CONFORME AL ARTÍCULO 230 DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, CUANDO LOS 
HECHOS EN QUE SE BASA CONSTITUYEN UN ACTO DE 
CORRUPCIÓN O LA PRÁCTICA DE TRÁMITES IRREGULARES 
CONOCIDOS PREVIAMENTE POR EL PASIVO. El precepto citado 
prevé en su párrafo primero que comete el delito de fraude quien por 
medio del engaño se haga ilícitamente de alguna cosa u obtenga un 
lucro indebido en beneficio propio o de un tercero, entendiendo por 
engaño el provocar mediante argucias, maquinaciones o cualquier otro 
medio, un falso conocimiento en el sujeto pasivo para determinarlo a 
realizar un acto de disposición patrimonial en beneficio del sujeto activo 
o de un tercero. En ese sentido, no se actualiza el engaño cuando la 
presunta víctima, desde antes de realizar algún acto de disposición 
patrimonial, tiene conocimiento de que la actividad encomendada o la 
promesa formulada por el activo implica una actividad antijurídica en sí 
misma; de tal manera que cuando los hechos en que se basa 
constituyen un acto de corrupción en el que conscientemente estuvo 
involucrado el sujeto pasivo o bien, si éste previamente conoció de la 
práctica de trámites irregulares del activo, verbigracia, cuando afirma 
que fue engañado porque entregó cierta cantidad de dinero al sujeto 
activo y éste incumplió la promesa de "conseguirle diversas plazas de 
trabajo que se obligó a obtener con base en un soborno”, no puede 
considerarse actualizado el “engaño”, en tanto que el incumplimiento de 
lo convenido implica actuar en un ámbito que no está permitido por las 
normas aplicables. Lo anterior es así, toda vez que ninguna protección 
debe brindarle el derecho penal a quien primero entrega dinero o un 
bien con la deliberada intención de beneficiarse de un acto de 
corrupción o de trámites irregulares y, después, ante el incumplimiento 
de lo pactado, acude a las instancias penales con el objeto de que se le 
resarza la disminución patrimonial que sufrió; pues de estimar lo 
contrario la norma penal no respondería a su objeto esencial de reprimir 
las conductas ilícitas y por el contrario serviría para avalar otra de esa 
misma naturaleza. 
  
Contradicción de tesis 303/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
y el Sexto Tribunales Colegiados, ambos en Materia Penal del Primer 
Circuito. 30 de enero de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Jaime Santana Turral. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 22/2013 (10ª) 
         
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA EL AUTO DE EXEQUENDO 
EJECUTADO MEDIANTE EXHORTO EN UN DISTRITO DISTINTO AL 
EN QUE SE LLEVA EL PROCESO, Y TODO LO ACTUADO EN EL 
JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL QUE CULMINÓ CON SENTENCIA 
EJECUTORIA DE CONDENA. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ QUE 
PREVINO. Cuando el quejoso en el amparo indirecto señala como 
actos reclamados tanto el auto de exequendo ejecutado mediante 
exhorto en un Distrito distinto al en que se lleva el juicio ejecutivo 
mercantil de origen, como todo lo actuado en éste en el que ya existe 
sentencia ejecutoria de condena, resulta inconcuso que acorde con el 
artículo 36 de la Ley de Amparo, por un lado, la ejecución del citado 
auto constituye un dato que sirve para sostener que la competencia 
para conocer del juicio corresponde al juez de distrito con jurisdicción 
en el lugar donde se ejecutó ese acto y, por otro, que las actuaciones 
que no requieren de ejecución material ocurridas durante la tramitación 
del juicio ejecutivo mercantil de origen en el que ya hay sentencia 
ejecutoria de condena, también sirven para sostener que la 
competencia para conocer del amparo corresponde al diverso juez de 
distrito con jurisdicción en el lugar de tramitación del juicio de origen, 
esto es, donde reside la autoridad que dictó las resoluciones 
reclamadas que no requieren ejecución material; de donde se sigue que 
ambos juzgadores tienen competencia legal por razón de territorio para 
conocer del juicio constitucional, sin embargo, ante la falta de 
regulación expresa para definir cuál debe avocarse a su conocimiento, 
se estima que la competencia se surte a favor del juez que previno, con 
base en la aplicación analógica del criterio contenido en el segundo 
párrafo del citado artículo y, además, para facilitar el acceso a la justicia 
del quejoso que optó por presentar su demanda de amparo en esa 
localidad. 
 
Contradicción de tesis 13/2012. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo en Materia Civil del Primer Circuito y 
Primero en Materia Civil del Cuarto Circuito. 30 de enero de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo 
Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 23/2013 (10ª) 
         
 

ELEMENTOS DE LA ACCIÓN. SU ESTUDIO POR EL TRIBUNAL DE 
ALZADA, CONFORME AL ARTÍCULO 87 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO, ESTÁ 
LIMITADO POR EL PRINCIPIO DE NON REFORMATIO IN PEIUS. 
Acorde con el citado precepto, el tribunal de alzada debe examinar de 
oficio los elementos de la acción, con la salvedad de que, ya sea de 
oficio o porque exista agravio del apelante, el estudio del tribunal ad 
quem estará limitado por el principio “non reformatio in peius”. 
  
Contradicción de tesis 18/2012. Entre las sustentadas por el Segundo 
y el Quinto Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Tercer 
Circuito. 14 de noviembre de 2012. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente José Ramón 
Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 24/2013 (10ª) 
        
 

FACULTAD DE ATRACCIÓN. LAS RAZONES EMITIDAS POR LA 
PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN PARA EJERCERLA NO SON DE ESTUDIO OBLIGADO AL 
ANALIZARSE EL FONDO DEL ASUNTO.  Las razones emitidas por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para ejercer 
la facultad de atracción de un caso no son de estudio obligado al 
analizarse el fondo del asunto, porque la naturaleza de dicha facultad 
es la de un estudio preliminar que tiene como fin determinar si un 
amparo directo o uno en revisión reúne los requisitos constitucionales 
de "interés" y "trascendencia", para que el alto tribunal pueda arribar a 
una conclusión informada en relación con la naturaleza intrínseca de un 
asunto y así fallar respecto a si debe atraerse o no. Además, al analizar 
un amparo directo o uno en revisión, la Primera Sala puede 
encontrarse, por un lado, con una barrera insuperable como sería una 
causal de improcedencia, lo que impediría entrar al fondo del asunto y 
obligaría a apartarse de las razones esgrimidas para atraerlo, ya que 
las causales de improcedencia constituyen una cuestión de orden 
público y, por otro, con problemas no advertidos o con vertientes 
distintas del mismo problema a las señaladas en la sentencia que 
determina el ejercicio de la facultad de atracción. 
  
Facultad de atracción 261/2011. Tercer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Segundo Circuito. 22 de febrero de 2012. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Facultad de atracción 220/2012. Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. 5 de septiembre de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Facultad de atracción 154/2012. Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. 24 de octubre de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Facultad de atracción 114/2012. Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. 24 de octubre de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Facultad de atracción 231/2012. Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. 24 de octubre de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 25/2013 (10ª) 
 
 

QUEBRANTAMIENTO DE SELLOS. PUEDE CONFIGURARSE ESTE 
DELITO AUNQUE ÉSTOS NO SE DESTRUYAN MATERIALMENTE 
(LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE JALISCO Y GUANAJUATO). 
El delito de quebrantamiento de sellos previsto en los artículos 132 y 
260 de los Códigos Penales para los Estados de Jalisco y Guanajuato, 
respectivamente, no sólo sanciona el hecho de que se quebranten o 
violen materialmente los sellos colocados por la autoridad competente, 
esto es, no se actualiza exclusivamente con su ruptura, destrucción o 
separación violenta (objeto material), pues lo que se requiere 
fundamentalmente es que se vulnere la salvaguarda realizada sobre 
objetos o espacios restringidos. Lo anterior, porque el delito referido 
comprende cualquier acto material por el cual el sello deja de cumplir, 
definitiva o transitoriamente, la función para la que fue colocado; de ahí 
que el tipo penal se colma cuando se quebranta la salvaguarda de los 
objetos y espacios asegurados, no sólo cuando se destruyen o rompen 
materialmente los sellos, sino también cuando el autor quebranta el 
ámbito restringido por la autoridad mediante su colocación, 
independientemente de que sufran o no deterioro. 
  
Contradicción de tesis 327/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 14 de 
noviembre de 2012. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Jaime Santana Turral. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 26/2013 (10ª) 
 
 

DELITOS FISCALES. EL ELEMENTO TÍPICO “OCULTAR” A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 111, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, NO SE ACREDITA POR EL SÓLO HECHO DE 
QUE EL ACTIVO OMITA DESAHOGAR ÍNTEGRAMENTE LOS 
REQUERIMIENTOS DE LA AUTORIDAD FISCAL RESPECTO DE 
SUS REGISTROS CONTABLES, SINO QUE ES NECESARIO QUE 
DEL CÚMULO PROBATORIO SE ADVIERTA SU MANIFIESTA 
VOLUNTAD DE IMPEDIR LA CONSULTA. El mencionado artículo 
establece que se impondrá sanción de tres meses a tres años de 
prisión a quien oculte, altere o destruya total o parcialmente los 
sistemas y registros contables, así como la documentación relativa a los 
asientos respectivos que conforme a las leyes fiscales esté obligado a 
llevar. Ahora bien, para acreditar el elemento típico “ocultar”, no es 
suficiente atender al hecho aislado consistente en la omisión de 
desahogar íntegramente los requerimientos de la autoridad fiscal, sino 
que es necesario advertir, del cúmulo probatorio, que el activo tiene la 
clara y manifiesta voluntad de impedir la consulta o examen de los 
sistemas y registros contables solicitados. En efecto, el Código Fiscal 
de la Federación, en sus artículos 85 y 86, prevé las infracciones y 
sanciones relacionadas con el ejercicio de las facultades de 
comprobación de la autoridad hacendaria, entre las que se encuentran 
el hecho de no suministrar los datos e informes que legalmente exijan 
las autoridades fiscales; no proporcionar la contabilidad o parte de ella 
y, en general, los elementos requeridos para comprobar el cumplimiento 
de obligaciones propias o de terceros. De lo anterior se advierte una 
diferencia importante entre las conductas sancionadas administrativa y 
penalmente, pues en el primer caso, la ley castiga sólo la omisión de 
proporcionar la información a las autoridades fiscales y, en el segundo, 
la acción u omisión consistente en “ocultar“ dicha documentación. Esto 
quiere decir que a nivel penal se busca sancionar una conducta más 
compleja, es decir, toda una estratagema para entorpecer o evitar las 
facultades de comprobación fiscal, lo cual tiene sentido si se atiende al 
principio de ultima ratio que opera en materia penal, conforme al cual 
sólo los ataques a los bienes jurídicos que la sociedad tiene en más alta 
estima merecen la sanción más grave que se conoce en el orden 
jurídico nacional; además, si la expresión “ocultar” se traduce en una 
acción u omisión tendente a esconder, tapar, no dar a conocer, 
disfrazar o encubrir a la vista de la autoridad hacendaria la 
documentación fiscal requerida, con el consecuente resultado de 
entorpecer o impedir las labores de comprobación, entonces es 
necesario que el juzgador valore el material probatorio existente que 
permita concluir que la falta de desahogo de uno solo o de varios 
requerimientos administrativos es parte de una estrategia tendente a 
realizar la conducta. 
 
Contradicción de tesis 380/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito. 30 de enero de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 27/2013 (10ª) 
 
 

PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS EN MATERIA MERCANTIL. 
CUANDO LA SOLICITUD DE LA MEDIDA NO SE FUNDA EN LOS 
CASOS QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 1168 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, LA RESTRICCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1171 
DE LA MISMA LEY PARA DICTARLAS, NO IMPIDE LA APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LAS MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO PREVISTAS 
EN LOS NUMERALES 384 A 388 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES (ABANDONO PARCIAL DE LAS TESIS 
1a. LXXIX/2007 Y 1a. LXXXI/2007). El artículo 1168 del Código de 
Comercio regula como medida cautelar las que denomina providencias 
precautorias, las cuales sólo pueden dictarse cuando exista temor de 
que: I) se ausente u oculte la persona contra quien deba entablarse o 
se haya entablado una demanda; II) se oculten o dilapiden los bienes 
sobre los que ha de ejercitarse una acción real, y III) se oculten o 
enajenen los bienes sobre los que ha de practicarse la diligencia, 
siempre que la acción sea personal y el deudor no tuviera otros bienes. 
Por su parte, el numeral 1171 del mismo ordenamiento prevé que no 
pueden dictarse otras providencias precautorias que las establecidas en 
el propio código y que exclusivamente serán, en caso de la citada 
fracción I, el arraigo de la persona y, en los casos de las mencionadas 
fracciones II y III, el secuestro de bienes. En ese sentido, si en el 
Código de Comercio el legislador solamente reguló y denominó 
expresamente y de manera completa y cerrada la medida cautelar que 
denominó providencias precautorias, entonces, cuando en un juicio 
mercantil se plantea la solicitud de que se dicte una medida cautelar 
con la finalidad de que se mantenga una situación de hecho existente, y 
ésta no se funda en alguna de las tres hipótesis mencionadas, es 
inconcuso que, por un lado, el juzgador estaría impedido para dictar una 
providencia precautoria de las previstas en el artículo 1168 señalado y, 
por otro, que al no poder establecer tal providencia precautoria, 
resultaría inaplicable la prohibición contenida en el diverso artículo 
1171, dado que la  anotada prohibición sólo tiene por objeto regular los 
términos y las condiciones para que opere la medida cautelar 
denominada providencias precautorias prevista en el referido artículo 
1168, y en consecuencia, tal prohibición no puede ni debe entenderse 
extensiva a cualquier medida cautelar que resulte legalmente aplicable 
a la materia mercantil. En ese sentido, ante la solicitud de una medida 
cautelar con la finalidad de que se mantenga una situación de hecho, 
que no se funde en alguna de las tres hipótesis contenidas en el artículo 
1168 del Código de Comercio, sí sería aplicable supletoriamente en 
términos del artículo 1054 del mismo ordenamiento, el contenido 
conducente del Código Federal de Procedimientos Civiles, que prevé 
como medida cautelar las denominadas medidas de aseguramiento, 
establecidas en sus artículos 384 a 388. Lo anterior conduce a esta 
Sala a apartarse parcialmente del criterio contenido en las tesis aisladas 
1a. LXXIX/2007 y 1a. LXXXI/2007, en la parte que prevén la intención y 
el alcance del contenido restrictivo del artículo 1171 del Código de 
Comercio. 
 
Contradicción de tesis 415/2012. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Décimo Primero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 6 de febrero de 2013. Mayoría de cuatro votos 
por la competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío 



 

Díaz, quien formulo voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

  TESIS  JURISPRUDENCIAL 28/2013 (10ª) 
 

 
RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. EL INTERÉS SUPERIOR DEL 
MENOR DEBE PREVALECER EN EL JUICIO RELATIVO FRENTE A 
LA INSTITUCIÓN DE LA COSA JUZGADA. Cuando en un segundo 
juicio de reconocimiento de paternidad, el presunto progenitor opone la 
excepción de cosa juzgada bajo el argumento de que en un primer 
juicio ya fue absuelto, pero ello obedece a que en éste se omitió 
desahogar la prueba pericial en genética, la cual resulta ser la idónea 
para el esclarecimiento de la verdad, esa excepción no debe prosperar 
pues la cosa juzgada presupone que el juicio del cual deriva, “cumplió 
con las formalidades esenciales del procedimiento”, lo que  no puede 
considerarse satisfecho cuando en el primer juicio, pasando por alto el 
interés superior del menor, se omite ordenar el desahogo, ampliación o 
perfeccionamiento de esa prueba, ya que esa omisión no sólo infringe 
la formalidad relacionada con la oportunidad de ofrecer y desahogar 
pruebas, sino que además transgrede el derecho de acceso efectivo a 
la justicia del menor, pues aunque no le niega acceder a los órganos 
jurisdiccionales para que se resuelva la controversia, este derecho se 
vuelve ineficaz si dentro del procedimiento no se reconoce que por su 
propia condición requiere de una protección legal reforzada, la cual 
obliga a ordenar, incluso de oficio, su desahogo. Así, aun cuando se 
podría considerar que opera la excepción de la cosa juzgada formal, en 
tanto que cualquier violación cometida en perjuicio del menor pudo 
impugnarse oportunamente a través de los medios ordinarios o 
extraordinarios de defensa derivados del primer juicio, no opera la cosa 
juzgada material, pues el interés superior del menor en un juicio de 
reconocimiento de paternidad debe prevalecer al enfrentarse con dicha 
institución procesal, por ser el que resulta de mayor entidad, pues si 
bien es cierto que la cosa juzgada implica la imposibilidad de volver a 
discutir lo decidido en un juicio, porque la rigidez e inmutabilidad de la 
sentencia descansa en los principios de seguridad y certeza jurídica, 
consagrados en los artículos 14 y 17 de la Constitución Federal, 
también lo es que esos principios no pueden prevalecer frente al 
derecho del menor de indagar y conocer la verdad sobre su origen, ya 
que derivado de esa investigación podrá establecerse si existe o no una 
filiación entre él y el presunto progenitor; y de ser así, no sólo podrá 
acceder a llevar su apellido como parte del derecho a la identidad que 
le permite tener un nombre y una filiación, sino que, en conexión con tal 
derecho, se beneficiará el relativo a la salud; además, preferir el 
derecho derivado de la cosa juzgada, implicaría pasar por alto la 
obligación que el artículo 4o. de la Carta Magna impuso al Estado de 
propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el pleno ejercicio de sus 
derechos, lo cual podría anular la obligación que el propio precepto 
impone a los progenitores, en el sentido de satisfacer sus necesidades 
de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento, sobre todo 
cuando la cosa juzgada que se pretende oponer frente al derecho del 
menor, deriva de un procedimiento en el que resulta evidente que se 
pasaron por alto sus derechos. 
  
Contradicción de tesis 496/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo 
Noveno Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito. 6 de febrero de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 



 

Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 29/2013 (10ª) 
 
 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA PENAL. 
OPERA EN FAVOR DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO POR EL DELITO, 
CONFORME AL MARCO CONSTITUCIONAL SOBRE DERECHOS 
HUMANOS QUE RESGUARDAN LOS ARTÍCULOS 20, APARTADO 
B Y 1º. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NO OBSTANTE QUE EL 
ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, LA 
PREVEA SÓLO EN BENEFICIO DEL REO. La posibilidad de suplir la 
queja deficiente en favor de la víctima u ofendido por el delito 
representa un cambio trascendental a la cultura jurídica preservada en 
nuestro país desde que se instauró este principio en el juicio de 
amparo; sin embargo, la práctica jurisdiccional demuestra que en varios 
asuntos se violan derechos fundamentales en perjuicio de esos sujetos, 
por lo que es necesario que acudan al amparo solicitando la justicia que 
no han podido encontrar en las instancias naturales del procedimiento 
penal. Ahora bien, la labor jurisdiccional cotidiana y las diversas 
reformas constitucionales y legales enseñan que el derecho es un 
instrumento evolutivo que no puede permanecer estático ante los 
cambios de la sociedad, de manera que el significado de justicia, en su 
acepción elemental de dar a cada quien lo que le pertenece, debe ser 
moldeado de tal forma que permita aplicar el derecho, no en sentido 
estricto, sino con un enfoque integral e incluyente acorde con los 
tiempos que se viven, razón por la cual esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, a partir de la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación, ha evolucionado significativamente respecto a la visión 
protectora del ofendido; muestra de ello son los diversos y variados 
criterios relevantes con marcada mejora en el rubro de acceso pleno a 
la justicia, esto es, la jurisprudencia se erige como el medio conductor 
que actualiza las disposiciones de la ley reglamentaria y evita que el 
derecho positivo caiga en desuso. Así, el modelo de juicio de amparo 
legalista y rígido, que impone el principio de estricto derecho, ha 
perdido vigencia para el afectado, en virtud de que actualmente el 
artículo 20, apartados A y B, de la Constitución Federal, coloca en un 
mismo plano los derechos del acusado y los de la víctima u ofendido; 
además, porque el segundo párrafo del numeral 1o. constitucional exige 
que las normas relativas a los derechos humanos se interpreten de 
conformidad con la propia Carta Magna y con los tratados 
internacionales de los que México es parte, de forma que favorezca 
ampliamente a las personas, lo que se traduce en la obligación de 
analizar el contenido y alcance de tales derechos a partir del principio 
pro persona. Bajo esa línea argumentativa, se concluye que el artículo 
76 Bis, fracción II, de la Ley de Amparo, que autoriza la suplencia de la 
queja deficiente sólo en favor del reo, no corresponde a la realidad 
constitucional y social de nuestra Nación, pues quedó rebasado por la 
transformación de los derechos humanos; por lo que debe afirmarse 
que el espíritu del poder reformador que dio vida a dicho precepto y 
fracción, ha perdido su asidero constitucional y, por ende, esta Primera 
Sala determina que tal institución se extiende en pro de la víctima u 
ofendido por el delito, lo que representa un paso más hacia el fin 
primordial para el que fue instituido el juicio de control constitucional, 
esto es, la búsqueda de la justicia.  
 
Contradicción de tesis 163/2012. Entre las sustentadas por el Quinto 
y el Noveno Tribunales Colegiados, ambos en Materia Penal del Primer 



 

Circuito. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro votos por la 
competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien se reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 
El Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y la Ministra Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, manifestaron reservarse el derecho a 
formular voto concurrente. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de febrero de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de febrero de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 30/2013 (10ª) 
         
 

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. PARA PRESERVARLO, EL 
JUZGADOR ESTÁ FACULTADO PARA RECABAR Y DESAHOGAR 
DE OFICIO LAS PRUEBAS QUE CONSIDERE NECESARIAS. Con 
independencia de que la admisión de las pruebas ofrecidas por las 
partes en el juicio es uno de los aspectos procesales más relevantes y 
que con mayor cuidado debe observar el juzgador, tratándose de los 
procedimientos que directa o indirectamente trascienden a los menores 
y a fin de velar por su interés superior, previsto en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Convención sobre los 
Derechos del Niño y en la Ley para la Protección de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes, el juez está facultado para recabar y 
desahogar de oficio las pruebas necesarias para preservar dicho 
interés, practicando las diligencias que considere oportunas y 
conducentes para el conocimiento de la verdad respecto de los 
derechos controvertidos. 
 
Amparo directo en revisión 908/2006. 18 de abril de 2007. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Heriberto Pérez Reyes. 
 
Amparo directo en revisión 2539/2010. 26 de enero de 2011. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 66/2011. 7 de diciembre de 2011. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien se reservó su 
derecho a formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo 10/2011. 22 de febrero de 2012. Cinco votos. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 2076/2012. 19 de septiembre de 2012. 
Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: 
Alejandro García Núñez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de febrero 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiocho de febrero de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 31/2013 (10ª). 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CONSTITUCIÓN NO RECONOCE EL 
DERECHO AL INSULTO. Si bien es cierto que cualquier individuo que 
participe en un debate público de interés general debe abstenerse de 
exceder ciertos límites, como el respeto a la reputación y a los derechos 
de terceros, también lo es que está permitido recurrir a cierta dosis de 
exageración, incluso de provocación, es decir, puede ser un tanto 
desmedido en sus declaraciones, y es precisamente en las expresiones 
que puedan ofender, chocar, perturbar, molestar, inquietar o disgustar 
donde la libertad de expresión resulta más valiosa. Así pues, no todas 
las críticas que supuestamente agravien a una persona, grupo, o 
incluso a la sociedad o al Estado pueden ser descalificadas y objeto de 
responsabilidad legal, aunque el uso de la libertad de expresión para 
criticar o atacar mediante el empleo de términos excesivamente fuertes 
y sin articular una opinión, puede conllevar una sanción que no 
resultaría violatoria de la libertad de expresión. En este sentido, es 
importante enfatizar que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos no reconoce un derecho al insulto o a la injuria gratuita, sin 
embargo, tampoco veda expresiones inusuales, alternativas, 
indecentes, escandalosas, excéntricas o simplemente contrarias a las 
creencias y posturas mayoritarias, aun cuando se expresen 
acompañadas de expresiones no verbales, sino simbólicas. 
Consecuentemente, el derecho al honor prevalece cuando la libertad de 
expresión utiliza frases y expresiones que están excluidas de protección 
constitucional, es decir, cuando sean absolutamente vejatorias, 
entendiendo como tales las que sean: a)  ofensivas u oprobiosas, según 
el contexto; y, b)  impertinentes para expresar opiniones o 
informaciones, según tengan o no relación con lo manifestado. 
Respecto del citado contexto, su importancia estriba en que la situación 
política o social de un Estado y las circunstancias concurrentes a la 
publicación de la nota pueden disminuir la significación ofensiva y 
aumentar el grado de tolerancia. 
 
Amparo directo 28/2010. **********. 23 de noviembre de 2011. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó 
su derecho a formular voto particular. José Ramón Cossío Díaz reservó 
su derecho a formular voto concurrente.  Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo 25/2010. **********. 28 de marzo de 2012. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa 
López. 
 
Amparo directo 26/2010. **********. 28 de marzo de 2012. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio 
Escudero Contreras. 
 
Amparo directo 8/2012. **********. 4 de julio de 2012. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho a 
formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 



 

 
Amparo directo 16/2012. **********. 11 de julio de 2012. Cinco votos; 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservaron su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa 
María Rojas Vértiz Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintisiete de 
febrero de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiocho de 
febrero de dos mil trece. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 32/2013 (10ª) 
 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. 
EXPRESIONES QUE SE ENCUENTRAN PROTEGIDAS 
CONSTITUCIONALMENTE. A juicio de esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, existe una presunción general 
de cobertura constitucional de todo discurso expresivo. Cuando las 
ideas expresadas tienen por objeto exteriorizar un sentir positivo o 
favorable hacia una persona, resulta inconcuso que no habría una 
intromisión al derecho al honor de la persona sobre la cual se vierten 
las ideas u opiniones. Lo mismo puede decirse de aquellas ideas que, si 
bien críticas, juzguen a las personas mediante la utilización de términos 
cordiales, decorosos o simplemente bien recibidos por el destinatario. 
Lo anterior evidencia que no existe un conflicto interno o en abstracto 
entre los derechos a la libertad de expresión y al honor. Así, el estándar 
de constitucionalidad de las opiniones emitidas en ejercicio de la 
libertad de expresión es el de relevancia pública, el cual depende del 
interés general por la materia y por las personas que en ella intervienen, 
cuando las noticias comunicadas o las expresiones proferidas redunden 
en descrédito del afectado, pues en caso contrario ni siquiera existiría 
un conflicto entre derechos fundamentales, al no observarse una 
intromisión al derecho al honor. Es necesario matizar que si la noticia 
inexacta involucra a figuras particulares en cuestiones particulares no 
tiene aplicación la doctrina de la "real malicia", funcionado en su 
reemplazo los principios generales sobre responsabilidad civil, lo cual 
opera de la misma forma cuando se trate de personas con proyección 
pública pero en aspectos concernientes a su vida privada. Ahora bien, 
la relación entre la libertad de expresión y los derechos de la 
personalidad, como el honor, se complica cuando la primera se ejerce 
para criticar a una persona, de forma tal que ésta se sienta agraviada. 
La complejidad radica en que el Estado no puede privilegiar un 
determinado criterio de decencia, estética o decoro respecto a las 
expresiones que podrían ser bien recibidas, ya que no existen 
parámetros uniformemente aceptados que puedan delimitar el 
contenido de estas categorías, por lo cual constituyen limitaciones 
demasiado vagas de la libertad de expresión como para ser 
constitucionalmente admisibles. De hecho, el debate en temas de 
interés público debe ser desinhibido, robusto y abierto, pudiendo incluir 
ataques vehementes, cáusticos y desagradablemente mordaces sobre 
personajes públicos o, en general, ideas que puedan ser recibidas 
desfavorablemente por sus destinatarios y la opinión pública, de modo 
que no sólo se encuentran protegidas las ideas que son recibidas 
favorablemente o las que son vistas como inofensivas o indiferentes. 
Estas son las demandas de una sociedad plural, tolerante y abierta, sin 
la cual no existe una verdadera democracia. 
  
Amparo directo 28/2010. **********. 23 de noviembre de 2011. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó 
su derecho a formular voto particular. José Ramón Cossío Díaz reservó 
su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.  
 
Amparo directo 25/2010. **********. 28 de marzo de 2012.  Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga 



 

Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa 
López. 
 
Amparo directo 26/2010. **********. 28 de marzo de 2012. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio 
Escudero Contreras. 
 
Amparo directo 8/2012. **********. 4 de julio de 2012. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho a 
formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.  
 
Amparo directo 16/2012. **********. 11 de julio de 2012. Cinco votos; 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa 
María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de febrero 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiocho de febrero de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 33/2013 (10ª) 
         
 

ORDEN DE LOCALIZACIÓN Y COMPARECENCIA DE UN TESTIGO 
DE CARGO. NO OPERA LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA 
ESTABLECIDA EN LA FRACCIÓN XVII DEL ARTÍCULO 73 DE LA 
LEY DE AMPARO, SI DURANTE LA INSTRUCCIÓN DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO SE ACTUALIZA EL DÍA SEÑALADO PARA EL 
DESAHOGO DE LA DILIGENCIA DE INTERROGATORIOS.  Si el 
testigo de cargo incurre en desacato a los requerimientos formulados 
por la autoridad judicial para el efecto de desahogar la prueba 
testimonial, el juez de la causa estará facultado para emplear alguna 
medida de apremio para hacer cumplir su determinación, como por 
ejemplo, acudir al auxilio de la fuerza pública, hasta que dicha diligencia 
se lleve a cabo. De ahí que sea factible concluir que el verdadero objeto 
de una orden de localización y presentación de un testigo no consiste 
en que tenga lugar una diligencia en fecha y hora determinadas, pues si 
esto fuera así, la sola llegada de esa fecha daría por extinguida la 
facultad del oferente de la prueba y del juez para obtener el desahogo 
de la prueba; el objeto es obtener la comparecencia de una persona 
para que desahogue el interrogatorio formulado por el inculpado, a fin 
de tutelar su derecho a la defensa y cerrar la instrucción. De este modo, 
la situación jurídica del quejoso creada a partir del acto reclamado es la 
de ser considerado un testigo que ha incurrido en rebeldía para 
comparecer a juicio, la cual se distingue por llevar aparejada 
determinados efectos materiales y jurídicos que deben concretarse en 
la esfera jurídica del gobernado, que consisten en aplicar una medida 
judicial de apremio hasta obtener el desahogo de un interrogatorio; todo 
lo cual legitima al quejoso para acudir al juicio de amparo y obtener, en 
su caso, una sentencia que declare la invalidez del acto relativo, por 
estimarlo violatorio de los derechos fundamentales tutelados en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
  
Contradicción de tesis 462/2012. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado del Centro Auxiliar de la Octava Región y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 6 de febrero de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de marzo de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 34/2013 (10ª) 
 
 

REMATE EN MATERIA MERCANTIL. CUANDO NO SE FINCA EN LA 
SEGUNDA ALMONEDA, EL ARTÍCULO 584 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL NO ES 
SUPLETORIO DEL CÓDIGO DE COMERCIO. Conforme al citado 
precepto, es posible solicitar la celebración de una tercera subasta sin 
sujeción a tipo, y el ejecutante puede ofrecer una postura inferior a las 
dos terceras partes del precio que sirvió de base para la segunda 
almoneda. Por su parte, el artículo 1,412 del Código de Comercio 
señala que tratándose de la adjudicación de bienes, cuando no haya 
comparecido postor, el acreedor podrá pedir su adjudicación por el 
precio que para subastarlos se haya fijado en la última almoneda. En 
ese sentido, si se toma en cuenta, por un lado, que ambas legislaciones 
regulan de manera expresa, concreta y diferente lo relativo al remate y, 
por el otro, que esta Sala ha sostenido que la finalidad de la 
supletoriedad es colmar las lagunas legislativas sin llegar al extremo de 
implementar derechos o instituciones no regulados en la ley que ha de 
suplirse, resulta indudable que cuando el remate mercantil no se finca 
en la segunda almoneda, el artículo 584 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal no es supletorio del Código de Comercio, 
pues de lo contrario se estaría legislando —y no llenando una laguna 
legal—, ya que se crearía una nueva figura en relación con los remates 
en materia mercantil, siendo que el legislador no previó en el Código de 
Comercio una subasta sin sujeción a tipo; de ahí que la indicada 
aplicación supletoria contravendría las bases esenciales del sistema 
legal en que se sustenta la institución del remate en el Código de 
Comercio. 
  
Modificación de jurisprudencia 16/2012. Solicitantes: Magistrados 
integrantes del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 6 de febrero de 2013. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho 
Maldonado. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de marzo de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 35/2013 (10ª) 
         
 

DESISTIMIENTO SIMULTÁNEO DEL JUICIO DE AMPARO Y DEL 
RECURSO DE REVISIÓN. DEBE ATENDERSE AL DE LA ACCIÓN 
CONSTITUCIONAL. Ante el desistimiento del quejoso tanto del juicio 
de amparo como del recurso de revisión planteado en un mismo escrito, 
el Tribunal Colegiado de Circuito revisor debe atender al de la acción 
que originó el juicio constitucional, toda vez que el recurso de revisión 
es de naturaleza accesoria en relación con el juicio y este último es de 
estudio preferente; lo que conlleva a decretar el sobreseimiento en el 
juicio, conforme al artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo. 
  
Contradicción de tesis 417/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 27 de febrero de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco 
Trenado Ríos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de marzo de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 36/2013 (10ª) 
 

 
ACCIÓN DE REPARACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS 
OCASIONADOS AL ERARIO DEL ESTADO DE GUANAJUATO POR 
EL MAL USO DE RECURSOS PÚBLICOS. PRESCRIBE EN TRES 
AÑOS AL ENCUADRAR EN EL SUPUESTO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 1258, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO CIVIL PARA LA 
ENTIDAD. La acción de reparación de daños y perjuicios ocasionados 
al erario por un funcionario público, promovida por el Órgano de 
Fiscalización Superior del Estado de Guanajuato en la vía ordinaria civil 
con fundamento en el informe de resultados sancionado por el 
Congreso del Estado, constituye un caso de responsabilidad civil 
subjetiva de naturaleza extracontractual. En consecuencia, dicha acción 
prescribe en un plazo de tres años a partir de que se sanciona por el 
Congreso local el informe señalado, toda vez que encuadra en el 
supuesto de “responsabilidad civil proveniente de actos ilícitos que no 
constituyen delitos” al que hace referencia la fracción V del artículo 
1258 del Código Civil de Guanajuato. 
 
Contradicción de tesis 395/2012. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materias Civil y de Trabajo del 
Décimo Sexto Circuito. 13 de febrero de 2013. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de marzo de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 37/2013 (10ª) 
 
 

INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA. EL AUTO QUE LO 
ADMITE DEBE NOTIFICARSE EN FORMA DOMICILIARIA 
(INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN “SE CORRERÁ 
TRASLADO” PREVISTA EN EL ARTÍCULO 436, FRACCIÓN II, DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
PUEBLA). El citado precepto establece que se correrá traslado por tres 
días a la contraria de la propuesta de liquidación, para que manifieste lo 
que a su derecho importe. Ahora bien, acorde con el principio 
contradictorio que rige los procedimientos civiles, así como con los 
derechos de acceso a la justicia y debido proceso, la expresión “se 
correrá traslado” en los términos del artículo 436, fracción II, de la ley 
adjetiva civil del Estado de Puebla, exige la entrega de la copia fiel de 
los documentos de liquidación a la parte demandada, a fin de que 
pueda conocer su contenido e imponerse de éstos; de ahí que la 
entrega de dichos documentos debe realizarla el actuario en el mismo 
acto de notificación, debiendo asentar en su razón actuarial que se 
corrió traslado de los documentos. En consecuencia, la notificación de 
la admisión del incidente de liquidación de sentencia debe realizarse de 
forma domiciliaria en términos de los artículos 65, fracción IV y 66 de la 
norma en cita, a fin de que conste la verificación de la entrega de 
documentos con la propuesta de liquidación a la parte que puede 
imponerse de ellos y cumplir con el significado de la expresión “se 
correrá traslado”. 
  
Contradicción de tesis 546/2012. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Civil del 
Sexto Circuito. 6 de marzo de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol 
Alonso. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de marzo de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 38/2013 (10ª) 
 
 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA 
DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA. 
Para el análisis de los límites a la libertad de expresión, esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha adoptado el denominado “sistema 
dual de protección”, según el cual los límites de crítica son más amplios 
cuando ésta se refiere a personas que, por dedicarse a actividades 
públicas o por el rol que desempeñan en una sociedad democrática, 
están expuestas a un control más riguroso de sus actividades y 
manifestaciones que aquellos particulares sin proyección pública 
alguna, pues en un sistema inspirado en los valores democráticos, la 
sujeción a esa crítica es inseparable de todo cargo de relevancia 
pública. Sobre este tema, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos precisó, en los casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica y Kimel vs. 
Argentina, que el acento de este umbral diferente de protección no se 
asienta en la calidad del sujeto, sino en el carácter de interés público 
que conllevan las actividades o actuaciones de una persona 
determinada. Esta aclaración es fundamental en tanto que las personas 
no estarán sometidas a un mayor escrutinio de la sociedad en su honor 
o privacidad durante todas sus vidas, sino que dicho umbral de 
tolerancia deberá ser mayor solamente mientras realicen funciones 
públicas o estén involucradas en temas de relevancia pública. Esto no 
significa que la proyección pública de las personas las prive de su 
derecho al honor, sino simplemente que el nivel de intromisión 
admisible será mayor, aunque dichas intromisiones deben estar 
relacionadas con aquellos asuntos que sean de relevancia pública. La 
principal consecuencia del sistema de protección dual es la doctrina 
conocida como “real malicia” o “malicia efectiva”, misma que ha sido 
incorporada al ordenamiento jurídico mexicano. Esta doctrina se 
traduce en la imposición de sanciones civiles, exclusivamente en 
aquellos casos en que exista información falsa (en caso del derecho a 
la información) o que haya sido producida con “real malicia” (aplicable 
tanto al derecho a la información como a la libertad de expresión). El 
estándar de “real malicia” requiere, para la existencia de una condena 
por daño moral por la emisión de opiniones, ideas o juicios, que hayan 
sido expresados con la intención de dañar, para lo cual, la nota 
publicada y su contexto constituyen las pruebas idóneas para acreditar 
dicha intención. En este sentido, esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación observa que, dependiendo de su 
gravedad y de la calidad del sujeto pasivo, las intromisiones al derecho 
al honor pueden ser sancionadas con: (i) sanciones penales, en 
supuestos muy limitados referentes principalmente a intromisiones 
graves contra particulares; (ii) con sanciones civiles, para intromisiones 
graves en casos de personajes públicos e intromisiones medias contra 
particulares; y (iii) mediante el uso del derecho de réplica o respuesta, 
cuyo reconocimiento se encuentra tanto en el texto constitucional como 
en  la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para 
intromisiones no graves contra personajes públicos e intromisiones 
leves contra personas privadas. 
  
Amparo directo 28/2010. **********. 23 de noviembre de 2011.  Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien reservó 
su derecho a formular voto particular. José Ramón Cossío Díaz reservó 



 

su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.  
 
Amparo directo 25/2010. **********. 28 de marzo de 2012.  Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa 
López. 
 
Amparo directo 26/2010. **********. 28 de marzo de 2012. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio 
Escudero Contreras. 
 
Amparo directo 8/2012. **********. 4 de julio de 2012. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas también reservó su derecho a 
formular voto concurrente por lo que respecta al apartado XI. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.  
 
Amparo directo 16/2012. **********. 11 de julio de 2012. Cinco votos; 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservaron su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa 
María Rojas Vértiz Contreras.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de marzo de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 “En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 39/2013 (10ª) 
 
 

NOTIFICACIONES PERSONALES EN MATERIA CIVIL. SURTEN 
EFECTOS AL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE PRACTIQUEN, EN 
ATENCIÓN AL PRINCIPIO PRO PERSONA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE TABASCO). El artículo 21 de la Ley de Amparo prevé el 
término de quince días para interponer la demanda relativa, contado 
desde el siguiente al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la 
notificación al quejoso de la resolución o el acuerdo que reclame. Ahora 
bien, aun cuando el numeral 117 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Tabasco disponga que los plazos procesales corren a 
partir del día siguiente al en que haya surtido efectos la notificación, 
incluido el día del vencimiento, y que cuando el plazo sea común a 
varias partes, éste debe computarse desde el día siguiente a aquel en 
que todas hayan quedado notificadas, del título VI, intitulado “Actos 
procesales”, capítulo IV, denominado “Notificaciones”, del propio 
código, no se advierte el momento preciso a partir del cual surten 
efectos las notificaciones personales en los juicios civiles. De ahí que 
ante la falta de regulación sobre el tema y toda vez que se encuentra 
involucrado el alcance del derecho humano de acceso a la justicia, 
debe atenderse al mayor beneficio para las partes y, por ende, 
considerarse que en términos del artículo 1o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante Decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, 
conforme al cual todas las autoridades deben aplicar el principio 
interpretativo pro persona, esto es, realizar la interpretación que más 
favorezca a los derechos de los quejosos, dichas notificaciones surten 
sus efectos al día siguiente al en que se practiquen, pues sólo de esta 
manera éstos cuentan con un día más para poder presentar su 
demanda de amparo en la forma y los términos previstos en el referido 
artículo 117. 
  
Contradicción de tesis 367/2012. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava 
Región con residencia en Cancún, Quintana Roo, en apoyo del Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito y el 
entonces Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito. 
9 de enero de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de marzo de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 40/2013 (10ª) 

 

AMPARO DIRECTO EN MATERIA PENAL. LA VÍCTIMA U 
OFENDIDO DEL DELITO TIENE LEGITIMACIÓN PARA 
PROMOVERLO CUANDO SE IMPUGNAN APARTADOS JURÍDICOS 
DIVERSOS AL DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO DE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA. Conforme al principio de progresividad en la protección de 
los derechos humanos, entre ellos, los derechos de acceso a la justicia 
y recurso efectivo, garantizados en los artículos 1o., 17 y 20 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 8, numeral 1, y 
25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la víctima u 
ofendido del delito tiene legitimación para impugnar, a través del juicio 
de amparo directo, la constitucionalidad de todos los apartados que 
conforman la sentencia definitiva condenatoria. De ahí que no se 
actualice la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción 
XVIII, en relación con el numeral 10, ambos de la Ley de Amparo, por el 
hecho de que la víctima u ofendido impugne apartados jurídicos 
diversos al de reparación del daño de la sentencia definitiva; lo anterior 
es así, toda vez que la legitimación para promover un juicio 
constitucional no se constriñe a los supuestos establecidos 
expresamente en el referido artículo 10, sino que debe atenderse con la 
amplitud de protección establecida en el artículo 20 constitucional y 
analizar cuando se reclama la afectación personal y directa de algunos 
de los derechos humanos ahí reconocidos. Dicha legitimación es 
acorde con el principio de equilibrio de las partes procesales en materia 
penal y con el reconocimiento de la calidad de parte activa en el 
sistema procesal a favor de la víctima u ofendido del delito, ya que 
permite exigir el derecho a conocer la verdad; solicitar que el delito no 
quede impune; que se sancione al culpable y se obtenga la reparación 
del daño, mediante la impugnación no sólo de la eventual ilegalidad del 
apartado concreto de reparación del daño, sino también de los 
pronunciamientos judiciales relacionados con los presupuestos de 
acreditación  del delito, la demostración de la plena responsabilidad 
penal del sentenciado y la individualización de sanciones. 
Consecuentemente, la legitimación de la víctima u ofendido del delito 
para promover juicio de amparo directo debe interpretarse en sentido 
amplio y protector como instrumento legal y eficaz que garantice la 
protección de sus derechos humanos, en franca oposición al 
delineamiento de acciones regresivas. 

 
Contradicción de tesis 371/2012. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito. 16 de enero de 2013. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría 
de cuatro votos en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de marzo de 



 

dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de marzo de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 41/2013 (10ª) 
 
 

COSTAS. ES PROCEDENTE LA CONDENA A SU PAGO EN LOS 
JUICIOS SUMARIOS CIVILES, AUN CUANDO NO SE HAYA 
RESUELTO EL FONDO DEL ASUNTO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE JALISCO). Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 640 del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, en todo juicio sumario 
civil, aun cuando no lo solicite la parte que obtenga sentencia favorable, 
entendiéndose por ésta aquella en la que la contraparte no hubiere 
obtenido las prestaciones reclamadas, ya sea porque no se analizó el 
fondo del asunto o porque analizado éste, no le asistió la razón, el 
juzgador deberá, de oficio, condenar en costas y establecer el monto 
preciso correspondiente en la propia sentencia. Ello de acuerdo con las 
reglas previstas para los juicios ordinarios, en lo que no se opongan a lo 
previsto en dicho precepto y tomando en cuenta lo señalado en el 
mismo, en el sentido de que el monto preciso de las costas que habrán 
de cubrirse, en ningún caso excederá del veinte por ciento del interés 
del negocio. Entendiendo por “interés del negocio”, en casos como los 
analizados, salvo disposición legal en contrario, las prestaciones 
reclamadas en la demanda, pues hasta ese momento no puede 
tomarse en cuenta ningún otro monto como base, a diferencia de los 
asuntos en los que se hubiera resuelto el fondo y condenado al pago de 
determinadas prestaciones. 
  
Contradicción de tesis 183/2012. Suscitada entre el Primer y Segundo 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 20 
de febrero de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez 
Escobar. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de marzo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiuno de marzo de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 42/2013 (10ª) 
 

VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. EL ACREEDOR NO PUEDE 
EJERCER SIMULTÁNEAMENTE UNA ACCIÓN REAL CONTRA EL 
GARANTE HIPOTECARIO Y UNA PERSONAL CONTRA EL 
DEUDOR SOLIDARIO DEL CONTRATO. Las instituciones bancarias, 
en los contratos de crédito que celebran, comúnmente buscan asegurar 
el cumplimiento de la obligación asumida por el deudor, por lo que, en 
ocasiones, exigen que en el contrato participe un tercero con el carácter 
de deudor solidario o, paralelamente, requieren la celebración de un 
contrato accesorio de hipoteca; no obstante lo anterior, hay ocasiones 
en que exigen ambas cosas, por ello son diversas las hipótesis que 
pueden generarse al respecto. La distinción de esas hipótesis es 
importante cuando el acreedor pretende el cobro del crédito, ya que las 
obligaciones que asumen el deudor solidario y el garante hipotecario no 
son las mismas, ni se originan en el mismo contrato, pues mientras la 
obligación del deudor solidario se da en el contrato principal, la del 
garante hipotecario se adquiere en el accesorio; además, quien acepta 
el carácter de deudor solidario adquiere el deber de responder en su 
totalidad de la obligación de pago contraída por el deudor principal, lo 
cual implica que el acreedor puede exigir a cualquiera de ellos que 
responda con la “totalidad” de sus bienes, lo que no ocurre en el caso 
del garante hipotecario, porque si bien éste se obliga a responder 
subsidiariamente ante el incumplimiento, esa obligación sólo puede 
hacerse efectiva en el bien o los bienes dados en garantía, sin que 
pueda extenderse a otros. Así, para lograr el cobro de un crédito 
garantizado por un deudor solidario y una hipoteca, el acreedor tendrá a 
su alcance la acción real hipotecaria si pretende ejercer la acción real 
derivada del contrato accesorio, y la ejecutiva o la ordinaria mercantil, 
tratándose de una acción personal derivada del contrato de crédito; sin 
embargo, éstas son independientes y no pueden conjuntarse, pues el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establece que la impartición de justicia será en los plazos y términos 
que fijen las leyes, y que el fundamento jurídico de cada una es diverso 
y, por ende, su regulación también lo es, de manera que desconocerlo 
implicaría transgredir la seguridad jurídica, pues si bien es cierto que el 
actor tiene derecho a que se le administre justicia, también lo es que el 
demandado lo tiene en cuanto a que ello ocurra en la vía determinada 
al efecto. Por lo anterior, ante el incumplimiento de la obligación de 
pago, no es dable que a través de la vía hipotecaria, cuyo sustento 
radica en el ejercicio de una acción real, el acreedor intente 
simultáneamente una personal de carácter ejecutivo en contra del 
deudor solidario, ya que los términos y las condiciones que las rigen 
son distintos, de manera que ni por economía procesal pueden 
intentarse conjuntamente en la misma vía, pues si bien ambas acciones 
están vinculadas al mismo crédito, lo cierto es que la obligación 
asumida por el deudor solidario no sólo es diversa a la aceptada por el 
garante hipotecario, sino que también tienen diversas causas, al derivar 
de contratos diferentes. 
 
Contradicción de tesis 240/2012. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero, Quinto y Décimo Primero, todos en 
Materia Civil del Primer Circuito. 27 de febrero de 2013. Mayoría de 
cuatro votos por la competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge 



 

Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecisiete de abril de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, dieciocho de abril de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 43/2013 (10ª) 
 

VIDEOGRABACIONES DE AUDIENCIAS CELEBRADAS EN 
PROCEDIMIENTOS PENALES DE CORTE ACUSATORIO Y ORAL 
CONTENIDAS EN ARCHIVOS INFORMÁTICOS ALMACENADOS EN 
UN DISCO VERSÁTIL DIGITAL (DVD). SI LA AUTORIDAD  
RESPONSABLE LAS REMITE COMO ANEXO O SUSTENTO DE SU 
INFORME JUSTIFICADO ADQUIEREN LA NATURALEZA JURÍDICA 
DE PRUEBA DOCUMENTAL PÚBLICA, Y DEBEN TENERSE POR 
DESAHOGADAS SIN NECESIDAD DE UNA AUDIENCIA ESPECIAL. 
En acatamiento a los principios de oralidad y publicidad consagrados en 
el artículo 20, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, en los procesos penales 
de corte acusatorio es requisito que las audiencias orales se registren 
en formatos de audio y video, para lo cual los órganos jurisdiccionales 
implementaron la figura del “expediente electrónico”, como dispositivo 
de almacenamiento de dicha información en soportes digitales para 
preservar las constancias que los integran, cuya naturaleza jurídica 
procesal es la de una prueba instrumental pública de actuaciones al 
tratarse de la simple fijación o registro, por medios digitales o 
electrónicos, de los actos o diligencias propios de la tramitación de una 
causa penal de corte acusatorio, máxime que, en el momento procesal 
oportuno, los juzgadores deberán acudir a las constancias o autos 
integradores de dichas causas penales almacenados en formato digital 
para efectos de dictar sus respectivas sentencias. Ahora bien, cuando 
la autoridad judicial penal señalada como responsable, en términos del 
artículo 149 de la Ley de Amparo, remite como anexo o sustento de su 
informe justificado la videograbación de una audiencia oral y pública 
contenida en un disco versátil digital (DVD), dicha probanza para 
efectos del juicio de amparo adquiere el carácter de una prueba 
documental pública lato sensu, tendente a acreditar la existencia del 
acto de autoridad reclamado y su constitucionalidad; por ende, debe 
tenerse por desahogada por su propia y especial naturaleza sin 
necesidad de celebrar una audiencia especial de reproducción de su 
contenido. Sin embargo, para brindar certeza jurídica a las partes en 
relación con lo manifestado por la autoridad responsable, el juez de 
amparo debe darles vista con el contenido del informe justificado que 
contenga dicha videograbación, a fin de que, si lo estiman necesario, 
puedan consultar la información contenida en formato digital y 
manifestar lo que a su derecho convenga. 
  
Contradicción de tesis 455/2012. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el 
entonces Primer Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito, actual 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer 
Circuito. 27 de febrero de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
José Díaz de León Cruz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecisiete de abril de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, dieciocho de abril de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  44/2013 (10ª) 
 
 
INTERÉS LEGÍTIMO. EN PRINCIPIO, LA FALTA DE ÉSTE NO ES 
MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO QUE CONDUZCA A DESECHAR LA DEMANDA 
CUANDO LOS PADRES, EN REPRESENTACIÓN DE SU HIJO 
MENOR DE EDAD, ACUDEN A COMBATIR ACTOS DE AUTORIDAD 
DIRIGIDOS A AFECTAR LOS PREDIOS DE UN TERCERO, DE CUYO 
USO SE BENEFICIAN POR ALGÚN TÍTULO LÍCITO, Y SE 
RELACIONAN CON LA SATISFACCIÓN DE NECESIDADES 
SENSIBLES PARA DETERMINADOS DERECHOS 
CONSTITUCIONALES. El artículo 145 de la Ley de Amparo, establece 
la facultad de los jueces constitucionales de examinar el escrito de 
demanda y establece que, de encontrarse motivo manifiesto e 
indudable de improcedencia, la desechará de plano, supuesto que se 
actualiza, como se ha reiterado en la jurisprudencia, cuando el trámite 
del juicio no genere posibilidades probatorias de arribar a una 
conclusión diversa. Por su parte, el artículo 107, fracción I, de la 
Constitución Federal, en su redacción actual, establece como 
presupuesto procesal de la acción constitucional el interés legítimo —
para impugnar actos emitidos por autoridades distintas a las 
jurisdiccionales—, el cual ha sido definido por esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (en la tesis aislada XLIII/2013), 
como el interés personal, individual o colectivo, cualificado, actual, real 
y jurídicamente relevante, que puede traducirse, en caso de concederse 
el amparo, en un beneficio jurídico en favor del quejoso derivado de una 
afectación a su esfera jurídica en sentido amplio, que puede ser de 
índole económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra; así, 
para determinar si la falta de interés legítimo es una causa manifiesta e 
indudable de improcedencia que conduzca a desechar la demanda, los 
jueces de amparo, mediante una aproximación inicial al caso, deben 
realizar una evaluación preliminar y realizar un ejercicio hipotético de 
subsunción, mediante el cual determinen si el planteamiento del 
quejoso, en su formulación conceptual y con los elementos probatorios 
disponibles, es una posibilidad potencial de actualización de su interés 
legítimo o que existe una duda razonable y sólo desechar cuando 
estimen que no existe tal posibilidad lógica. Así, es una posibilidad de 
subsunción del concepto de interés legítimo cuando los padres de un 
menor acuden al amparo a impugnar actos dirigidos contra una 
asociación civil, con quienes se relacionan jurídicamente y utilizan sus 
instalaciones, según lo aducen, para satisfacer necesidades sensibles 
para sus derechos constitucionales, pues en dicho planteamiento se 
encuentran presentes de manera indiciaria los siguientes tres 
elementos: 1) la existencia de un tercero, quien siendo titular de un 
derecho subjetivo, se presume es destinatario de actos reclamados que 
afectan las condiciones de ejercicio de ese derecho; 2) la parte quejosa 
afirma tener una relación jurídica relevante con ese tercero, en razón de 
la cual puede aprovecharse de las condiciones de ejercicio de su 
derecho subjetivo, por lo cual los actos reclamados pueden detonar una 
afectación colateral también en su esfera jurídica; y 3) se alega que los 
actos reclamados violan el derecho objetivo. La presencia de los tres 
requisitos permite presumir la existencia de un agravio personal e 
indirecto, el cual conforma una posibilidad aplicativa del interés legítimo 
cuando se impugnan actos dirigidos contra terceros. Lo anterior, se 
insiste, debe entenderse como posibilidad conceptual inicial de 



 

subsunción que conduzca a admitir la demanda de amparo y no como 
conclusión definitiva, pues el juez debe resolver en el juicio la efectiva 
actualización o no del interés legítimo con base en la fijación de los 
actos reclamados y la valoración de las constancias de autos; en otras 
palabras, la satisfacción de los tres requisitos señalados conforma un 
criterio prima facie a favor de la admisión del juicio constitucional, el 
cual se debe completar con el análisis casuístico de cada demanda de 
amparo. 
 
Contradicción de tesis 553/2012. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito. 6 de marzo de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García 
Sarubbi. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecisiete de abril de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, dieciocho de abril de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 45/2013 (10ª) 
         

VIOLACIONES COMETIDAS EN LA DETENCIÓN DEL INCULPADO 
CON MOTIVO DE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 16 
CONSTITUCIONAL (FLAGRANCIA O CASO URGENTE). ES 
FACTIBLE SU ANÁLISIS EN AMPARO DIRECTO CUANDO NO 
HAYAN SIDO ANALIZADAS PREVIAMENTE EN AMPARO 
INDIRECTO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 121/2009, sostuvo que en el amparo 
directo procede  analizar como violaciones al procedimiento las 
cometidas en la averiguación previa cuando afecten los derechos 
fundamentales contenidos en los artículos 14 y 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual no debe interpretarse 
limitativamente, en la medida en que la protección del derecho humano 
al debido proceso la conforman sistemáticamente diversos numerales 
constitucionales, esto es, el respeto a este derecho se vincula con la 
observación de los parámetros que la Constitución establece para todas 
las etapas procedimentales. En ese sentido, el catálogo de derechos 
del detenido, previsto en el artículo 20, apartado A, fracciones I, V, VII y 
IX, constitucional, en su texto anterior a la reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, se extiende a 
todos aquellos actos o diligencias realizados desde la averiguación 
previa, lo que permite ubicar posibles violaciones en cualquier diligencia 
de esta etapa. Ahora bien, el artículo 16 de la Carta Magna establece 
algunas excepciones que implican la restricción a aquellos derechos, 
entre las cuales se encuentra la privación de la libertad personal, 
específicamente en las detenciones por flagrancia o caso urgente, 
derivadas de la existencia de elementos que permiten atribuir a una 
persona su probable responsabilidad en la comisión de un hecho 
calificado como delito por las leyes penales; sin embargo, para que 
dicha excepción sea constitucionalmente válida deben satisfacerse 
ciertas condiciones de legalidad, lo que implica que el órgano de control 
constitucional tiene la obligación de verificar si la detención prolongada 
por la policía sin poner al detenido a disposición inmediata de la 
autoridad ministerial o sin cumplir los requisitos constitucionales que 
justifican la excepción por la flagrancia o el caso urgente, generó 
elementos de prueba que incumplen con los requisitos de formalidad 
constitucional que deban declararse ilícitos, o si las diligencias 
correspondientes se realizaron en condiciones que no permitieron al 
inculpado ejercer su derecho de defensa adecuada. En esas 
condiciones, procede analizar en el juicio de amparo directo, en 
términos del artículo 160, fracción XVII, de la ley de la materia, las 
violaciones cometidas con motivo de la excepción prevista en el artículo 
16 constitucional (flagrancia o caso urgente), que justifican la detención 
de una persona como probable responsable de la comisión de un delito, 
pues podrían constituir una transgresión al derecho humano al debido 
proceso, conforme al cual es necesario el respeto a las formalidades 
esenciales del procedimiento, a la licitud de las pruebas y al ejercicio de 
defensa adecuada a que se refieren los artículos 14 y 20 
constitucionales, lo que estará condicionado a que no hayan sido 
analizadas previamente en amparo indirecto. 
 
Contradicción de tesis 244/2012. Entre las sustentadas por el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el entonces 
Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Quinto Tribunal 
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Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 20 de febrero de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecisiete de abril de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, dieciocho de abril de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 46/2013 (10ª) 
 
 

PENSIÓN ALIMENTICIA. PARA INCREMENTARLA CUANDO EL 
ACTOR MATERIAL Y ACREEDOR EN EL JUICIO RELATIVO SEA 
UN MENOR DE EDAD, EL JUEZ PUEDE RECABAR 
OFICIOSAMENTE LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA RESOLVER 
LA CUESTIÓN PLANTEADA. La solicitud de incrementar la pensión 
alimenticia en un juicio en el que un menor figura como actor material y 
acreedor, revela que su derecho a percibir alimentos no está 
jurídicamente desamparado, pues existe una determinación judicial que 
ha fijado una pensión alimenticia en su favor; sin embargo, ello no 
puede interpretarse como una condición que releve al juzgador de 
atender el interés superior de aquél, ya que subsiste como principio 
orientador de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma 
jurídica que tenga que aplicarse al menor en materia de alimentos 
(como las aplicables a la solicitud de incremento de la pensión 
respectiva). De ahí que el juez cuente con un amplio abanico de 
facultades constitucionales para recabar de oficio las pruebas 
necesarias para conocer la verdad de los hechos involucrados, a fin de 
resolver la cuestión planteada, siempre de la manera que resulte de 
mayor cobertura para los derechos alimentarios del menor. 
  
Contradicción de tesis 482/2012. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del 
Décimo Noveno Circuito. 13 de marzo de 2013. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos en cuanto al 
fondo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de abril 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticinco de abril de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 47/2013 (10ª) 
         
 

AVERIGUACIÓN PREVIA. EL INDICIADO TIENE INTERÉS LEGÍTIMO 
PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN CONTRA 
DEL ACUERDO EMITIDO POR EL MINISTERIO PÚBLICO QUE 
DETERMINA LA RESERVA DE AQUÉLLA. El artículo 131 del Código 
Federal de Procedimientos Penales faculta al Ministerio Público para 
reservar el expediente de averiguación previa a fin de recabar más 
datos para proseguir con la citada averiguación, y, de este modo, pueda 
ejercer la acción penal en contra del indiciado. Ello supone una carga 
para el indiciado derivada de una imposibilidad material imputable al 
Estado, que genera un estado de incertidumbre en relación con la 
situación jurídica en la que se encuentra; una situación que se traduce 
además en el desconocimiento del tiempo que durará la reserva y, en 
general, en un claro estado de inseguridad al no saber si finalmente 
será consignado o se dictará el acuerdo de archivo. Por lo anterior, se 
concluye que el indiciado tiene interés legítimo para promover juicio de 
amparo indirecto contra el acuerdo emitido por el Ministerio Público a 
través del cual determina la reserva de la averiguación previa y, por 
ende, la promoción del amparo en su contra no actualiza la causal de 
improcedencia establecida en el artículo 73, fracción V, de la Ley de 
Amparo, por lo que no debe sobreseerse en el juicio correspondiente. 
Lo anterior es así, porque el acuerdo de reserva afecta directamente la 
esfera jurídica del indiciado, de tal suerte que si llegara a concederse la 
protección constitucional, bien podría traducirse en un beneficio jurídico 
a su favor, a saber, dejaría de estar afectado por un estado de 
incertidumbre permanente. 
  
Contradicción de tesis 501/2012. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito. 3 de abril de 2013. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de abril 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticinco de abril de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 48/2013 (10ª) 
         

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. NO SE ACTUALIZA 
CUANDO SE DEMANDA LA CESACIÓN O DISMINUCIÓN DE LA 
PENSIÓN ALIMENTICIA SOLAMENTE RESPECTO DE ALGUNO O 
ALGUNOS ACREEDORES ALIMENTARIOS, PORQUE LA 
OBLIGACIÓN DE DAR ALIMENTOS ES DIVISIBLE Y 
MANCOMUNADA (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE 
VERACRUZ Y COAHUILA). De los artículos 1917 a 1938 del Código 
Civil para el Estado de Veracruz y 2577 a 2609 del Código Civil para el 
Estado de Coahuila, que prevén la clasificación de las obligaciones 
cuando hay pluralidad de sujetos, en mancomunadas y solidarias, y en 
divisibles e indivisibles, se obtiene que la obligación de pago de 
alimentos es divisible y mancomunada en virtud de su naturaleza que, 
por regla general, se traduce en la entrega de una suma de dinero, ya 
sea establecida en una cantidad determinada o en un porcentaje de los 
ingresos del deudor. Así, cuando la obligación consiste en la entrega de 
un porcentaje de los ingresos del deudor a varios alimentistas, tal 
exigencia es divisible porque siempre es susceptible de fraccionarse; y 
es mancomunada, por la presunción que se genera a partir de la propia 
ley y porque no existe disposición legal en el sentido de que la 
obligación de proporcionar o de recibir alimentos sea solidaria. En ese 
sentido, tomando en cuenta que el litisconsorcio es necesario cuando 
en la relación sustantiva ventilada en el juicio, varias personas se 
encuentran vinculadas inescindiblemente por la misma causa y, por 
tanto, es indispensable llamar a todos los interesados para decidir en 
una sola sentencia su situación jurídica respecto de dicha causa, se 
concluye que esa figura procesal no se actualiza cuando se demanda la 
cesación o la disminución de la pensión alimenticia solamente respecto 
de alguno o algunos alimentistas, pues entre éstos existe un crédito 
divisible y mancomunado que hace posible que los derechos que cada 
uno ostenta se resuelvan por separado, con la salvedad de que el 
juzgador reserve o no emita decisión sobre los derechos de los 
acreedores que no fueron llamados. 
  
Contradicción de tesis 495/2012. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, en 
apoyo al Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Décimo Séptimo Circuito, el entonces Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito, actual Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito.17 de abril de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de abril 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticinco de abril de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 49/2013 (10ª). 
 
 
CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE AMPARO. 
LAS DISPOSICIONES RELATIVAS QUE PREVÉ LA LEY 
REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 
CONSTITUCIONALES, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 2 DE ABRIL DE 2013, SON APLICABLES A LOS 
JUICIOS INICIADOS ANTES DE SU ENTRADA EN VIGOR, CUANDO 
LA SENTENCIA RESPECTIVA CAUSE ESTADO CON 
POSTERIORIDAD A ESA FECHA. En el artículo tercero transitorio del 
citado ordenamiento legal, el legislador estableció que los juicios de 
amparo iniciados con anterioridad a su entrada en vigor continuarían 
tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones 
vigentes a su inicio, haciéndose dos salvedades: una por lo que se 
refiere al sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la 
instancia y, otra, en lo concerniente al cumplimiento y ejecución de las 
sentencias de amparo. En relación con esta última excepción debe 
tenerse en cuenta, por una parte, la situación procesal en la que se 
ubicaron las partes cuando la sentencia concesoria causó estado antes 
del 3 de abril de 2013, supuesto que al actualizarse da lugar al inicio del 
respectivo procedimiento de ejecución, en términos de lo previsto en el 
artículo 192 de la Ley de Amparo y, por ende, la consecuencia de que 
dicho procedimiento se haya sujetado a lo previsto en la legislación de 
amparo vigente en aquel  momento y, por otra parte, que tanto ese 
procedimiento como los medios de defensa que se regulan en la 
anterior legislación de amparo y en la ley vigente, son sustancialmente 
distintos. Por tanto, las disposiciones relativas al cumplimento y 
ejecución de las sentencias de amparo que prevé la ley reglamentaria 
de los artículos 103 y 107 constitucionales, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 2 de abril de 2013, son aplicables a los juicios 
iniciados con anterioridad a su entrada en vigor, siempre y cuando la 
sentencia relativa haya causado estado con posterioridad a esa fecha, 
esto es, a partir del 3 de abril de 2013, toda vez que los aspectos 
definidos en los procedimientos de ejecución que se iniciaron antes de 
esa fecha, no se pueden dejar sin efectos en virtud de una norma 
transitoria para ordenar la substanciación de un procedimiento distinto 
que, además de no encontrarse vigente en la época en que causaron 
ejecutoria las sentencias de amparo respectivas podría, en ciertos 
casos, alterar sustancialmente la situación procesal en la que se 
ubicaron las partes, desconociendo sin justificación alguna decisiones 
firmes dictadas en su oportunidad conforme a las disposiciones 
aplicables y constitucionalmente válidas. 
 
Inconformidad 17/2013. **********. 10 de abril de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
 
Inconformidad 73/2013. **********. 10 de abril de 2013. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Gabino González 
Santos. 
 
Inconformidad 152/2013. **********. 10 de abril de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
 



 

Inconformidad 151/2013. **********. 17 de abril de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Gustavo Naranjo 
Espinosa. 
 
Inconformidad 129/2013. **********. 17 de abril de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez. 
  
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veinticuatro de abril 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticinco de abril de 
dos mil trece.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/jelb. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 50/2013 (10ª) 

         
 
DIVORCIO. LA COMPENSACIÓN ECONÓMICA POR RAZÓN DE 
TRABAJO QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 277 DEL CÓDIGO 
FAMILIAR PARA EL ESTADO DE MICHOACÁN, PERMITE 
RECLAMAR HASTA EL 50% DEL VALOR DE LOS BIENES 
ADQUIRIDOS DURANTE EL MATRIMONIO Y NO SÓLO LOS 
LOGRADOS MIENTRAS SUBSISTIÓ LA COHABITACIÓN. El 
matrimonio, como acto jurídico, tiene diversos efectos en relación con 
las personas que lo celebran, los cuales generan ciertos derechos y 
deberes jurídicos correlativos entre los cónyuges. Uno de ellos es el 
atinente al sostenimiento de las cargas familiares que, por lo general, se 
satisface con la contribución económica que hagan los cónyuges al 
sostenimiento del hogar; sin embargo, hay ocasiones en que uno de los 
consortes decide dedicarse al desempeño del trabajo domestico y, en 
su caso, al cuidado de los hijos, sacrificando así la posibilidad de recibir 
una remuneración por no ocupar ese tiempo en el ámbito laboral, lo que 
genera una desigualdad entre los bienes adquiridos por los cónyuges. 
Por ello, el legislador trató de igualar dicha situación equiparando el 
trabajo del hogar como una contribución económica tal como lo dispone 
el artículo 153 del Código Familiar para el Estado de Michoacán. Así, en 
el caso de que uno de los consortes quiera disolver el matrimonio y 
entable una demanda de divorcio, éste no quedará desprotegido, toda 
vez que el legislador contempló el trabajo realizado en el hogar y 
dispuso en el artículo 277 de la legislación familiar en comento, la 
denominada compensación económica por razón de trabajo, que le da 
derecho a cualquiera de los cónyuges que se encuentre en estado de 
desventaja a equilibrar la referida situación de desigualdad, otorgándole 
la posibilidad de reclamar hasta el cincuenta por ciento del valor de los 
bienes adquiridos durante el tiempo que duró el matrimonio, y no de los 
logrados solamente durante el tiempo en que cohabitaron, toda vez que 
el derecho-deber de contribuir al sostenimiento de las cargas familiares 
existe en razón del matrimonio y se extingue junto con este. Derivado 
de lo anterior, resulta claro que el hecho de que los cónyuges dejen de 
cohabitar no extingue el derecho-deber de contribuir al sostenimiento 
del hogar, toda vez que se trata de un derecho-deber independiente y 
no correlativo, tal como se desprende de la interpretación del artículo 
263 de la codificación familiar del Estado. Por ende, si uno de los 
consortes contribuyó al mismo con trabajo en el hogar y, en su caso, al 
cuidado de los hijos, se trata de actividades que debió realizar durante 
la vigencia del matrimonio y no sólo en el tiempo en que cohabitaron,  
ya   que   el   vivir   juntos es un derecho-deber independiente y no 
correlativo al de contribuir al sostenimiento de las cargas familiares, por 
lo que no es obstáculo el hecho de que no vivan juntos para que uno de 
ellos se dedique preponderantemente al hogar y al cuidado de los hijos 
y el otro siga aportando dinero al mismo. Además, estas actividades no 
necesariamente deben ser las únicas que realice, pero sí que lo haga 
en mayor medida. 
  
Contradicción de tesis 541/2012. Suscitada entre el Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado del Centro Auxiliar de la Décima Región. 17 de abril 
de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de 



 

cuatro votos en cuanto al fondo. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha ocho de mayo de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, nueve de mayo de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 51/2013 (10ª) 

 
 
APELACIÓN EN EL JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO. SE RIGE 
POR LA REGLA GENERAL DE PROCEDENCIA DEL RECURSO 
CONFORME A LA CUANTÍA DEL NEGOCIO. La regla general sobre 
la procedencia del recurso de apelación en la cual se atiende al monto 
del negocio, contenida en los artículos 426, fracción I,  y 691, del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, resulta 
aplicable al juicio especial hipotecario, ya que entre las normas 
específicas de éste no existe alguna por la cual se disponga lo 
contrario, o se establezca una norma distinta o incompatible con 
aquella. Lo anterior, toda vez que dentro del capítulo regulativo del 
juicio hipotecario, el único precepto atinente al recurso de apelación, 
esto es, el artículo 487, sólo tiene por objeto determinar los efectos o 
consecuencias de la revocación de la sentencia de primera instancia en 
la cual se había condenado a la realización del remate del bien 
hipotecado, si se tiene en cuenta que es permisible su ejecución en 
tanto se sustancia y resuelve el recurso; y por su parte, la regla 
específica para los juicios especiales dentro del capítulo del recurso de 
apelación, artículo 714, únicamente determina el efecto en que debe 
admitirse el recurso en esa clase de juicios, así como el tipo de su 
sustanciación. Por tanto, tales preceptos no entrañan incompatibilidad o 
disposición en contrario respecto a la regla general mencionada, sobre 
la apelabilidad de las resoluciones según el valor económico del juicio. 
  
Contradicción de tesis 69/2013. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Segundo, Tercero, Décimo Primero y Décimo Segundo, 
todos en Materia Civil del Primer Circuito. 24 de abril de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha ocho de mayo de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, nueve de mayo de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 52/2013 (10ª) 

 
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO CONTRA UNA 
ORDEN DE DETENCIÓN O APREHENSIÓN. SE SURTE A FAVOR 
DEL JUEZ DE DISTRITO CON JURISDICCIÓN EN EL LUGAR 
DONDE EL QUEJOSO, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, 
ASEGURA QUE TRATA DE EJECUTARSE, AUN CUANDO OMITA 
SEÑALAR QUE LA AUTORIDAD EJECUTORA TIENE SU 
RESIDENCIA EN ESA MISMA CIRCUNSCRIPCIÓN TERRITORIAL, 
SIEMPRE QUE ACLARE SU DEMANDA Y HAGA EL 
SEÑALAMIENTO CORRESPONDIENTE. Del artículo 36 de la Ley de 
Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, se advierte que la 
competencia para conocer de un juicio se surte a favor de los jueces de 
distrito en cuya jurisdicción deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se 
ejecute o se haya ejecutado el acto reclamado, de donde se sigue la 
preeminencia a la ejecución del acto para establecer la competencia del 
juez de amparo, pues el quejoso puede tener mayor facilidad para 
obtener las pruebas que estime pertinentes y el juez de distrito lograr 
recabarlas con la eficacia debida. Ahora bien, si una orden de detención 
o aprehensión requiere de ejecución material, el juez competente para 
conocer de dicho acto es aquel que tiene jurisdicción donde se trata de 
ejecutar, lo cual puede ocurrir en cualquier lugar donde pueda 
localizarse a la persona contra la que se dirige la orden, por ejemplo, su 
propio domicilio. De ahí que, si en la demanda de amparo el quejoso 
asegura, bajo protesta de decir verdad, que en su domicilio se 
presentaron autoridades con la finalidad de ejecutar el acto reclamado, 
lugar que corresponde a la circunscripción territorial del juez de distrito 
ante quien se promueve la demanda, resulta inconcuso que, aun 
cuando aquél no realice el señalamiento expreso de que las 
autoridades ejecutoras tienen residencia en ese sitio, esto no implica 
que tal juzgador carezca de competencia para conocer del asunto, 
siempre que el quejoso, previa prevención hecha por el referido 
juzgador, aclare su demanda y haga el señalamiento condigno; 
prevención que es necesaria, ya que la regla también atañe a que se 
señalen autoridades ejecutoras en el domicilio para la competencia del 
juez, de lo contrario el sólo domicilio es insuficiente para justificar su 
competencia. Lo anterior, en la inteligencia de que la conclusión 
apuntada no prejuzga sobre la competencia que pudiera corresponderle 
a diverso juzgador de amparo, si el impetrante no señala autoridades 
responsables con residencia en la jurisdicción del órgano ante quien 
promovió inicialmente o, a pesar de haberlo hecho, al desahogarse 
totalmente la audiencia constitucional, se obtenga que las autoridades 
responsables ejecutoras negaron el acto y el quejoso no desvirtuó dicha 
negativa. Esto es, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, no modifica su criterio en el sentido de que el domicilio del 
quejoso no determina la competencia del juez de distrito, pues adoptar 
una postura contraria equivaldría a dejar al arbitrio del agraviado la 
determinación de la competencia con el solo hecho de señalar un 
domicilio donde quisiera promover, lo que aquí se pretende significar, 
es que las directrices para establecer la competencia del órgano 
jurisdiccional de amparo pueden apreciarse de una determinada 
manera en el momento de la presentación de la demanda, porque en 
ese instante procesal todavía no se realiza un pronunciamiento 



 

respecto de la certeza de los actos reclamados, o su vinculación con las 
autoridades señaladas como responsables. 
  
Contradicción de tesis 571/2012. Entre las sustentadas por el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito  y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. 10 de 
abril de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha ocho de mayo de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, nueve de mayo de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 53/2013 (10ª) 
         
 
CONTRATO DE SEGURO DE VIDA. SU PERFECCIONAMIENTO 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 21 DE LA LEY SOBRE EL 
CONTRATO DE SEGURO). El contrato de seguro es consensual y, por 
lo tanto, se perfecciona con el mero consentimiento de las partes. El 
precepto citado acoge, en su fracción I, la teoría de la información para 
la integración del consentimiento, ya que dispone que el contrato de 
seguro se perfecciona desde el momento en que el proponente “tuviere 
conocimiento de la aceptación de la oferta”. Para efectos de dicho 
contrato, el proponente es quien realiza una oferta a la aseguradora 
para contratar un seguro, mediante el llenado y firma del formulario que 
le es proporcionado, quien conforme al artículo 5 de la propia ley, queda 
vinculado con su oferta durante quince días, que pueden extenderse a 
treinta cuando se requiere que el posible asegurado se realice un 
examen médico. Transcurrido dicho plazo sin que la aseguradora dé 
una respuesta, el proponente queda desligado de su oferta, y por lo 
tanto, puede rechazar cualquier aceptación extemporánea, la cual 
tendrá, en su caso, el carácter de una contrapropuesta. Sin embargo, 
es necesario que la aseguradora manifieste su voluntad de aceptar la 
oferta dentro del plazo durante el cual el proponente está vinculado 
para que se integre el consentimiento, ya que el silencio u omisión de 
dar una respuesta no puede considerarse como una aceptación de la 
oferta cuando se trata de la celebración del seguro de personas o del 
incremento de la suma asegurada en los términos del artículo 6 de la 
propia ley. Ahora bien, de la fracción III del citado artículo 21, se 
desprenden dos cuestiones: por un lado, una regla general, conforme a 
la cual los contratos de seguro pueden celebrarse a plazo, lo que 
permite que las partes difieran la exigibilidad de los derechos y 
obligaciones derivados del contrato hasta el vencimiento del plazo 
pactado, sin limitar los casos o tipos de seguros que pueden celebrarse 
a plazo, en el entendido de que el contrato de seguro que se celebra a 
plazo también se perfecciona en el momento en que el proponente tiene 
conocimiento de la aceptación de su oferta; y por otro lado, una regla 
especial, que acota el plazo que puede pactarse para los contratos de 
seguro de vida. Conforme a lo anterior, el contrato de seguro de vida se 
puede celebrar a plazo, independientemente de si se requiere examen 
médico o no. Lo que la citada fracción III hace, es acotar el plazo que 
puede pactarse para los contratos de seguro de vida, de manera que el 
plazo al que se sujeten los efectos del contrato no pueda ser mayor a 
treinta días, contados a partir del examen médico que se realice el 
asegurado cuando éste se requiera o, en su defecto, contados a partir 
de la fecha en que el proponente realizó la oferta. De ahí que si el 
proponente fallece antes de conocer que la aseguradora aceptó su 
oferta, el contrato no se perfecciona,  porque   en   los  términos   del  
artículo 45   de   la   Ley   sobre  el  Contrato   de   Seguro,    el   
contrato   es nulo si al momento de su celebración -perfeccionamiento 
del contrato- el riesgo ha desaparecido o ya se realizó. 
  
Contradicción de tesis 90/2013. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 8 de 
mayo de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 



 

Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintidós de mayo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 54/2013 (10ª). 
 
 
CONTRABANDO PRESUNTO. EL ARTÍCULO 103, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LO PREVÉ, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN SU 
VERTIENTE DE REGLA DE TRATAMIENTO DEL IMPUTADO. El 
referido precepto, al prever que se presume cometido el delito de 
contrabando cuando se encuentren vehículos extranjeros fuera de una 
zona de veinte kilómetros en cualquier dirección, contados en línea 
recta a partir de los límites extremos de la zona urbana de las 
poblaciones fronterizas, sin la documentación aduanera que acredite 
que se sometieron a los trámites previstos en la ley de la materia para 
su introducción al territorio nacional, no viola el principio de presunción 
de inocencia entendido como regla de tratamiento del imputado, 
consistente en impedir la aplicación de medidas judiciales que 
impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable y, por 
tanto, cualquier tipo de resolución judicial que suponga la anticipación 
de la pena. En esta lógica, la presunción de inocencia comporta el 
derecho a ser tratado como inocente en tanto no se declare la 
culpabilidad de un individuo en una sentencia judicial y se haya seguido 
un proceso con todas las garantías. En tal circunstancia, si bien el 
referido precepto establece la presunción de la comisión del delito de 
contrabando al actualizarse los supuestos de la norma, lo cierto es que 
tal supuesto no es absoluto, ya que en la dinámica del procedimiento 
penal el sujeto activo puede demostrar que la introducción del vehículo 
extranjero no le es imputable o, en su caso, que el vehículo se introdujo 
cumpliendo con todos los requisitos exigidos por la Ley Aduanera, 
mediante la exhibición de la documentación respectiva. Así, el citado 
delito requiere para su configuración la actuación pasiva del sujeto 
imputado, esto es, la conducta reprochada sólo se subsumirá en la 
hipótesis normativa prevista en el artículo 103 en cita, cuando el 
imputado no allegue al juez de la causa los elementos que corroboren 
la atipicidad de su conducta y el Ministerio Público, por su parte, 
acredite los elementos que demuestren la comisión del ilícito. Esta 
circunstancia lleva a afirmar que la presunción sobre la que se sostiene 
la conducta tipificada en el artículo referido no implica una privación 
para el sujeto activo del tratamiento de inocente, porque la tipificación 
de la conducta no constituye una medida que suponga la anticipación 
del castigo por la comisión del delito. 
 
Amparo directo en revisión 2756/2012. 17 de octubre de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 2760/2012. 24 de octubre de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso 
Francisco Trenados Ríos. 
 
Amparo directo en revisión 3099/2012. 13 de febrero de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Amparo directo en revisión 125/2013. 6 de marzo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto 
Mosqueda Velázquez. 



 

 
Amparo en revisión 148/2013. 8 de mayo de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de 
dos mil trece.  Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/jelb. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 55/2013 (10ª). 
 
 
CONTRABANDO PRESUNTO.  EL ARTICULO 103, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE PREVÉ DICHO 
DELITO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE REGLA PROBATORIA. El 
precepto legal de referencia prevé la comisión del delito de contrabando 
presunto, cuando se encuentren vehículos extranjeros fuera de una 
zona de veinte kilómetros en cualquier dirección, contados en línea 
recta a partir de los límites extremos de la zona urbana de las 
poblaciones fronterizas, sin la documentación aduanera que acredite 
que tales vehículos se sometieron a los trámites previstos en la ley de la 
materia para su introducción al territorio nacional. Dicho tipo penal no 
viola el principio de presunción de inocencia cuando se entiende como 
regla probatoria, la cual se relaciona con el establecimiento de los 
requisitos que debe cumplir la actividad probatoria y las características 
que debe reunir cada uno de los medios de prueba aportados por el 
Ministerio Público para poder considerar que existe prueba de cargo 
válida, y destruir así el estatus de inocente que tiene todo procesado. 
Desde este punto de vista, la presunción de inocencia contiene implícita 
una regla que impone la carga de la prueba, entendida en este contexto 
como la norma que determina a qué parte le corresponde aportar las 
pruebas de cargo.  En este sentido, el hecho de que las pruebas de 
cargo sean suministradas al proceso por la parte que tiene esa carga 
procesal también constituye un requisito de validez de éstas. Ahora 
bien, el artículo 103, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, al 
establecer una presunción que debe ser desvirtuada por el probable 
responsable, tampoco vulnera el principio de presunción de inocencia  
desde su vertiente de regla probatoria, porque la lógica del delito de 
contrabando presunto implica para su configuración que el probable 
responsable no logre desvirtuar el cuerpo del delito o la responsabilidad 
atribuida con los documentos que acrediten los trámites y pagos 
respectivos, o los elementos que permitan desprender que la 
introducción ilegal del vehículo en el país no le es imputable. Lo 
anterior, en cualquier caso, no exime al órgano de representación social 
de su obligación de realizar las indagatorias correspondientes y de 
adminicular los elementos de prueba que permitan demostrar la 
existencia del ilícito; ni tampoco releva al juzgador de su deber de 
analizar todas las pruebas aportadas al proceso, tanto las que permitan 
acreditar la tipicidad de la conducta, como las que desvirtúen tal 
extremo. Desde esta perspectiva, la presunción de inocencia sólo se 
enerva en la medida en que existan pruebas suficientes que acrediten 
la responsabilidad del inculpado y que éstas no hayan sido 
desvirtuadas. 
 
Amparo directo en revisión 2756/2012. 17 de octubre de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 2760/2012. 24 de octubre de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso 
Francisco Trenados Ríos. 
 



 

Amparo directo en revisión 3099/2012. 13 de febrero de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Amparo directo en revisión 125/2013. 6 de marzo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto 
Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo en revisión 148/2013. 8 de mayo de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de 
dos mil trece.  Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/jelb. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 56/2013 (10ª). 
 
 

CONTRABANDO PRESUNTO. EL ARTÍCULO 103, FRACCIÓN II, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE PREVÉ ESE 
DELITO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE ESTÁNDAR DE PRUEBA. El 
referido precepto, al prever que se presume cometido el delito de 
contrabando cuando se encuentren vehículos extranjeros fuera de una 
zona de veinte kilómetros en cualquier dirección, contados en línea 
recta a partir de los límites extremos de la zona urbana de las 
poblaciones fronterizas, sin la documentación aduanera que acredite 
que se sometieron a los trámites previstos en la ley de la materia para 
su introducción al territorio nacional, no vulnera el principio de 
presunción de inocencia, en su vertiente de estándar de prueba. En 
efecto, la presunción de inocencia, como estándar probatorio o regla de 
juicio, puede entenderse como una regla que ordena a los jueces la 
absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se hayan 
aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del 
delito y la responsabilidad de la persona. En ese sentido, aun cuando el 
artículo 103, fracción II, del Código Fiscal de la Federación prevé la 
presunción de la comisión del delito de contrabando, lo cierto es que 
dicha presunción no es absoluta, ya que dentro de la dinámica del 
procedimiento penal el sujeto activo está en posibilidad de demostrar 
que la introducción del vehículo se hizo cumpliendo con todos los 
requisitos que exige la Ley Aduanera, mediante la exhibición de la 
documentación respectiva. Así, el delito de contrabando presunto tiene 
el rasgo distintivo de requerir para su configuración la actuación pasiva 
del sujeto imputado, esto es, la conducta reprochada sólo se subsumirá 
en la hipótesis normativa prevista en el artículo 103 en estudio cuando 
el imputado no allegue al juez de la causa los elementos que 
corroboren la atipicidad de su conducta y el Ministerio Público, por su 
parte, acredite los elementos que demuestren la comisión del ilícito. 
Además, el precepto en cita no releva al juzgador de la obligación de 
cerciorarse, al valorar el material probatorio disponible, de que estén 
desvirtuadas las hipótesis de inocencia efectivamente alegadas por la 
defensa en el juicio y, al mismo tiempo, descartar la existencia de 
contraindicios que den lugar a una duda razonable sobre la hipótesis de 
culpabilidad sustentada por la parte acusadora. 
 
Amparo directo en revisión 2756/2012. 17 de octubre de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 2760/2012. 24 de octubre de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso 
Francisco Trenados Ríos. 
 
Amparo directo en revisión 3099/2012. 13 de febrero de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Amparo directo en revisión 125/2013. 6 de marzo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto 
Mosqueda Velázquez. 
 



 

Amparo en revisión 148/2013. 8 de mayo de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de 
dos mil trece.  Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/jelb. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 57/2013 (10ª) 
 
 
PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO A EJECUTAR UN CONVENIO 
JUDICIAL CELEBRADO EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. 
LA SOLICITUD DE REINSCRIPCIÓN DE UN EMBARGO ES APTA 
PARA INTERRUMPIR EL TÉRMINO PARA QUE OPERE. De los 
artículos 1041, 1079, fracción IV y 1398 del Código de Comercio, se 
advierte que los convenios judiciales derivados de juicios ejecutivos 
mercantiles que adquieren la categoría de cosa juzgada, están sujetos 
a la figura de la prescripción cuando transcurra un plazo de tres años, 
que comienza a partir de que sea exigible la obligación en términos del 
convenio judicial. Ahora bien, el referido artículo 1041 prevé los actos 
susceptibles de interrumpir la prescripción, a saber: a) la demanda; b) 
cualquier otro género de interpelación judicial hecha al deudor; c) el 
reconocimiento de las obligaciones; y, d) la renovación del documento 
en que se funde el derecho del acreedor, los cuales no deben 
interpretarse limitativamente, pues el segundo supuesto, al emplear la 
expresión “cualquier otro género de interpelación judicial”, debe 
entenderse como el requerimiento de cualquier índole que hace el 
acreedor al deudor para cumplir su obligación. De lo anterior se colige 
que dicho artículo no restringe ni prohíbe que se aplique a otros casos, 
ya que se hace extensiva a todos aquellos en los que se advierta la 
voluntad del acreedor de mantener vigente su derecho; como lo 
constituye la solicitud de reinscripción de un embargo, cuya intención es 
mantener vigente la exigibilidad de los derechos derivados del convenio 
judicial. Por tanto, dicha solicitud es apta para interrumpir el término 
para que opere la prescripción negativa del derecho a ejecutar un 
convenio judicial. 
  
Contradicción de tesis 500/2012. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 24 de abril de 2013. Mayoría 
de cuatro votos por la competencia y en cuanto al fondo. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rocío Balderas Fernández. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintidós de mayo de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 58/2013 (10ª). 
 
PERSONA INDÍGENA. PARA QUE SEA EFICAZ LA 
“AUTOADSCRIPCIÓN” DE UN SUJETO A UNA COMUNIDAD 
INDÍGENA, DEBE REALIZARSE DURANTE LA AVERIGUACIÓN 
PREVIA O LA PREINSTRUCCIÓN DE LA CAUSA. Los conceptos de 
“persona indígena” o “pueblo indígena” empleados por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, si bien tienen un significado 
de sustrato esencialmente antropológico y sociológico, lo cierto es que 
también poseen uno jurídico tendente a identificar a los destinatarios de 
las prerrogativas que la Ley Fundamental establece en favor de dicho 
sector. Por ende, este alto tribunal determina que la “autoconciencia” o 
la “autoadscripción” realizada por el propio sujeto, debe ser el criterio 
determinante para establecer cuándo una persona es indígena. De esta 
forma, será persona indígena quien se autoadscriba y reconozca a sí 
mismo como tal, lo cual implica asumir como propios los rasgos 
sociales y las pautas culturales que caracterizan a los miembros de las 
comunidades indígenas. Circunstancia que no deviene ilegal ni 
arbitraria, mucho menos ambigua o imprecisa, al ser congruente con el 
artículo 2o., párrafo tercero, constitucional, el cual establece: “La 
conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental 
para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos 
indígenas.”; además es acorde con los criterios utilizados en el ámbito 
internacional, como es la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, y en el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo. Sin embargo, a fin de evitar 
excesos, fraudes a la ley e inseguridad jurídica contra la víctima u 
ofendido, para que sea eficaz la autoadscripción de un sujeto a una 
comunidad indígena, ésta debe realizarse en las primeras etapas del 
proceso penal, esto es, ya sea ante el Ministerio Público en el 
procedimiento de averiguación previa, o bien, durante la fase de 
preinstrucción de la causa (referido a aquellos sistemas procesales en 
donde aún no se haya establecido la vigencia del modelo acusatorio). 
De ahí que, en caso de que dicha calidad específica de indígena 
hubiese sido manifestada durante las fases procesales de instrucción, 
primera o segunda instancias, e incluso ante el tribunal colegiado de 
circuito que conozca del eventual amparo directo interpuesto contra el 
fallo definitivo, dicha manifestación no tendrá la fuerza suficiente para 
ordenar la reposición del procedimiento penal respectivo. 
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 



 

Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Jaime Santana Turral. 
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos 
en cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que 
se refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su 
derecho a formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz, 
Jorge Antonio Medina Gaona, Jaime Santana Turral y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 59/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana 
Turral, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos en cuanto 
a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se refiere 
a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho 
a formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Juan José Ruiz Carreón, Jaime Santana Turral, José Díaz 
de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de 
dos mil trece.  Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/jelb. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 59/2013 (10ª). 
 
 
PERSONAS INDÍGENAS. SU PROTECCIÓN ESPECIAL A CARGO 
DEL ESTADO SURGE A PARTIR DE LA AUTOADSCRIPCIÓN DEL 
SUJETO A UNA COMUNIDAD INDÍGENA O DE LA EVALUACIÓN 
OFICIOSA DE LA AUTORIDAD MINISTERIAL O JUDICIAL ANTE LA 
SOSPECHA FUNDADA DE QUE EL INCULPADO PERTENECE A 
AQUÉLLA. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la tesis de rubro: “PERSONA INDÍGENA. PARA QUE SEA 
EFICAZ LA ‘AUTOADSCRIPCIÓN’ DE UN SUJETO A UNA 
COMUNIDAD INDÍGENA, DEBE REALIZARSE DURANTE LA 
AVERIGUACIÓN PREVIA O LA PREINSTRUCCIÓN DE LA CAUSA.”, 
determinó que el criterio de la autoadscripción es determinante para 
establecer si una persona tiene o no la calidad de indígena. Por tanto, 
resulta lógico y jurídico que el deber de su protección especial a cargo 
del Estado, igualmente sea exigible a partir de dicha manifestación de 
voluntad (autoadscripción). Luego, si el inculpado se reserva dicha 
información, la autoridad estatal de que se trate, en principio, no estará 
en posibilidad de conocer tal circunstancia personal y activar en su 
favor las prerrogativas diseñadas específicamente para dicho sector; sin 
embargo, tal regla no es absoluta, pues cuando exista sospecha 
fundada en el órgano ministerial, o bien en el juzgador, de que una 
persona pertenece a una comunidad indígena, sin que aquélla lo haya 
manifestado expresamente (como podría acontecer derivado de una 
evidente incomprensión total o parcial de las indicaciones otorgadas por 
la autoridad, o bien, derivado de las constancias e informes que obren 
en el proceso), de oficio, dichas autoridades ordenarán una evaluación 
sustantiva de la cuestión, adoptando una postura activa pro-derechos, a 
fin de determinar si la persona sujeta a una investigación o proceso 
penal tiene o no la calidad de indígena y, por tanto, si debe gozar de los 
derechos que a su favor consagra el artículo 2o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ello, a partir de la 
ponderación de diversos elementos, entre los que se pueden citar, 
ejemplificativamente, los siguientes: 1) constancias de la autoridad 
comunitaria; 2) prueba pericial antropológica; 3) testimonios; 4) criterios 
etnolingüísticos; y/o, 5) cualquier otro medio que permita acreditar la 
pertenencia, el arraigo, la identidad y/o asentamiento físico a la 
comunidad indígena. Lo anterior, a fin de establecer si el sujeto, 
conforme a sus parámetros culturales, comprende el contenido y 
alcance de las normas que le son aplicables, y así estar en aptitud de 
determinar si se otorgan o se prescinde de los derechos que como 
indígena le corresponderían. 
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 



 

refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Jaime Santana Turral. 
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos 
en cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que 
se refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su 
derecho a formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz, 
Jorge Antonio Medina Gaona, Jaime Santana Turral y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 59/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana 
Turral, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos en cuanto 
a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se refiere 
a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho 
a formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Juan José Ruiz Carreón, Jaime Santana Turral, José Díaz 
de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de 
dos mil trece.  Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/jelb. 

 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 60/2013 (10ª). 
 
 
PERSONAS INDÍGENAS. INTERPRETACIÓN DEL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE SER ASISTIDOS POR INTÉRPRETES Y 
DEFENSORES QUE TENGAN CONOCIMIENTO DE SU LENGUA Y 
CULTURA. Cuando personas indígenas están vinculadas en un 
proceso del orden penal, el estándar para analizar si existió acceso 
pleno a la jurisdicción del Estado no es igual al que aplica en cualquier 
proceso judicial, pues sus especificidades culturales obligan a todas las 
autoridades a implementar y conducir procesos sensibles a tales 
particularidades. En ese sentido, el artículo 2o., apartado A, fracción 
VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
consagra a favor de aquéllas el derecho a que en todos los juicios y 
procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se 
tomen en cuenta sus costumbres y especificidades culturales. Además, 
establece que: “…tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por 
intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y 
cultura”, lo cual constituye un mecanismo óptimo para una defensa 
adecuada y, por tanto, el pleno acceso a la justicia en favor de este 
sector históricamente vulnerable, así como la mejor manera de reducir 
la distancia cultural que de facto opera entre una persona indígena y las 
reglas de un sistema judicial inspirado en códigos que no comparten 
determinadas minorías culturales. Ahora bien, la citada porción 
normativa que prevé el derecho fundamental a que la persona indígena 
sea asistida por “intérpretes y defensores que tengan conocimiento de 
su lengua y cultura”, no debe interpretarse en su sentido literal 
copulativo, ya que el derecho a la defensa adecuada en  favor  de  
aquélla  no  implica  que  ambas  figuras –defensor e intérprete– 
necesariamente deban conocer la lengua y cultura de la persona a 
quien representan, pues el único obligado a ello directamente es el 
intérprete; circunstancia con la cual se logra erradicar el problema 
lingüístico que padecen estas personas sujetas a proceso penal, 
atendiendo a que cuentan con el derecho a expresarse en su lengua 
materna y no en la obligación de hablar otra que les es ajena. Por lo 
que toca a la figura del defensor –de oficio o privado–, éste no 
necesariamente deberá contar con conocimiento de la lengua y cultura 
del indígena, al no ser indispensable tal cualidad en su persona, dado 
que el inculpado podrá ser escuchado y se hará sabedor de sus 
derechos a través del intérprete; máxime cuando la designación de 
defensor efectuada por la persona indígena, en términos del artículo 20, 
apartado A, fracción IX, constitucional, implica un derecho fundamental. 
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 



 

Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Jaime Santana Turral. 
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos 
en cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que 
se refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su 
derecho a formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz, 
Jorge Antonio Medina Gaona, Jaime Santana Turral y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 59/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana 
Turral, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos en cuanto 
a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se refiere 
a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho 
a formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Juan José Ruiz Carreón, Jaime Santana Turral, José Díaz 
de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de 
dos mil trece.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/jelb. 

 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 61/2013 (10ª). 
 
 
PERSONAS INDÍGENAS. MODALIDADES PARA EJERCER EL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE DEFENSA ADECUADA 
CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 2o., APARTADO A, FRACCIÓN 
VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Las figuras del intérprete con conocimiento de una 
determinada lengua y cultura, así como del defensor, constituyen parte 
del derecho fundamental a la defensa adecuada de las personas 
indígenas, en términos del artículo 2o., apartado A, fracción VIII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que el Poder 
Reformador plasmó para tutelar sus derechos, eliminar las barreras 
lingüísticas existentes y dar certeza al contenido de la interpretación. 
Así, el defensor junto con el intérprete con conocimientos de su lengua 
y cultura son quienes acercan al órgano jurisdiccional con la 
especificidad cultural del indígena; de ahí que deben señalarse las 
modalidades para ejercer dicho derecho fundamental. En cuanto al 
intérprete: 1) La asistencia por intérprete es disponible, pero 
únicamente por el imputado, lo que le permitiría rechazarla; sin 
embargo, sólo sería aceptable el rechazo cuando la autoridad 
ministerial o judicial advierta que el imputado, evidentemente, tiene un 
desenvolvimiento aceptable sobre el entendimiento en idioma español 
del procedimiento al que está sujeto y sus consecuencias. La autoridad 
que conozca del caso deberá asentar constancia de ello en la que 
tenga intervención un perito intérprete que conozca la lengua y cultura 
del imputado, que sirva para corroborar su voluntad y lo innecesario de 
su intervención, apercibido de las consecuencias legales aplicables por 
la probable generación de un estado de indefensión en contra de aquél. 
2) En caso de que no exista renuncia al intérprete, la autoridad 
ministerial o judicial que conozca del caso deberá constatar que el 
intérprete efectivamente conoce la lengua y cultura del imputado. Podrá 
tratarse de un intérprete práctico respaldado por la comunidad indígena 
o certificado por las instituciones correspondientes; o bien, mediante el 
uso de tecnologías, se podría implementar la asistencia de intérprete 
por medio de videoconferencia. En cuanto al defensor: 1) La asistencia 
por abogado defensor es irrenunciable y podrá ser prestada por 
instituciones oficiales o a cargo de particulares, a elección del imputado. 
Esta figura puede reunir, además, la calidad constitucional de que 
conozca la lengua y cultura del imputado, mas no es un requisito de 
validez del proceso, ya que también a elección de éste puede ser 
prescindible esta última calidad. En caso de que el defensor sí cuente 
con dichos conocimientos, deberá exhibir la constancia que lo avale, 
cuya autoridad competente para expedir dicha certificación puede ser la 
Defensoría Pública Federal o estatal, o el Instituto Nacional de Lenguas 
Indígenas. 2) En los casos en que el ejercicio del derecho de defensa 
sea ejercido por defensor oficial o particular que desconozca la lengua y 
cultura del imputado, la figura del intérprete que sí conoce ambos es 
insustituible, pues a través de ella se garantiza el pleno conocimiento 
del imputado sobre la naturaleza y las consecuencias de la acusación; 
los derechos que le asisten y la comunicación efectiva con su defensor, 
entre otros. 
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 



 

Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Jaime Santana Turral. 
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos 
en cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que 
se refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su 
derecho a formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz, 
Jorge Antonio Medina Gaona, Jaime Santana Turral y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 59/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos en 
cuanto a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se 
refiere a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana 
Turral, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos en cuanto 
a la concesión del amparo y mayoría de tres votos por lo que se refiere 
a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho 
a formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Juan José Ruiz Carreón, Jaime Santana Turral, José Díaz 
de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de veintidós de mayo 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintitrés de mayo de 
dos mil trece.  Doy fe. 
 



 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/jelb. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 62/2013 (10ª) 
 
 
 

ACCIÓN PENAL. CONTRA LA ABSTENCIÓN DEL MINISTERIO 
PÚBLICO DE RESOLVER SOBRE SU EJERCICIO, DEBE 
AGOTARSE EL RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN LOS 
ARTÍCULOS 28, PÁRRAFO ÚLTIMO Y 29 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE QUINTANA 
ROO, ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO. En términos del 
artículo 73, fracción XV, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril 
de 2013, el juicio de amparo es improcedente contra actos de 
autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del 
trabajo, que deban revisarse de oficio, conforme a las leyes que los 
rijan, o proceda contra ellos algún recurso, juicio o medio de defensa 
legal por virtud del cual puedan modificarse, revocarse o nulificarse, 
siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de 
dichos actos, mediante la interposición del recurso o medio de defensa 
legal, sin que exista obligación de agotarlo si el acto reclamado carece 
de fundamentación. Ahora bien, de los artículos 28, párrafo último y 29 
del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Quintana Roo, 
se advierte que contra la abstención del Ministerio Público de resolver 
sobre el ejercicio de la acción penal en una averiguación previa, 
procede el recurso de queja ante la Sala Constitucional y Administrativa 
del Tribunal Superior de Justicia de esa entidad federativa; de ahí que 
al preverse ese medio de defensa en una ley formal y material, cuyo 
efecto sería modificar, revocar o nulificar dicho acto de autoridad, se 
impone al quejoso agotar dicho medio de defensa antes de acudir al 
juicio de amparo para cumplir con el principio de definitividad. Lo 
anterior, aunado a que no se actualiza el supuesto de excepción 
contenido en el párrafo último de la fracción XV del artículo 73 de la ley 
de la materia, pues la abstención de la autoridad no constituye un acto 
que carezca de fundamentación por ser un acto negativo; además, 
porque la observancia del citado presupuesto de procedencia exige la 
exclusión de interpretaciones arbitrarias ambiguas, pues de lo contrario 
se generaría una amplia gama de excepciones ajenas a las 
establecidas legalmente y contrarias a la excepcionalidad del medio 
extraordinario de defensa que representa, sumado a que la referida 
Sala al conocer del recurso de queja no actúa como órgano de control 
de la constitución local, sino como órgano de carácter administrativo-
jurisdiccional. 
 
Contradicción de tesis 526/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera 
Región, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 15 de mayo de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo.  Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de junio de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, seis de junio de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 63/2013 (10ª) 
 
 

ACOPIO DE ARMAS DE FUEGO. EL DELITO PREVISTO Y 
SANCIONADO EN EL ARTÍCULO 83 BIS DE LA LEY FEDERAL DE 
ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS, SE ACTUALIZA POR LA 
POSESIÓN DE MÁS DE CINCO ARMAS DE FUEGO RESERVADAS 
PARA LAS FUERZAS ARMADAS DEL PAÍS, SIN CONTAR CON LA 
AUTORIZACIÓN CORRESPONDIENTE Y CON INDEPENDENCIA 
DEL LUGAR EN DONDE SE DESCUBRA LA EXISTENCIA DEL 
ARMAMENTO. De la interpretación sistemática del artículo 10 de la 
Constitución Federal, relacionado con los numerales 15, 31, 83 y 83 bis, 
de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, deriva que el 
concepto de posesión  que como elemento normativo del delito de 
acopio de armas de fuego de uso reservado a las fuerzas armadas del 
país, prevé y sanciona el numeral citado en último lugar, no tiene 
incidencia en el lugar donde se ejerza tal tenencia, pues la descripción 
típica no lo incluye; por tanto, dicho ilícito se actualiza cuando alguien 
tiene bajo su control personal y radio de disponibilidad más de cinco 
armas de fuego cuyo uso exclusivo corresponde a los citados institutos 
de seguridad nacional, sin la autorización correspondiente y con 
independencia del lugar donde se descubra la existencia del 
armamento. 
  
Contradicción de tesis 71/2013. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, en apoyo 
del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Décimo Noveno Circuito; Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito; Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 
Trabajo del Décimo Noveno Circuito y Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Tercer Circuito. 15 de mayo de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alfonso Francisco Trenado Ríos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de junio de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, seis de junio de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 64/2013 (10ª) 
         
 

CONTRATO DE MUTUO CON INTERÉS CELEBRADO ENTRE UN 
TRABAJADOR Y EL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA 
VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. EL PAGO DE LAS 
AMORTIZACIONES DEBE REQUERIRSE EN EL DOMICILIO DEL 
DEUDOR ANTES DE QUE PUEDA CONSIDERARSE QUE INCURRIÓ 
EN MORA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO ABROGADA). 
Si al celebrarse un contrato de mutuo con interés se establece una 
mecánica de pago, de acuerdo con la cual el patrón asume la obligación 
de realizar descuentos directos al salario del trabajador acreditado, para 
enterarlos mensualmente al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores, pero no se establece un lugar en el que el 
acreditado pueda cumplir con su obligación cuando por alguna razón 
(diversa a la prórroga) dicha mecánica no se realiza, cobra aplicación la 
regla general contenida en el artículo 1911 del Código Civil del Estado 
de México, abrogado mediante decreto publicado en la Gaceta del 
Gobierno de la entidad el 7 de junio de 2002, y conforme a la cual el 
pago debe hacerse en el domicilio del deudor, lo que implica que el 
instituto acreedor debe constituirse en el domicilio del trabajador, a 
efecto de obtener el pago; por tal motivo, no puede tener aplicación la 
mora solvendi ex re, también conocida como mora automática, porque 
en todo caso, la que puede actualizarse es la mora solvendi ex 
personae, para lo cual es preciso que el acreditado incumpla con su 
obligación de pago a pesar de haber sido requerido por el acreedor. 
Así, aunque la regla general mencionada admite como salvedades que 
las partes hayan convenido otra cosa, que lo contrario se desprenda de 
las circunstancias, de la naturaleza de la obligación o de la ley, éstas no 
tienen aplicación, pues aunque las partes hayan pactado una mecánica 
de pago, si en ella no se prevé un domicilio específico en el que el 
acreditado pueda cumplir con su obligación cuando por alguna 
circunstancia esa mecánica no tenga operatividad, no puede 
considerarse que para ese supuesto específico las partes hayan 
convenido otra cosa; por otro lado, en atención a lo establecido en el 
texto de la ley, se tendría que concluir que cobra aplicación la regla 
general citada, pues al tratarse de un contrato de mutuo con interés, en 
donde lo prestado consiste en dinero, su restitución ante la falta de un 
lugar específico para tal efecto, de acuerdo con en el numeral 2241, 
fracción II, del propio ordenamiento abrogado, debe realizarse en el 
domicilio del deudor; y, finalmente, tampoco cobra aplicación la 
salvedad relacionada con las circunstancias y la naturaleza de la 
obligación, porque teniendo en cuenta que el contrato de referencia 
permite concretar una prestación de carácter laboral a la par de que 
cumple con una función de tipo social, en tanto que a través de él, el 
trabajador accede a un crédito barato y suficiente para que él y su 
familia puedan gozar de una vivienda digna y decorosa, a efecto de que 
dichos derechos reconocidos a nivel constitucional e internacional no 
resulten lesionados, deben tenerse en cuenta las circunstancias que de 
facto pueden dar lugar a que el instituto considere que el trabajador ha 
incumplido con su obligación de pago, pues de no hacerlo se incurriría 
en el error de no considerar la existencia de casos en los que el patrón 
es quien incumple con la obligación de realizar los descuentos o que 
aun habiéndolos realizado, no los reporte al instituto y, en 
consecuencia, ignorante de esa situación, el trabajador tampoco cubra 
los pagos directamente, por lo que ante la posibilidad de que ello 



 

ocurra, es preciso que el instituto requiera de pago al deudor en su 
domicilio, no sólo por la ausencia de un lugar específico para realizarlo, 
sino porque, además, de ser el caso que el patrón sea quien haya 
incumplido la obligación que para él derivase de la celebración del 
contrato, debe darse la oportunidad de que el trabajador, sin necesidad 
de entablar una controversia en su contra, pueda demostrar que ha 
cumplido con su obligación de pago. 
  
Contradicción de tesis 32/2013. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Segundo Circuito. 22 de mayo de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de junio de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, seis de junio de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 65/2013 (10ª) 
 
 

JUICIO ESPECIAL DE FIANZAS. EL FIADO O DEUDOR PRINCIPAL 
COMO TERCERO LLAMADO A ÉSTE, ESTÁ LEGITIMADO PARA 
OPONER EXCEPCIONES Y DEFENSAS (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 118 BIS DE LA LEY FEDERAL DE INSTITUCIONES DE 
FIANZAS). En un juicio especial de fianzas, la denuncia de una 
controversia contra el fiado o deudor principal –quien fue llamado a éste 
como tercero–, no sólo le otorga el derecho de ofrecer pruebas en 
términos del artículo 118 Bis de la Ley Federal de Instituciones de 
Fianzas, sino que, de una interpretación sistemática y funcional del 
propio artículo se advierte, implícitamente, que está legitimado para 
oponer excepciones y defensas en el juicio respectivo, en virtud de que 
al llamarlo, se le da el carácter de parte por el interés jurídico que puede 
tener en lo que se resuelva en la controversia que originalmente se 
entabla entre fiadora y beneficiario y la eventual denuncia contra éste. 
Además, porque de los artículos 1198 y 1205 del Código de Comercio, 
de aplicación supletoria, se advierte que la finalidad del ofrecimiento de 
pruebas en el proceso es producir convicción en el juzgador respecto 
de la controversia analizada, en relación con algún hecho, por lo que el 
referido derecho implícito (a ofrecer pruebas), por sí mismo, sin 
vinculación alguna con argumentos tendentes a oponer excepciones y 
defensas, carecería de toda lógica y a nada práctico llevaría 
procesalmente, lo que afectaría la economía procesal y la defensa 
adecuada. Lo anterior es acorde con los derechos fundamentales de 
audiencia, defensa adecuada, debido proceso, seguridad jurídica y 
acceso a la justicia, contenidos en los artículos 14 y 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues los 
conceptos de acceso a la justicia y defensa adecuada deben 
entenderse en su más amplio y extenso sentido para producir en la 
persona el mayor beneficio en la defensa de sus derechos. 
  
Contradicción de tesis 457/2012. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Cuarto y Sexto, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito. 22 de mayo de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio 
Valdés Barreiro. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de junio de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, seis de junio de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 66/2013 (10ª) 
         
 

AUTO QUE APERCIBE AL PROCESADO CON REVOCAR SU 
LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. PROCEDE EL JUICIO 
DE AMPARO EN SU CONTRA, SIN NECESIDAD DE AGOTAR 
PREVIAMENTE LOS MEDIOS ORDINARIOS DE DEFENSA. El juicio 
de amparo contra el auto que apercibe al procesado con revocar su 
libertad provisional bajo caución, resulta procedente sin necesidad de 
agotar previamente el medio de defensa ordinario previsto en el 
ordenamiento respectivo, toda vez que el auto reclamado es de carácter 
concreto e individualizado, y el agraviado se halla en riesgo inminente 
de ser privado de su libertad personal, respecto de la cual opera una 
excepción al principio de definitividad del juicio de amparo, en términos 
del artículo 73, fracción XIII, párrafo segundo, de la ley de la materia 
vigente hasta el 2 de abril de 2013. 
  
Contradicción de tesis 58/2013. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito. 29 de mayo de 2013. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de junio de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, seis de junio de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 67/2013 (10ª) 
 
 

PERSONA EXTRAÑA A JUICIO POR EQUIPARACIÓN. NO TIENE 
ESA CALIDAD EL QUEJOSO QUE CONOCE DE MANERA 
COMPLETA Y EXACTA LA EXISTENCIA DEL JUICIO AL QUE 
PRETENDE SER LLAMADO, AUNQUE NO HAYA COMPARECIDO A 
AQUÉL (ALCANCE DE LA JURISPRUDENCIA 3a./J. 18/92). Acorde 
con la jurisprudencia P./J. 39/2001, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, abril de 2001, 
página 93, con el rubro: "PERSONA EXTRAÑA A JUICIO. CARECE DE 
TAL CARÁCTER QUIEN COMPARECIÓ AL PROCEDIMIENTO 
NATURAL, POR LO QUE DEBE SOBRESEERSE EN EL JUICIO AL 
ACTUALIZARSE LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN 
EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE AMPARO, EN 
RELACIÓN CON EL DIVERSO 114, FRACCIÓN V, APLICADA EN 
SENTIDO CONTRARIO, DEL PROPIO ORDENAMIENTO, AUN 
CUANDO HAYA SIDO PROMOVIDO DENTRO DEL TÉRMINO 
ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 21 DE LA PROPIA LEY.", la 
persona extraña a juicio por equiparación pierde ese carácter cuando, 
en su calidad de parte formal en el juicio del que reclama la omisión o 
ilegalidad del emplazamiento, comparece a dicho proceso judicial. 
Ahora bien, lo anterior no amplía el criterio sustentado por la otrora 
Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia número 3a./J. 18/92, publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 58, 
octubre de 1992, página 16, de rubro: "EMPLAZAMIENTO, FALTA O 
ILEGALIDAD DEL, EN MATERIA CIVIL. DEBE RECLAMARSE A 
TRAVÉS DEL AMPARO DIRECTO SI SE TIENE CONOCIMIENTO DE 
ÉL ANTES DE QUE SE DECLARE EJECUTORIADA LA SENTENCIA.", 
en la que se afirmó que basta el conocimiento de la existencia del juicio 
natural, aún no resuelto mediante sentencia definitiva, para que el 
quejoso que se ostenta como persona extraña por equiparación carezca 
de tal carácter. Ello es así, porque en la ejecutoria que dio origen al 
criterio primeramente citado, el Tribunal en Pleno examinó el caso 
específico en que el quejoso -demandado en el juicio de origen- alegó 
omisión o ilegalidad del emplazamiento y, no obstante ello, compareció 
al juicio, y la conclusión alcanzada fue que tal comparecencia impide 
otorgar al peticionario la calidad de extraño a juicio. De ahí que tal 
determinación no es extensiva a todos los casos, por lo que no es 
válido afirmar que el carácter de extraño a juicio alegado por la parte 
formal en el juicio de origen se pierda solamente si concurren ambos 
requisitos, esto es, el conocimiento del juicio y la comparecencia a él, 
pues como la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reiterado en 
asuntos similares, basta que antes de que se dicte sentencia el 
promovente del amparo tenga conocimiento completo y exacto de la 
existencia del juicio seguido en su contra para que pierda el carácter de 
extraño al juicio; o bien, que durante el juicio se hubiere practicado 
directamente con él una notificación personal que permita arrojar con 
certeza la existencia del mismo, para que pierda ese carácter, en cuyo 
caso está en aptitud de integrarse a la relación procesal para hacer 
valer los recursos y medios de defensa ordinarios previstos en la ley 
para ejercer su garantía de audiencia. 
  
Solicitud de modificación de jurisprudencia 4/2013. Magistrados 
integrantes del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 



 

de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 13 de 
marzo de 2013. Mayoría de tres votos. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho a formular voto particular. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de junio de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, trece de junio de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 68/2013 (10ª) 
         
 

DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO. CARACTERÍSTICAS 
DEL CONVENIO PARA SUMINISTRAR ALIMENTOS (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE JALISCO). De los artículos 419, 1266 y 1329 del 
Código Civil del Estado de Jalisco, se colige que desde el momento en 
que se celebra un convenio sobre alimentos entre cónyuges derivado 
del juicio de divorcio por mutuo consentimiento, con los requisitos 
necesarios para su existencia, surge la obligación de cumplir no sólo 
con lo expresamente pactado, sino también con las consecuencias que, 
según su naturaleza, sean conformes a la buena fe, al uso, a la 
costumbre o a la ley; de ahí que si bien en esta hipótesis, la obligación 
alimentaria deriva del principio de libertad contractual de los cónyuges, 
en tanto que ninguno tenía derecho a recibir alimentos del otro, no se 
debe soslayar que la parte que ve a la obligación alimentaria, su objeto 
es sui generis, pues sobre el tema de alimentos existen reglas que el 
propio legislador ha establecido por tratarse de una cuestión de orden 
público, por ende, una vez que los cónyuges acuerdan que continuarán 
suministrándose alimentos, no pueden dejar de observar lo que sobre 
ese preciso objeto ha dispuesto el legislador para su modificación.  
Luego, si este tipo de acuerdos es sui generis porque no pueden regirse 
por las reglas de los convenios en general en virtud de que su objeto 
trata de una aceptación voluntaria de continuar suministrando 
alimentos, es claro que su modificación no puede quedar a la 
discrecionalidad del solicitante, sino que debe atenderse al contexto 
que impera para ambas partes al momento de elevar la solicitud de 
disminuir la suma por ese concepto, armonizada con las reglas de 
proporcionalidad alimentaria. 
  
Contradicción de tesis 296/2012. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Segundo y Quinto, ambos en Materia Civil del Tercer 
Circuito. 15 de mayo de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel 
Flores Díaz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de junio de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, trece de junio de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 69/2013 (10ª) 
         
 

EFICACIA DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA NO INSCRITO EN 
EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO DE 
FECHA CIERTA POSTERIOR AL REGISTRO HIPOTECARIO PARA 
LA CONCESIÓN DEL AMPARO. El contrato de compraventa de fecha 
cierta posterior al registro de la hipoteca y que carezca de inscripción 
ante el Registro Público de la Propiedad y del Comercio, no resulta apto 
para conceder la protección federal al quejoso que pretende ser 
llamado al juicio hipotecario. Pues al ser de fecha cierta posterior al 
registro de la hipoteca y ante la falta de inscripción de la traslación de 
dominio, ocasiona que el derecho subjetivo que ostenta el quejoso no 
pueda ser oponible al actor hipotecario, y en consecuencia lo 
procedente es la negativa del amparo. Lo anterior, de ningún modo 
implica limitar el derecho de tutela judicial conforme está reconocido en 
el artículo 17 constitucional a favor del quejoso, en virtud de que éste 
ostenta un derecho subjetivo de propiedad con el contrato de 
compraventa de fecha cierta, en el sentido de que la tutela judicial no se 
limita, en estos casos, al llamamiento al juicio hipotecario en cuestión, 
pues invariablemente quedan a salvo los derechos del quejoso de 
accionar en la vía jurisdiccional adecuada en contra de quien considere 
pertinente a fin de realizar la defensa a su derecho de propiedad. 
  
Contradicción de tesis 558/2012. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 15 de mayo de 2013. Mayoría de 
cuatro votos por la competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia 
Armengol Alonso. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de junio de dos 
mil trece. México, Distrito Federal, trece de junio de dos mil trece. 
Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

   TESIS  JURISPRUDENCIAL 70/2013 (10ª) 
       
 

REVOCACIÓN. PROCEDE ESE RECURSO CONTRA AUTOS Y 
DECRETOS DICTADOS EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL, 
CUANDO SU MONTO SEA INFERIOR AL QUE PREVÉ EL 
ARTÍCULO 1339 DEL CÓDIGO DE COMERCIO PARA QUE EL 
ASUNTO SEA APELABLE (LEGISLACIÓN POSTERIOR AL 
DECRETO DE 9 DE ENERO DE 2012). De la interpretación conjunta de 
los artículos 1334 y 1340 del Código de Comercio, este último 
reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 9 de enero de 2012, se advierte que los autos y decretos 
recaídos en un juicio ejecutivo mercantil, cuyo monto sea inferior al 
previsto en el artículo 1339, reformado por el mismo decreto, pueden 
impugnarse a través del recurso de revocación, al ser irrecurribles 
mediante el recurso de apelación. Lo anterior, ya que la intención del 
legislador al usar la expresión “son irrecurribles”, en el párrafo primero 
del citado artículo 1339, fue definir que no son impugnables 
específicamente mediante el recurso de apelación aquellas 
resoluciones, como se advierte de la parte conducente del proceso 
legislativo de la citada reforma, así como de su párrafo cuarto, el cual 
establece que las sentencias recurribles conforme al primer párrafo del 
propio artículo, atendiendo a la cuantía, serán apelables, aunado a que 
el contenido normativo integral forma parte del libro quinto “De los 
Juicios Mercantiles”, título primero “Disposiciones Generales”, capítulo 
XXV, denominado “De la Apelación”, del propio Código de Comercio, 
que se ocupa de regular la apelación mercantil. Por tanto, constituye 
regla general que los autos y decretos dictados en un juicio ejecutivo 
mercantil, cuando su monto sea inferior al señalado, son impugnables 
mediante el recurso de revocación. Además, debe tenerse presente que 
el juicio ejecutivo mercantil es de tramitación especial en el Código de 
Comercio, por lo que acorde con el contenido conducente del artículo 
1390 bis 1, no es susceptible de tramitarse en la vía oral mercantil 
(cuyas resoluciones no admiten recurso ordinario alguno). 
  
Contradicción de tesis 30/2013. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Décimo Primero y Décimo Segundo, ambos en 
Materia Civil del Primer Circuito. 29 de mayo de 2013. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de junio 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinte de junio de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 71/2013 (10ª) 
 
 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. LA EXHIBICIÓN DE LA 
GARANTÍA FIJADA POR EL JUEZ NO IMPLICA EL 
CONSENTIMIENTO DE LAS DETERMINACIONES CONTENIDAS EN 
EL AUTO RELATIVO, PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA PENAL. El hecho de 
que el procesado hubiese exhibido la caución fijada por el juez a efecto 
de poder recuperar la libertad provisionalmente y en ese estado poder 
enfrentar el procedimiento que se sigue en su contra, no implica que la 
consienta y que por ello el amparo que se interponga en su contra sea 
improcedente en términos de la fracción XI del artículo 73 de la Ley de 
Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013. Ello es así, porque el bien 
jurídico afectado por el auto de formal prisión y que pretende recobrarse 
provisionalmente es la libertad personal, que por ser un valor supremo 
justifica que todo procesado en un juicio penal agote todos y cada uno 
de los recursos que la ley le otorgue, a fin de conservarla o recuperarla; 
considerar lo contrario, esto es, que el acogerse al beneficio de la 
libertad provisional implica que el inculpado aceptó desde los montos, 
los conceptos y los elementos que se tomaron en cuenta para fijar la 
caución, hasta los razonamientos que sostuvieron tales 
determinaciones, significaría dejarlo inaudito sin posibilidad alguna de 
combatirla no obstante que le agravia; o, lo que es más grave, 
condicionar el medio de defensa extraordinario a que permanezca en 
prisión. 
  
Contradicción de tesis 14/2013. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer 
Circuito. 5 de junio de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos 
Robles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de junio 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinte de junio de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 72/2013 (10ª) 
 
         

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. LA APRECIACIÓN DE LAS 
PRUEBAS DONDE SE INVOLUCREN DERECHOS DE MENORES 
CONSTITUYE UN TEMA DE LEGALIDAD Y, POR ENDE, NO ES 
SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE EN AMPARO DIRECTO EN 
REVISIÓN. La apreciación de las pruebas en los casos donde se 
involucren derechos de los menores constituye un tema de legalidad, no 
susceptible de impugnarse en el juicio de amparo directo en revisión, 
pues determinar la veracidad de los hechos es una cuestión de 
apreciación y valoración que no implica, necesariamente, una 
afectación al interés superior del menor, ya que una cosa es determinar 
“lo que es mejor para el menor”, y otra establecer cuáles son las 
premisas fácticas de los casos donde se vean involucrados sus 
derechos. En tal sentido, sólo extraordinariamente en aquellos 
supuestos donde para la apreciación de los hechos sea relevante el 
carácter de menor del sujeto sobre el que recae la prueba, estará 
relacionado el interés superior del menor y será pertinente un análisis 
de constitucionalidad para establecer los parámetros que deben regir 
dicha valoración.  
 
Amparo directo en revisión 2539/2010. 26 de enero de 2011. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Arturo Bárcena Zubieta.  
 
Amparo directo en revisión 1136/2012. 30 de mayo de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea; en su ausencia hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.  
 
Amparo directo en revisión 1243/2012. 13 de junio de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María 
Ibarra Olguín.  
 
Amparo directo en revisión 1843/2012. 17 de octubre de 2012. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Bárcena Zubieta.  
 
Amparo directo en revisión 3394/2012. 20 de febrero de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Bárcena Zubieta.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiséis de junio de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintisiete de junio de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 73/2013 (10ª) 
 
 

APELACIÓN PREVENTIVA EN MATERIA MERCANTIL. EL 
APELANTE PUEDE EXPRESAR LOS AGRAVIOS EN CONTRA DE 
LAS DETERMINACIONES PROCESALES EN EL MISMO ESCRITO 
DE APELACIÓN PRINCIPAL. El artículo 1339 del Código de Comercio 
prevé que tratándose del recurso de apelación de tramitación conjunta 
con la apelación de la sentencia definitiva, los agravios que el apelante 
haga valer se expresarán en la forma y términos previstos en el artículo 
1344 del mismo ordenamiento. Por su parte, este último numeral 
estatuye que el apelante, ya sea vencedor o vencido, deberá hacer 
valer, también en escrito por separado, los agravios que considere le 
causaron las determinaciones que combatió en las apelaciones 
admitidas en efecto devolutivo de tramitación preventiva. Así, es posible 
que la parte que resultó vencida en el juicio mercantil interponga 
recurso de apelación contra la sentencia definitiva y, conforme a los 
referidos artículos 1339 y 1344, haga valer –en el mismo escrito de 
apelación– los agravios contra las determinaciones procesales dictadas 
por el juez de origen durante la tramitación del juicio principal. Ahora 
bien, de la concatenación de ambas disposiciones se concluye que la 
circunstancia de que el apelante pueda expresar agravios contra las 
determinaciones procesales ocurridas durante el procedimiento 
mercantil en el mismo escrito en que se contienen los agravios contra la 
sentencia definitiva, no constituye impedimento para que el tribunal de 
alzada efectúe su análisis, siempre que el apelante agrupe los agravios 
enderezados contra autos, interlocutorias o resoluciones del 
procedimiento, de manera que el tribunal competente pueda 
identificarlos destacadamente y realizar su estudio de manera 
preferente. 
 
Contradicción de tesis 564/2012. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de 
junio de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiséis de junio de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintisiete de junio de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 74/2013 (10ª) 
 
       

 
COPIA CERTIFICADA DE DOCUMENTOS PRIVADOS 
PRESENTADOS EN SUSTITUCIÓN DE LOS ORIGINALES. 
CONSECUENCIAS JURÍDICAS  DERIVABLES DEL ARTÍCULO 92-A 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
JALISCO. El citado precepto establece la regla general de que la 
presentación de los documentos privados se hará en originales y, en 
caso de imposibilidad, el interesado, bajo protesta de decir verdad, 
debe manifestar que material o jurídicamente está impedido para ello y 
debe precisar las razones y manifestar si se encuentran en poder de 
terceros, así como si son propios o ajenos, disposición que debe 
ubicarse en el contexto de los artículos 90 y 93 de la misma legislación, 
los cuales establecen que los documentos fundatorios de la acción 
deben acompañarse, por regla general, con el escrito original de 
demanda y sólo por excepción después de este momento. Así, en el 
caso de que la parte actora no pueda presentar los documentos 
privados en que funde su acción en originales y no presente copia 
certificada de los mismos, la carga procesal argumentativa o 
manifestación de la norma en cuestión cumple dos funciones: 1) mediar 
como condición de eficacia probatoria de los elementos de prueba que 
se deriven de las actuaciones realizadas a raíz de esas manifestaciones 
en relación con lo que se pretende acreditar con esos documentos, y 2) 
otorgar elementos de defensa a la contraparte para poder preparar sus 
excepciones y defensas y otorgar sentido al principio contradictorio que 
informa al derecho del debido proceso contenido en el artículo 14 de la 
Constitución Federal. Sin embargo, esa carga procesal argumentativa 
sólo tiene la segunda función jurídica, y no la primera, cuando los 
documentos originales no son presentados en originales, pero se 
exhiben en copia certificada. Así, cuando sólo se surta la segunda 
función jurídica mencionada, por tanto, el juez, al acordar sobre la 
exhibición de la copia certificada de un documento privado, que no se 
entregó en original, debe, en cumplimiento directo de los artículos 17 y 
14 constitucionales, prevenir al promovente para que dé cumplimiento a 
la obligación de manifestación contemplada en el artículo 92-A citado, 
pero no mediante el apercibimiento de negar valor probatorio a la copia 
certificada respectiva, sino, en caso de estimarlo procedente, de 
acuerdo a cada caso concreto, con la aplicación de las medidas de 
apremio generales con que cuenta para hacer valer sus 
determinaciones, en términos del artículo 74 de dicha legislación 
procesal. 
 
Contradicción de tesis 531/2012. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Tercero y Quinto, ambos en Materia Civil del Tercer 
Circuito. 5 de junio de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo. Disidentes: José 
Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes 
reservaron su derecho a formular voto particular. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiséis de junio de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintisiete de junio de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 75/2013 (10ª) 
         
 

TERCEROS PARA EFECTOS REGISTRALES. EL TÉRMINO 
“GRAVAMEN” PREVISTO EN EL ARTÍCULO 3o., FRACCIÓN XV, 
DE LA LEY CATASTRAL Y REGISTRAL DEL ESTADO DE 
SONORA, INCLUYE A LOS EMBARGOS. La citada fracción establece 
que “terceros” para efectos registrales, lo son todos aquellos que 
tengan constituidos derechos reales y gravámenes sobre los bienes o 
derechos que sean objeto de inscripción. Ahora bien, un embargo 
constituye un gravamen, al traducirse en una situación de 
indisponibilidad de los bienes que asegura el cumplimiento de una 
obligación y, por tanto, implica una afectación o limitación en el derecho 
que tiene una persona para usar, disfrutar o disponer del bien de que 
se trate. Si el término gravamen se limitara a la existencia de derechos 
reales sobre un inmueble, el Registro Público de la Propiedad podría 
emitir un certificado de libertad de gravámenes atendiendo sólo a la 
existencia o inexistencia de los derechos reales inscritos, sin estar 
obligado a reportar los embargos, o cualquier otro tipo de cargas o 
limitaciones que pesan sobre aquéllos y que hayan sido inscritos, lo 
cual impediría a los terceros conocer la verdadera situación de los 
inmuebles y se incumpliría la función de publicidad atribuida a dicho 
registro, cuyo objeto es brindar estabilidad y seguridad jurídica a la 
propiedad inmobiliaria. Por tanto, para efectos registrales, el término 
“gravamen” previsto en el artículo 3o., fracción XV, de la Ley Catastral 
y Registral del Estado de Sonora, incluye a los embargos, pues debe 
considerarse todo tipo de cargas, afectaciones o limitaciones que 
consten en el Registro Público de la Propiedad, independientemente de 
su naturaleza real o personal. Lo anterior es consistente con la 
exposición de motivos del legislador y con la interpretación sistemática 
y armónica de la ley de que se trata, la cual es clara y reiterativa en 
establecer que la preferencia entre derechos reales y otros derechos y 
gravámenes, se determina por su fecha de inscripción en el Registro 
Público de la Propiedad. 
 
Contradicción de tesis 180/2013. Entre las sustentadas por el 
entonces Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito. 19 de junio de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiséis de junio de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintisiete de junio de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 76/2013 (10ª) 
         
 

REPOSICIÓN. PROCEDE ESTE RECURSO CONTRA 
RESOLUCIONES DE TRÁMITE DICTADAS EN SEGUNDA 
INSTANCIA EN JUICIOS CIVILES Y MERCANTILES, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE LA RESOLUCIÓN COMBATIDA EN ESA 
VÍA HAYA SIDO EMITIDA DE MANERA UNITARIA O COLEGIADA  
(LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL Y DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO). De la interpretación gramatical de los 
artículos 686 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal y 1,334 del Código de Comercio, se desprende que el recurso 
de reposición procede contra todos los autos y contra todos los 
decretos que se dictan por los tribunales en el trámite de la segunda 
instancia, sin importar si son dictados de forma unitaria o colegiada, 
pues limitar la procedencia del recurso de reposición sólo a las 
resoluciones que emita uno de los magistrados integrantes de la Sala, 
resulta contrario a la obligación derivada de los artículos 14  y 17 
constitucionales pues, en ese supuesto, el juzgador estaría 
restringiendo, sin sustento legal alguno, una procedencia genérica 
establecida por el legislador. Sin que el numeral  43 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal tenga el alcance de 
cambiar la naturaleza jurídica del citado recurso horizontal. 
  
Contradicción de tesis 213/2013. Suscitada entre el Noveno y Décimo 
Primer Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer 
Circuito. 19 de junio de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado 
Ríos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiséis de junio de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, veintisiete de junio de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 77/2013 (10ª) 
         
 

DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SE 
ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A ESTE PRINCIPIO EN LOS CASOS 
EN LOS QUE ESTÉ INVOLUCRADO UN MENOR DE EDAD, 
CUANDO EL RECURSO ORDINARIO NO ADMITE LA SUSPENSIÓN 
DEL ACTO. En términos del artículo 1o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en su texto reformado por decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, proteger, respetar y garantizar los derechos 
humanos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad y, particularmente, 
otorgar una protección especial a los derechos de la infancia por las 
circunstancias de vulnerabilidad en que se hallan. Por lo anterior, y en 
términos de los artículos 107, fracción III, inciso b), de la propia 
Constitución y 73, fracción XIII, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 
de abril de 2013, se sigue que se actualiza una excepción al principio 
de definitividad en el juicio de amparo indirecto en aquellos casos en los 
que esté involucrado un menor de edad, cuando, de acuerdo con la 
legislación aplicable al caso, el recurso ordinario que deba agotarse no 
admita suspensión y cualquiera de las partes alegue un riesgo para el 
menor en caso de ejecutarse la resolución impugnada, pues en ese 
supuesto el recurso es inadecuado o ineficaz para alejarlo de la 
situación de vulnerabilidad en que pueda encontrarse. Lo anterior es 
así, pues el principio de definitividad supone la existencia de recursos 
idóneos, efectivos, oportunos y aptos para reparar oportuna y 
adecuadamente las violaciones a las leyes cometidas en el acto o 
resolución impugnada. 
 
Contradicción de tesis 139/2013. Entre las sustentadas por el Décimo 
Primer Tribunal Colegiado del Primer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito, ambos en Materia Civil. 3 de julio de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha catorce de agosto de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, quince de agosto de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 78/2013 (10ª) 
         
 

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN 
VI, DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 
2013. EN EL CÓMPUTO DEL PLAZO DE CINCO DÍAS PARA SU 
INTERPOSICIÓN, DEBEN DESCONTARSE LOS DÍAS 
CORRESPONDIENTES AL PERIODO VACACIONAL DEL ÓRGANO 
QUE DEBA CONOCER DE AQUÉL. De los artículos 97, fracción II, y 
95, fracción VI, de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 
2013, deriva que el recurso de queja debe interponerse dentro de los 
cinco días siguientes al de la notificación del acuerdo recurrido, 
descontando los días inhábiles previstos en los artículos 23 de la citada 
ley y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, o los 
establecidos por algún acuerdo general del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal. Ahora bien, no obstante que los días 
correspondientes al periodo vacacional de los tribunales colegiados de 
circuito no se establezcan como inhábiles, el Acuerdo General 19/2007, 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que señala condiciones 
para la actividad jurisdiccional continua en los Tribunales Colegiados de 
Circuito, que prevé que las oficinas de correspondencia común 
funcionarán durante todo el año, a fin de recibir las promociones y 
escritos de los litigantes, durante el periodo vacacional, aclara que 
excepcionalmente se tramitarán durante dicho periodo vacacional las 
quejas previstas en el artículo 95, fracción XI, de la referida Ley de 
Amparo, dado su carácter de urgentes. Por tanto, en el cómputo del 
plazo de cinco días para la interposición del recurso de queja en 
términos del citado artículo 95, fracción VI, deben descontarse los días 
correspondientes al periodo vacacional del órgano jurisdiccional que 
deba conocer de él, en atención a que sus oficinas están cerradas y, 
por tanto, no pueden tener lugar las actuaciones judiciales, lo que 
equivale a la suspensión de labores conforme al artículo 26 de la 
referida ley, así como la actualización del supuesto establecido en el 
artículo 286 del Código Federal de Procedimientos Civiles; sin que lo 
anterior implique una violación al derecho de acceso a la justicia 
contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, toda vez que el plazo a que se ha hecho referencia 
es razonable. 
 
Contradicción de tesis 185/2013. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 3 de 
julio de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha catorce de agosto de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, quince de agosto de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 79/2013 (10ª) 
 
 
         

POLICÍA AUXILIAR DEL DISTRITO FEDERAL. LAS OBLIGACIONES 
ADQUIRIDAS CON LOS PARTICULARES EN RELACIÓN CON LOS 
SERVICIOS DE SEGURIDAD Y VIGILANCIA, DERIVADAS DE LA 
CELEBRACIÓN DE UN CONTRATO, SON EXIGIBLES A TRAVÉS DE 
LA VÍA ORDINARIA CIVIL. El artículo 5o. de la Ley de Seguridad 
Pública del Distrito Federal prevé que la policía de esta entidad 
federativa estará conformada por la Policía Preventiva y la 
Complementaria. Esta última se integra a su vez por la Policía Auxiliar, 
la Bancaria e Industrial y las demás corporaciones que determine su 
reglamento, las cuales de conformidad con los artículos 52, 53 y 56, 
fracción IV, del Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad 
Pública del Distrito Federal tienen competencia para prestar servicios 
de custodia, vigilancia, guardia y seguridad de personas y bienes a 
dependencias, entidades y órganos de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, Federales y del Distrito Federal, órganos 
autónomos federales y locales, así como a personas físicas y morales. 
Estos servicios podrán prestarse con base en la celebración de un 
contrato con las Direcciones de la Policía Bancaria e Industrial o de la 
Policía Auxiliar. Así, cuando la Policía Complementaria confiere 
servicios de seguridad y vigilancia a personas físicas o morales, aunque 
formalmente lo hace como parte de la administración pública, su 
actuación no tiene como finalidad la consecución directa e inmediata de 
los objetivos constitucionales y legales relacionados con la seguridad 
pública, tales como el orden y la paz pública, la prevención, persecución 
y sanción del delito, así como la integridad, protección y salvaguarda de 
la población en general. Por ende, el hecho de que se incumpla un 
contrato en el que se tenga como objeto la satisfacción de un interés 
meramente privado, no afecta el deber constitucional de la policía de 
proporcionar seguridad pública, toda vez que las necesidades 
colectivas son indiferentes a la forma de ejecución de las obligaciones 
contractuales. Consecuentemente, la vía adecuada para hacer exigibles 
las obligaciones derivadas de la prestación de este tipo de servicios de 
seguridad es la que emane de la naturaleza de sus actos y la que en 
concordancia con ello hayan pactado las partes contratantes, en este 
caso, la ordinaria civil, sin que se prejuzgue sobre la posible existencia 
o no de auténticos títulos de crédito entre la Policía Auxiliar y los 
beneficiarios del servicio de seguridad o de contratos mercantiles que 
provengan de prestaciones relacionadas con la seguridad privada. 
 
Contradicción de tesis 243/2012. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Primero, Segundo, Cuarto, Quinto, Sexto, Séptimo y 
Octavo, todos en Materia Civil  del Primer Circuito. 12 de junio de 2013. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha catorce de agosto de 



 

dos mil trece. México, Distrito Federal, quince de agosto de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 80/2013 (10ª) 
         

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. LOS ANTECEDENTES 
PENALES DEL SENTENCIADO QUE LLEVEN A CONSIDERARLO 
COMO REINCIDENTE, DEBEN TOMARSE EN CUENTA PARA FIJAR 
LA PUNIBILIDAD. Los antecedentes penales son aquellos registros 
que efectúa la autoridad administrativa con el propósito de llevar un 
control de los procesos que se instruyen contra las personas, o bien, de 
las condenas recaídas a los sentenciados; la reincidencia, en cambio, 
es una figura del derecho sustantivo penal, regulada en los artículos 20 
y 65 del Código Penal Federal, que permite agravar la sanción a 
imponer al sentenciado. Como se advierte, son dos conceptos 
diferentes pero relacionados entre sí, dado que los antecedentes 
penales caracterizan a la reincidencia, sin que ello signifique que sus 
efectos deban equipararse. Lo anterior, porque el concepto de 
antecedentes penales se incluye en el más amplio aspecto de “la vida 
del reo”, esto es, su pasado penal, lo que puede hacer, o lo que podría 
esperarse de él, y ello, como ya lo estableció la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 1a./J. 
110/2011 (9ª), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, página 643, 
de rubro: “CULPABILIDAD. PARA DETERMINAR SU GRADO NO 
DEBEN TOMARSE EN CUENTA LOS ANTECEDENTES PENALES 
DEL PROCESADO.”, no puede servir como parámetro para fijar el 
grado de culpabilidad del sujeto activo; en esa tesitura, si bien es cierto 
que la reincidencia deriva del antecedente penal en sentido genérico, 
también lo es que los efectos de la agravación de la pena se apoyan en 
razones de otra índole, es decir, de política criminal, determinadas por 
el deber que el Estado tiene al ejecutar su función de tutela jurídica, de 
procurar el orden que queda perturbado por la actividad delictiva del 
reincidente; así, la reincidencia implica que el juzgador tome en cuenta, 
al individualizar la pena, que al sentenciado se le condenó con 
anterioridad por la comisión de un delito, pero no como un antecedente 
penal que revele una característica propia del sujeto activo a modo de 
constituir un factor para determinar su grado de culpabilidad, pues tal 
revelación de la personalidad únicamente puede considerarse en 
relación con el hecho cometido, sino más bien, como la figura que le 
permite agravar la punibilidad, en términos de la ley, por el nuevo delito 
perpetrado, a pesar de existir una sentencia de condena intermedia y 
de que fue prevenido con imponérsele una sanción mayor en caso de 
reincidir, pues conoce con exactitud la antijuridicidad de su propio hacer 
y, por tanto, es mayor la reprobación que el hecho merece en relación 
con la conducta desplegada. 

Contradicción de tesis 182/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo 
Circuito. 26 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos por la 
competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha catorce de agosto de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, quince de agosto de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 81/2013 (10ª) 
     

COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES 
IMPROCEDENTE LA CONDENA RELATIVA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
CUANDO EXISTA UNA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA LA FALTA 
DE PERSONALIDAD DE QUIEN REPRESENTA A LA ACTORA. Si 
bien es cierto que, en principio, en los juicios ejecutivos mercantiles en 
los que se resuelve de forma definitiva la falta de personalidad de quien 
representa a la parte actora, puede considerarse que ésta “no obtuvo 
sentencia favorable” debido a que tal resolución impide en definitiva la 
continuación del proceso y extingue la instancia, también lo es que tal 
circunstancia no hace procedente la condena en costas en términos del 
referido artículo 1084, fracción III del Código de Comercio, que prevé 
que siempre será condenado en costas el que intente el juicio ejecutivo 
mercantil “si no obtiene sentencia favorable”, toda vez que no se 
actualiza la hipótesis normativa para su procedencia, porque en tal caso 
no logró consolidarse en el proceso una parte actora individualmente 
considerada, dado que quien compareció al juicio, por un lado, no tuvo 
facultades suficientes para representar a quien aparecía como actora y, 
por otro, tampoco actuaba a título personal, sino que pretendía obrar en 
nombre y por cuenta de la representada, por lo que al no poder 
identificarse jurídicamente que exista una parte actora, tampoco existe 
una persona jurídica cierta a la que le sea jurídicamente reprochable la 
iniciación infructuosa del juicio, lo que excluye la posibilidad de que en 
tal caso exista una persona cierta que hubiere intentado el juicio 
ejecutivo sin obtener sentencia favorable. 
 
Contradicción de tesis 475/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
y Segundo Tribunales Colegiados, ambos del Noveno Circuito, el 
Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el 
Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 26 de junio de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo 
Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha catorce de agosto de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, quince de agosto de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 82/2013 (10ª) 
 
 

CAUSAHABIENCIA. NO EXISTE ENTRE QUIEN ADQUIERE UN 
DERECHO DE PROPIEDAD DEL TITULAR REGISTRAL Y LOS 
TITULARES REGISTRALES ANTERIORES AL VENDEDOR, SI SE 
TRATA DE COMPRAVENTAS DE EJECUCIÓN INSTANTÁNEA, SIN 
QUE ELLO IMPLIQUE QUE EL ADQUIRENTE SEA EN 
AUTOMÁTICO TERCERO DE BUENA FE REGISTRAL. La 
“causahabiencia” es la substitución de la persona de quien directamente 
emana el negocio jurídico, por otra que queda ligada por los efectos de 
dicho negocio como si personalmente hubiese intervenido en la 
formación de la relación jurídica que le dio origen. Por virtud de la 
causahabiencia, el concepto de “parte” de un negocio jurídico se 
extiende a la persona que substituye al causante, de manera que no se 
le puede tener como tercero, a pesar de no haber intervenido para nada 
en la celebración del mismo. En esa tesitura, el causahabiente se 
integra a la relación jurídica original, por virtud de la cual, una de las 
partes puede exigir a la otra el cumplimiento de las obligaciones 
asumidas. Sin embargo, una vez agotadas las obligaciones asumidas 
por las partes, el contrato se termina, debido a que se cumplió con su 
objeto. De manera que la causahabiencia sólo puede tener lugar 
mientras continúa vigente la relación jurídica en la cual el 
causahabiente se substituye, puesto que no es posible que un tercero 
se integre como parte a un acto jurídico que ha cesado. Ahora bien, el 
contrato de compraventa es por regla general “de ejecución 
instantánea”, porque las prestaciones de las partes se ejecutan en un 
solo momento. Salvo cuando se celebre con reserva de dominio, o se 
pacte el pago del precio a plazos, por regla general, las obligaciones 
derivadas del contrato de compraventa se agotan en el momento en 
que la misma se celebra. De manera que en la compraventa de 
ejecución instantánea no hay un acto jurídico en el cual un tercero 
pueda substituirse en calidad de causahabiente. Sostener lo contrario, 
implicaría que toda persona que adquiera la propiedad de un bien 
resulta ser causahabiente del primer titular. El causahabiente a título 
particular se coloca en la situación jurídica que tenía su causante en 
relación con un acto jurídico concreto, en el cual lo substituye, de 
manera que se integra a una relación jurídica determinada, para asumir 
las obligaciones derivadas de esa relación jurídica exclusivamente; más 
no puede atribuírsele la obligación de cumplir con las obligaciones que 
hayan asumido terceros con quienes no tiene vínculo jurídico alguno. 
No obstante, el hecho de que no exista la causahabiencia aducida, y 
por lo tanto, no se pueda ejercitar una acción personal, no quiere decir 
que el tercero adquirente resulte ser, en automático, un tercero de 
buena fe registral, puesto que sólo puede tener dicho carácter quien: (a) 
haya adquirido un derecho real sobre el inmueble de que se trate de 
quien aparece como titular registral, por virtud de un acto jurídico que se 
presuma válido al momento de la adquisición o de una resolución 
judicial; (b) haya inscrito en el Registro Público de la Propiedad a su 
favor el derecho real adquirido; (c) haya adquirido a título oneroso, 
entendiendo por tal, que debe existir una proporción razonable entre el 
valor de la cosa y el precio o contraprestación pagado por ella; y, (d) 
siempre y cuando no haya pruebas suficientes de su conocimiento 
respecto de los vicios del título de su vendedor, en su caso, o éstos no 
se desprendan claramente del propio Registro Público de la Propiedad. 
Cuestiones que el juzgador debe valorar en cada caso concreto para 



 

determinar si el tercero es de buena fe registral o no, pues la ausencia 
de buena fe del tercero adquirente no se debe a que sea causahabiente 
de los titulares anteriores a su   vendedor, sino a que no puede aducir 
desconocimiento de los vicios de su título. 
  
Contradicción de tesis 160/2013. Suscitada entre el Primer y Tercer 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Cuarto Circuito. 19 
de junio de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
  
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha catorce de agosto de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, quince de agosto de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 83/2013 (10ª). 
 
 
CENTROS CAMBIARIOS. LOS REQUISITOS LEGALES DE CONTAR 
CON UN OBJETO SOCIAL EXCLUSIVO Y CON UN 
ESTABLECIMIENTO FÍSICO DESTINADO EXCLUSIVAMENTE A LA 
REALIZACIÓN DE ESE OBJETO SOCIAL, CONTENIDOS EN LOS 
ARTÍCULOS 81-A Y 81-B DE LA LEY GENERAL DE 
ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO, 
NO CONTRAVIENEN LA LIBERTAD DE TRABAJO Y DE COMERCIO 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL 
(POSTERIOR AL DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 3 DE AGOSTO DE 2011). El contenido 
armónico de los preceptos legales indicados revela que el legislador 
estableció como parte de los requisitos para que una sociedad opere 
como centro cambiario, primero, que su objeto social sea, de manera 
exclusiva, la realización en forma habitual y profesional de las 
actividades referidas en el artículo 81-A como propias de ese tipo de 
entidades y, segundo, que deben contar con un establecimiento físico 
destinado exclusivamente a la realización de ese objeto social; lo que 
representa una modulación a la libertad de trabajo y de comercio, pues 
impide, por un lado, que las sociedades dedicadas a la actividad de 
centros cambiarios incluyan en su objeto social otra actividad comercial 
diversa a la indicada y, por otro lado, también impide que los centros 
cambiarios puedan realizar otras actividades comerciales en el 
establecimiento físico en el que operen. Sin embargo, tales 
circunstancias moduladoras no contravienen la libertad de trabajo y de 
comercio prevista en el artículo 5o. de la Constitución General, pues 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que tal 
garantía no es absoluta, irrestricta ni ilimitada; y, además, porque en el 
caso, la indicada norma reguladora contiene un principio de razón 
legítima que sustenta el interés de la sociedad y tiende a proteger sus 
derechos mediante una estrategia de prevención y detección de 
actividades relacionadas con terrorismo y lavado de dinero, lo que 
justifica el establecimiento de las medidas legislativas mencionadas, en 
tanto que también se estiman necesarias y proporcionales para 
alcanzar el fin propuesto. 
 
Amparo en revisión 708/2012. **********. 10 de abril de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario 
Gerardo Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 748/2012. **********. 24 de abril de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan José 
Ruiz Carreón. 
 
Amparo en revisión 41/2013. **********. 15 de mayo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino 
Barbosa Portillo. 
 
Amparo en revisión 117/2013. **********. 22 de mayo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino 
Barbosa Portillo. 
 



 

Amparo en revisión 166/2013. **********. 29 de mayo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan José 
Ruiz Carreón. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiuno de 
agosto de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintidós de 
agosto de dos mil trece. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 84/2013 (10ª). 
 
 
CENTROS CAMBIARIOS. LOS REQUISITOS LEGALES DE CONTAR 
CON UN OBJETO SOCIAL EXCLUSIVO Y CON UN 
ESTABLECIMIENTO FÍSICO DESTINADO EXCLUSIVAMENTE A LA 
REALIZACIÓN DE ESE OBJETO SOCIAL, CONTENIDOS EN LOS 
ARTÍCULOS 81-A Y 81-B DE LA LEY GENERAL DE 
ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO, 
SON CONSTITUCIONALMENTE ADMISIBLES, NECESARIOS Y 
PROPORCIONALES (POSTERIOR AL DECRETO PUBLICADO EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 3 DE AGOSTO DE 
2011). El contenido armónico de los preceptos legales indicados revela 
que el legislador estableció como parte de los requisitos para que una 
sociedad opere como centro cambiario, primero, que su objeto social 
sea, de manera exclusiva, la realización en forma habitual y profesional 
de las actividades referidas en el artículo 81-A como propias de ese tipo 
de entidades y, segundo, que deben contar con un establecimiento 
físico destinado exclusivamente a la realización de ese objeto social; lo 
que representa una modulación a la libertad de trabajo y de comercio, 
pues impide, por un lado, que las sociedades dedicadas a la actividad 
de centros cambiarios incluyan en su objeto social otra actividad 
comercial diversa a la indicada y, por otro lado, también impide que los 
centros cambiarios puedan realizar otras actividades comerciales en el 
establecimiento físico en el que operen. Sin embargo, tales 
circunstancias moduladoras son constitucionalmente admisibles, dado 
que emergen del deber del Estado mexicano de combatir y prevenir el 
delito, mediante el establecimiento de medidas y procedimientos para 
prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran 
favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie 
para la comisión de delitos vinculados con terrorismo y lavado de 
dinero, cuya afectación permea en todo el entramado social del país. 
Tales medidas también deben considerarse necesarias, dado que la 
estrategia que implementó el legislador se compone de un sistema 
informático cuya fuente de datos la constituyen los propios centros 
cambiarios, entre otros, a los que se les impone una serie de deberes y 
responsabilidades de cuyo cumplimiento depende el éxito en el manejo 
de la información sobre operaciones, servicios, clientes, usuarios y 
datos personales de éstos, destacando que sobre esa lógica, no 
existiría instrumento fiscalizador asequible ni confiable para que la 
autoridad verificara la existencia ni la veracidad de las operaciones, 
servicios, clientes e información derivada de las actividades comerciales 
no reguladas, por lo que la permisión de un objeto social múltiple para 
los centros cambiarios y además realizable en un mismo local 
comercial, provocaría que el sistema informático obligatorio y 
fiscalizable propuesto por el legislador perdiera eficacia. Por último, 
también se considera que tales medidas son proporcionales, porque si 
bien es cierto que  con ellas se modula en cierto grado el derecho 
constitucional a la libertad de comercio y de trabajo, no menos cierto 
resulta que su establecimiento persigue un fin legítimo cuya importancia 
es alta, pues se trata de prevenir conductas favorecedoras de la 
comisión de delitos vinculados con terrorismo y lavado de dinero, cuya 
característica común es que producen efectos perjudiciales para toda la 
sociedad en su conjunto, lo que es suficiente para justificar que quienes 
se dediquen a la actividad de centros cambiarios en el país, deban 
tolerar la indicada modulación consistente en tener un objeto social 



 

único y realizar en su establecimiento físico únicamente las actividades 
propias de tal objeto. 
 
Amparo en revisión 708/2012. **********. 10 de abril de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario 
Gerardo Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 748/2012. **********. 24 de abril de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan José 
Ruiz Carreón. 
 
Amparo en revisión 41/2013. **********. 15 de mayo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino 
Barbosa Portillo. 
 
Amparo en revisión 117/2013. **********. 22 de mayo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino 
Barbosa Portillo. 
 
Amparo en revisión 166/2013. **********. 29 de mayo de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan José 
Ruiz Carreón. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiuno de 
agosto de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintidós de 
agosto de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 TESIS JURISPRUDENCIAL 85/2013 (10ª) 
         
 

PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. EL DICTADO DE LA 
SENTENCIA QUE FIJA LA DEFINITIVA, NO ACTUALIZA LA 
CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, 
FRACCIÓN XVI, DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE HASTA EL 2 DE 
ABRIL DE 2013 (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). Si 
bien es cierto que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha señalado que la pensión alimenticia provisional subsiste 
hasta el dictado de la sentencia en la que reconociéndose el derecho de 
la parte actora a recibir una pensión definitiva, ésta es fijada, también lo 
es que ello no implica que los efectos de la provisional decretada en 
forma previa cesen inmediatamente, pues teniendo en cuenta que el 
pago de alimentos constituye una obligación de tracto sucesivo, al ser 
indispensables para la subsistencia de aquél a quien se le otorgan, eso 
sólo acontece cuando la sentencia que los fija definitivamente es 
susceptible de ejecución, pues de lo contrario, se pondría en riesgo la 
subsistencia de aquel a quien se le reconoció el derecho de percibir 
alimentos por el demandado, en tanto que éstos se otorgaron al 
reconocer que requiere de ellos para cubrir sus necesidades más 
básicas y apremiantes. Por ello los efectos de la pensión provisional 
deben subsistir hasta que la sentencia que la fija en definitiva es 
susceptible de ejecución, lo que en términos de los artículos 341 y 349 
del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz, 
ocurre cuando causa ejecutoria, lo que de acuerdo con lo dispuesto en 
el numeral 338 del propio ordenamiento, sólo acontece cuando: a) esa 
sentencia es consentida expresamente; b) no se agotó oportunamente 
el recurso de apelación procedente en su contra; c) interpuesto ese 
recurso se desiste de él; o, d) se dicta sentencia en el citado recurso. 
Ahora bien, conforme al artículo 509 del citado código, la sentencia de 
primer grado que fija el monto de la pensión alimenticia definitiva es 
susceptible de apelación; recurso que en términos de los numerales 
516 y 517 del código procesal citado, es admisible en ambos efectos, lo 
cual implica que la ejecución de esa sentencia se encuentra suspendida 
hasta que cause ejecutoria; de ahí que considerar que los efectos de la 
pensión provisional cesan inmediatamente con el dictado de la 
sentencia que la fija de forma definitiva, sin importar que en contra de 
ésta se haya interpuesto el recurso mencionado, implicaría que la 
pensión provisional no sería susceptible de cobrarse durante el tiempo 
que transcurra desde el dictado de la sentencia definitiva hasta 
resolverse el recurso correspondiente, pero a la vez, el acreedor 
tampoco podría acceder a la pensión definitiva decretada en tanto se 
tramita y resuelve el recurso de apelación, lo que es inaceptable ante la 
urgencia y la necesidad probada de los alimentos. En consecuencia, el 
mero dictado de la sentencia que fija lo que debe proporcionarse por 
concepto de pensión alimenticia definitiva, no actualiza la causal de 
improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XVI, de la Ley de 
Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013 (cesación de los efectos del 
acto reclamado), porque para ello es necesario que dicha resolución 
haya causado ejecutoria. 
 
Contradicción de tesis 192/2013. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito. 3 de julio de 2013. La votación se 
dividió en dos partes. Mayoría de cuatro votos por la competencia. 



 

Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de agosto 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintidós de agosto de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 86/2013 (10ª). 
 
 
PERSONAS INDÍGENAS SUJETAS A PROCESO PENAL. 
ELEMENTOS BÁSICOS QUE DEBEN SATISFACERSE PARA 
DESIGNAR A UN TRADUCTOR PRÁCTICO, A FIN DE GARANTIZAR 
EL DERECHO HUMANO DE ACCESO PLENO A LA JURISDICCIÓN. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determinó que es factible designar intérpretes prácticos para que 
asistan a un inculpado indígena, sujeto a un proceso penal, en el 
desahogo de las diligencias, ante la problemática compleja de contar 
con la asistencia inmediata de peritos intérpretes de instituciones 
públicas o privadas. Sin embargo, ante la relevancia de la intervención 
de dichos auxiliares, toda vez que de la comunicación efectiva y la 
transmisión de mensajes depende el ejercicio efectivo del derecho de 
defensa y la posibilidad de evitar una afectación a la esfera jurídica de 
sus derechos humanos, los elementos básicos que deben satisfacerse 
para garantizar la protección del derecho humano de acceso pleno a la 
jurisdicción del Estado, a fin de considerar jurídicamente aceptable la 
designación de un traductor práctico que asista en un proceso penal a 
un inculpado, procesado o sentenciado indígena, configuran el siguiente 
estándar: a) que sea la última medida por adoptar, después de que el 
Estado agote todas las vías posibles para contar con el apoyo de un 
intérprete, oficial o particular, profesional o certificado, que conozca la 
lengua y cultura de la persona a quien va a auxiliar; y, b) que, aun 
tratándose de un traductor práctico, la autoridad tenga elementos para 
determinar que no solamente conoce la lengua parlante del detenido, 
sino que también tiene las condiciones para conocer su cosmovisión 
derivada de la cultura, ya sea porque pertenece a la misma comunidad 
o porque tiene un referente de relación que le permite conocerlo. Dichos 
aspectos pueden corroborarse con el uso de documentos de 
identificación, la constancia de residencia o el reconocimiento de los 
órganos de representación de la comunidad indígena sobre su 
pertenencia al grupo o de alguno con similares características 
culturales,  que pueda informar circunstancias específicas que 
trasciendan para el ejercicio del derecho de defensa adecuada del 
inculpado. 
 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. La votación se 
dividió en dos partes: cinco votos por lo que se refiere a la concesión 
del amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Mayoría de tres votos en cuanto a sus efectos. 
Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quienes reservaron su derecho para formular voto de 
minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín 
Sena Velázquez, José Díaz de León, Jorge Antonio Medina Gaona, 
Jorge Roberto Ordoñez Escobar y Jaime Santana Turral. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. La votación se dividió 
en dos partes: cinco votos por lo que se refiere a la concesión del 
amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Mayoría de tres votos en cuanto a sus efectos. 
Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quienes reservaron su derecho para formular voto de 
minoría. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Juan José 



 

Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez 
Escobar, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 1/2012. 30 de enero de 2013. La votación se dividió en 
dos partes: cinco votos por lo que se refiere a la concesión del amparo; 
José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Mayoría de tres votos en cuanto a sus efectos. Disidentes: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quienes reservaron su derecho para formular voto de minoría. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Juan José Ruiz 
Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 51/2012. 30 de enero de 2013. La votación se dividió 
en dos partes: cinco votos por lo que se refiere a la concesión del 
amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Mayoría de tres votos en cuanto a sus efectos. 
Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quienes reservaron su derecho para formular voto de 
minoría. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Juan José 
Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez 
Escobar, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 77/2012. 24 de abril de 2013. Cinco votos. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiocho de 
agosto de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintinueve de 
agosto de dos mil trece. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

      TESIS JURISPRUDENCIAL 87/2013 (10ª). 
 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. LA COMPETENCIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, CONSTITUYE UNA FIGURA DE ORDEN PÚBLICO, DE 
ESTRICTO CUMPLIMIENTO Y DE ESTUDIO OFICIOSO EN EL 
JUICIO DE AMPARO. La figura de la competencia debe entenderse 
como un requisito de corte constitucional y procesal que condiciona el 
nacimiento válido del proceso, su desenvolvimiento y normal 
culminación, consistente en el dictado de una sentencia. De ahí que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos subordine la 
eficacia de la actuación de las autoridades jurisdiccionales a las 
facultades competenciales que la ley les confiere; esto es, sólo pueden 
hacer lo que ésta les permite. De esta forma, si el artículo 73, fracción 
XXI, párrafo segundo, constitucional faculta a las autoridades 
jurisdiccionales federales para conocer y sancionar delitos 
pertenecientes al fuero común, siempre que tengan conexidad con uno 
del fuero federal, resulta lógico y jurídico que la referida competencia 
constitucional por conexidad sea una figura de orden público y de 
estricto cumplimiento, ya que los titulares de los distintos órganos 
jurisdiccionales no pueden atribuirse o renunciar a voluntad a ésta, así 
como tampoco modificarla ni alterar las reglas que rigen su ejercicio. 
Además, es susceptible de analizarse oficiosamente en el juicio de 
amparo con independencia de que la hagan valer las partes, ya que la 
validez del proceso penal depende del correcto ejercicio de dicha 
facultad constitucional; por tanto, no se requiere la expresión de 
concepto de violación o agravio alguno para analizar el debido ejercicio 
de esa facultad competencial constitucional. Precisamente, el orden 
público que le es inherente, permite que en el juicio de amparo se 
verifique que la autoridad judicial federal que conozca de delitos 
conexos del fuero federal y común, observe las normas de previsión y 
sanción contenidas en el código penal estatal respectivo en lo relativo al 
delito de fuero común y del Código Penal Federal en lo que 
corresponde al delito del fuero federal, al tratarse de una condición de 
validez de la sentencia. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 



 

Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Horacio Nicolás Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiocho de 
agosto de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintinueve de 
agosto de dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
MSN/rfr. 

       
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 88/2013 (10ª). 

 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. EL EJERCICIO DE LA FACULTAD 
COMPETENCIAL, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO IMPLICA UNA INVASIÓN DE 
ESFERAS COMPETENCIALES NI LA FEDERALIZACIÓN DE 
DELITOS LOCALES. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha determinado que la competencia constitucional 
por conexidad prevista en el artículo 73, fracción XXI, párrafo segundo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, faculta al 
Ministerio Público de la Federación y a las autoridades judiciales 
federales para conocer y sancionar delitos del fuero común que tengan 
conexidad con algún ilícito federal. Ahora bien, los motivos por los 
cuales se estableció esta competencia excepcional, obedecen a 
razones de política criminal específicas, a saber: (i) la necesidad de 
prever una base constitucional expresa para el artículo 10 del Código 
Federal de Procedimientos Penales, pues existían cuestionamientos 
sobre si su texto implicaría o no vulneración a la soberanía estatal o de 
esferas jurídico competenciales; (ii) el combate efectivo de la 
delincuencia organizada, a través del trabajo conjunto de la Federación, 
los Estados y los Municipios; (iii) facultar a la jurisdicción federal para 
atraer delitos de competencia de las autoridades locales, con la 
finalidad de darles la misma atención, sujetándolos a idénticas 
estrategias procedimentales diseñadas para el combate a la 
delincuencia organizada y alcanzar una mayor efectividad; y, (iv) la 
necesidad de crear todo un orden jurídico para contrarrestar el crimen 
organizado. Por tanto, si es el propio orden jurídico constitucional el que 
ha establecido la posibilidad de que un tribunal del fuero federal 
conozca y resuelva sobre la comisión de delitos locales, entonces el 
ejercicio de la citada competencia por conexidad no actualiza una 
invasión de esferas competenciales con motivo de la instrucción de 
procesos federales y la aplicación de leyes sustantivas penales locales 
que lleven a cabo las autoridades judiciales federales al conocer delitos 
ordinarios locales conexos a ilícitos federales. Ahora bien, es importante 
destacar que ni del propio texto constitucional, ni del trabajo legislativo 
realizado por el Poder Constituyente, deriva que el ejercicio de esta 
competencia constitucional implique la homologación entre el delito 
local y el correlativo federal; lo cual, refrenda el propósito del legislador 
de no federalizar los delitos locales cometidos en esas condiciones. Así, 
la actualización del supuesto competencial de conexidad impone la 
obligación constitucional de aplicar las normas de previsión de las 
conductas delictivas y de sanción en atención a la naturaleza de los 
ilícitos concretados; es decir, para el delito del fuero federal, la 
adecuación normativa tendrá fundamento en el Código Penal Federal o 
en la legislación penal especial del mismo fuero, mientras que para el 
delito local, el ordenamiento jurídico penal de la entidad federativa que 
resulte aplicable. Lo anterior es así, ya que la inherente teleología de la 
competencia por conexidad, fue la de que en un mismo proceso penal 
se conocieran dos o más delitos de ámbitos diferentes, federal y local, 
que son conexos entre sí, y establecer que el juez competente para 
conocer de dichos procesos penales sea el federal, porque este último 
es el que reviste mayor trascendencia por la afectación al bien jurídico 
que tutela. 



 

 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Horacio Nicolás Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiocho de 
agosto de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintinueve de 
agosto de dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
MSN/rfr. 

           
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  89/2013 (10ª).  
 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES QUE RIGEN EL 
EJERCICIO DE LA FACULTAD COMPETENCIAL PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS (ALCANCES DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 45/2010). 
Para el correcto ejercicio de la referida facultad constitucional deben 
observarse las directrices siguientes: 1) la competencia excepcional por 
conexidad constituye una facultad constitucional que permite al 
Ministerio Público de la Federación y a las autoridades judiciales 
federales conocer y sancionar delitos del fuero común que tengan 
conexidad con algún ilícito federal; 2) el ejercicio de la facultad no altera 
la naturaleza de los delitos, de tal forma que el del fuero común no se 
transforma en federal para su juzgamiento. Ésta es una condición 
circunstancial que determina únicamente la autoridad que debe juzgar 
el hecho estimado como delictivo; 3) la actualización del supuesto de 
competencia impone la obligación de aplicar las normas de previsión de 
las conductas delictivas y de sanción en atención a la naturaleza de los 
ilícitos concretados. Así, para el delito del fuero federal, la adecuación 
normativa tendrá fundamento en el Código Penal Federal o en la 
legislación penal especial del mismo fuero, mientras que para el delito 
local, el ordenamiento jurídico penal de la entidad federativa que resulte 
aplicable; 4) los procesos penales federales instruidos en términos de  
la facultad competencial referida, se rigen por las disposiciones 
contenidas en el Código Federal de Procedimientos Penales; y, 5) en 
virtud de que la conexidad necesariamente implica la actualización de 
un concurso de delitos (pertenecientes tanto al fuero federal como al 
local), las reglas de punición que deben observarse en estos procesos 
penales federales son las contenidas en el Código Penal Federal. Ahora 
bien, los citados lineamientos determinan el alcance de la jurisprudencia 
1a./J. 45/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, junio de 2010, página 6, de 
rubro: “CONEXIDAD DE DELITOS. LA FACULTAD DEL JUEZ DE 
DISTRITO PARA CONOCER DE LOS DEL FUERO COMÚN QUE 
TENGAN CONEXIDAD CON ILÍCITOS FEDERALES, NO IMPLICA 
QUE LAS CONDUCTAS DEBAN ANALIZARSE A LA LUZ DE LA 
DESCRIPCIÓN TÍPICA PREVISTA EN EL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL.”, ello en atención al sentido ontológico de creación 
legislativa de la competencia por conexidad de delitos, pues la 
naturaleza de la atracción por conexidad tiene la finalidad de asegurar 
el reproche de los delitos de carácter federal cometidos a través del 
empleo de delitos ordinarios del fuero común. De acuerdo con estas 
directrices, cualquier fundamentación distinta a la trazada constituye 
una violación al ejercicio debido de la competencia por conexidad, 
establecida en el artículo 73, fracción XXI, párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 



 

Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Horacio Nicolás Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiocho de 
agosto de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintinueve de 
agosto de dos mil trece. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/rfr. 

       
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 90/2013 (10ª). 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. LA DETERMINACIÓN DE LAS NORMAS 
PENALES QUE PREVÉN EL DELITO COMETIDO Y SUS 
CONSECUENCIAS JURÍDICAS EN EL EJERCICIO DE LA 
FACULTAD COMPETENCIAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, 
FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
SALVAGUARDA EL DERECHO HUMANO A LA DEFENSA 
ADECUADA. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sostuvo, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 89/2013 (10ª), de 
rubro: “CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES QUE RIGEN EL 
EJERCICIO DE LA FACULTAD COMPETENCIAL PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
(ALCANCES DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 45/2010).”, que la 
competencia excepcional por conexidad constituye una facultad 
constitucional que dota al Ministerio Público de la Federación y a las 
autoridades judiciales federales para conocer y sancionar delitos del 
fuero común cuando tengan conexidad con un diverso ilícito federal. 
Ahora bien, el ejercicio de esta competencia excepcional comprende la 
aplicación de las normas de previsión de las conductas delictivas y de 
sanción en atención a la naturaleza de los ilícitos que se concretan. De 
ahí que la correcta determinación de las normas penales en las que se 
prevén el delito cometido y sus consecuencias jurídicas, tiene el 
objetivo de salvaguardar el derecho humano de defensa adecuada al 
que tiene acceso el imputado, pues de esta forma estará en 
condiciones de enfrentar el proceso penal a partir de la base de certeza 
y seguridad jurídica que le otorga el conocer de manera plena la 
naturaleza jurídica y fáctica de la imputación, sin riesgo de que ello se 
altere con posterioridad de manera arbitraria. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Horacio Nicolás Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 



 

Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiocho de 
agosto de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintinueve de 
agosto de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 91/2013 (10ª) 
 
 

FUSIÓN DE SOCIEDADES MERCANTILES. EN MATERIA FISCAL, 
SURTE EFECTOS DESDE LA FIRMA DEL CONTRATO O CONVENIO 
RESPECTIVO. La fusión es un negocio corporativo (exclusivo de 
sociedades) de carácter complejo y naturaleza contractual, desarrollado 
en diversas etapas sucesivas y cuyos efectos se traducen en la sucesión 
universal del activo y del pasivo de la o las sociedades fusionadas en 
favor de la fusionante, lo que implica el paso y la adición de los socios de 
aquéllas a los de ésta; además, genera la extinción de la o las fusionadas, 
ya sea para incorporarse a una existente (fusión por incorporación) o para 
integrar y constituir una nueva (fusión por integración). Ahora, si bien es 
cierto que la naturaleza del acto de fusión es eminentemente mercantil, 
según se advierte de los artículos 222 a 226 de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles, cuyos efectos para con los acreedores de las 
sociedades participantes y relaciones jurídicas de índole comercial, 
siguen surtiéndose tres meses después de su inscripción en el Registro 
Público de Comercio, también lo es que, en materia fiscal, es distinto, 
porque en ésta la legislación pretende que el fisco tenga conocimiento de 
determinados actos atendiendo a la realidad económica y financiera de la 
empresa desde que se realiza la fusión. Así, de los artículos 11, 14, 
fracción IX, 14-B, 32-A, fracción III, y 27 del Código Fiscal de la 
Federación, 19 y 20 de su reglamento, así como 14, párrafo 
antepenúltimo, 25, párrafos primero, tercero y cuarto, y 71 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, deriva que el legislador ha regulado los diversos 
efectos originados a partir de la eficacia jurídica interna de la fusión, es 
decir, los derechos y las obligaciones derivados del contrato o acuerdo de 
fusión válidamente adoptado, los que inician con una serie de actos para 
instrumentar la incorporación de bienes en la sociedad fusionante o en la 
que surja de la fusión, así como para que ésta continúe con las 
actividades de las fusionadas. Esto es, en el ámbito fiscal surgen diversas 
consecuencias y obligaciones con motivo de la firma del contrato o 
convenio de fusión, entre las cuales se encuentran la terminación 
anticipada del ejercicio de las fusionadas; la de solicitar autorización 
cuando se pretenda realizar una fusión dentro de los cinco años 
posteriores a que se hubiere llevado a cabo una anterior; las obligaciones 
que asumen los fedatarios públicos al protocolizar un convenio de fusión; 
las de dictaminar y presentar los avisos y declaraciones correspondientes, 
así como la actualización de supuestos de desincorporación o 
desconsolidación del régimen de consolidación fiscal. Tales aspectos 
regulados son parte de la realidad (económica y jurídica) de las empresas 
que participan en la fusión y no dependen de la inscripción del convenio 
en el Registro Público de Comercio, pues ocurren sin necesidad de que 
ésta se realice. Por tanto, en materia fiscal, la fusión surte efectos desde 
el momento en que se firma el contrato o convenio de fusión, derivado de 
la regulación que las disposiciones aplicables realizan de la eficacia y 
consecuencias que genera para las partes y los socios tal acto jurídico, 
salvo cuando haya existido oposición judicial en la vía sumaria por 
cualquier acreedor, siempre que hubiere sido declarada fundada.  

  
Contradicción de tesis 452/2011. Suscitada entre el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito. 10 de julio de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 



 

Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,- C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiocho de agosto 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintinueve de agosto de 
dos mil trece. Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL 92/2013 (10ª) 
 

PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. NO CESA EN SUS 
EFECTOS CON EL MERO DICTADO DE LA SENTENCIA QUE LOS 
FIJA EN DEFINITIVA, PUES DEBEN APRECIARSE TANTO LOS YA 
PRODUCIDOS COMO LOS QUE PUEDE SEGUIR GENERANDO. La 
causal de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XVI de la 
Ley de Amparo (en vigor hasta el 2 de abril de 2013), debe implicar la 
desaparición total de la violación de los derechos transgredidos con el 
acto reclamado; en consecuencia, para su actualización, es preciso que 
los efectos de la violación reclamada desaparezcan en su totalidad, de 
modo que ya no sea posible cumplir con el objetivo buscado en el 
amparo. En esa virtud, el dictado de la sentencia que fija la pensión 
definitiva, no es suficiente para considerar que cesaron los efectos de la 
provisional, pues si se tiene en cuenta que los alimentos son de tracto 
sucesivo e indispensables para la subsistencia, los efectos de la 
pensión provisional deben analizarse en dos sentidos, pues por un lado 
deben tenerse en cuenta los que se produjeron desde el momento en 
que se emitió, hasta el dictado de la sentencia que fija la definitiva; y por 
otro, aquellos que a pesar de ese dictado se pueden seguir generando. 
Así, viendo hacia el pasado,  es dable afirmar que la pensión alimenticia 
definitiva no extingue los efectos que la provisional ya ha producido, 
pues al ser autónoma e independiente de ésta, no elimina las 
violaciones a los derechos humanos que a través de la provisional se 
hayan cometido y reclamado en el amparo, por tanto, no puede 
considerarse que la finalidad perseguida en el juicio constitucional 
carezca de objeto. En efecto, si se tiene en cuenta que la parte 
acreedora generalmente pretenderá combatir esa determinación en el 
amparo, argumentando que la pensión es deficiente, y que por su parte, 
el deudor puede  alegar que es excesiva o que no debió concederse por 
no estar demostrado el vínculo en que la actora sustentó su pretensión, 
es claro que ante esa posibilidad de reclamos, no puede considerarse 
que la determinación que fija la pensión definitiva prive de sentido el 
análisis constitucional de la provisional, pues la pensión definitiva en 
modo alguno erradica las violaciones cometidas a través de la decisión 
que fija los alimentos de manera provisional, lo cual sí puede ocurrir con 
la concesión del amparo, de manera que en caso de actualizarse una 
causa de improcedencia ésta no es la relativa a la cesación de efectos. 
Por otro lado, viendo hacia el futuro, debe decirse que si bien esta 
Primera Sala ha señalado que la pensión provisional cesa con el mero 
dictado de la sentencia que fija la definitiva, pues la provisional subsiste 
hasta el momento en que se dicta la sentencia que resuelve la 
controversia planteada, ésta afirmación debe entenderse desde un 
punto de vista meramente formal, más no material, pues aunque 
formalmente el dictado de la sentencia que fija en definitiva los 
alimentos, sustituye a la resolución que los establece de manera 
provisional, ello no siempre es así desde el punto de vista material, 
pues como los alimentos son de tracto sucesivo, los efectos materiales 
de la pensión provisional sólo pueden dejar de producirse cuando la 
pensión definitiva ya es susceptible de ejecución. 
  
Contradicción de tesis 192/2013. Suscitada entre el Tribunal 
Colegiado del Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito. 3 de julio de 2013. La votación se 
dividió en dos partes. Mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 



 

cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiocho de agosto 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintinueve de agosto de 
dos mil trece. Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL 93/2013 (10ª) 
         
 

SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO ORAL. EN CONTRA 
DEL AUTO QUE ORDENA LA CITACIÓN DEL INVESTIGADO A LA 
AUDIENCIA DE “FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN”, PROCEDE 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. (LEGISLACIONES DE LOS 
ESTADOS DE DURANGO Y CHIHUAHUA). La figura de la 
“formulación de la imputación” dentro del sistema de justicia penal 
acusatorio oral, se define en los códigos adjetivos penales de los 
Estados de Chihuahua y Durango, respectivamente, de la siguiente 
manera: “El acto procesal que corresponde de forma exclusiva al 
Ministerio Público, mediante el cual comunica al imputado, en presencia 
del Juez, que desarrolla una investigación en su contra respecto de uno 
o más hechos determinados”; y “La comunicación que el Ministerio 
Público efectúa al imputado, en presencia del juez, de que se desarrolla 
una investigación en su contra respecto de uno o más hechos que la ley 
señale como delitos”. En ambos Estados de la República se establece 
que la formulación de la imputación se realiza cuando el Ministerio 
Público considera oportuno formalizar el procedimiento por medio de la 
intervención judicial y, para ello, debe solicitar al juzgador la celebración 
de una audiencia para que pueda comunicarle al investigado la 
formulación de la imputación. Audiencia para la cual la autoridad 
jurisdiccional citará al investigado, a quien se le indicará que tendrá que 
acudir acompañado de su defensor, con el apercibimiento de ley, que 
de no comparecer se ordenará su aprehensión. Ahora bien, el auto con 
apercibimiento de aprehensión que emite la autoridad jurisdiccional, es 
un acto que trasgrede el derecho sustantivo a la libertad deambulatoria 
de la persona apercibida, pues coloca al individuo en una situación 
ineludible de obediencia ante un mandato judicial, perturbándolo en su 
esfera jurídica de manera inminente por el solo hecho de no acudir, ya 
que a partir de ahí puede ordenarse y ejecutarse su aprehensión; 
además, a partir del instante en que se emite el apercibimiento en 
comento, se actualiza una afectación a la libertad deambulatoria de la 
persona, pues la orden de citación para que se le formule la imputación 
tiene por objeto lograr su comparecencia para que continúe la secuela 
procesal; ello implica que su derecho a la libertad puede verse 
restringido al menos parcialmente, en la medida en que aparte de que 
obligadamente tiene que acudir a la citada audiencia, debe, a partir de 
ahí, sufrir una perturbación indirecta de la libertad con motivo de las 
consecuencias que deriven de la prosecución del procedimiento que 
requieren de su ineludible presencia. Por consiguiente, se estima que el 
auto de mérito es un acto que afecta su libertad en atención a los 
efectos que produce, lo cual se traduce en un acto de imposible 
reparación susceptible de ser combatido a través del juicio de amparo 
indirecto, conforme a los artículos 107, fracción III, inciso b), de la 
Constitución Federal y 107, fracción V, de la Ley de Amparo vigente. 
 
Contradicción de tesis 97/2013. Suscitada entre el Octavo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, en 
apoyo del Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito. 14 de agosto de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 



 

Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruíz 
Palma. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cuatro de septiembre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, cinco de septiembre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 94/2013 (10ª) 
         
 

TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO EN MATERIA MERCANTIL. 
LAS PRESTACIONES RECLAMADAS EN DICHO JUICIO SON DE 
CUANTÍA INDETERMINADA, POR LO QUE PREVIAMENTE A 
IMPUGNAR EN AMPARO DIRECTO LA RESOLUCIÓN QUE LE 
PONE FIN A AQUÉLLA, DEBE AGOTARSE EL RECURSO DE 
APELACIÓN. De la reforma al Código de Comercio, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 2012, se advierte que la 
cuantía de un juicio mercantil se fija tomando como base únicamente la 
prestación principal reclamada en la demanda; de ahí que, para ese 
efecto, no es válido acudir a algún factor ajeno a aquélla. Ahora, si bien 
es cierto que la tercería excluyente de dominio en materia mercantil, se 
vincula al juicio al que se encuentra afecto el bien o los bienes que el 
tercerista pretende excluir, también lo es que no autoriza a tomar en 
cuenta la cuantía de ese juicio para determinar la de la tercería pues 
ésta, formal y materialmente, constituye un juicio autónomo, en donde 
la materia de la controversia es distinta a la del juicio con el cual se 
vincula; tan es así, que la tercería se ventila por cuerda separada, 
porque a través de ella se ejercita una acción nueva y diversa a la que 
se discute en el juicio preexistente. Consecuentemente, si en la tercería 
excluyente de dominio el tercerista sólo busca que se le reconozca la 
propiedad o dominio de uno, varios o todos los bienes en el juicio 
respecto del cual se promueve, se concluye que dicha tercería es un 
juicio de cuantía indeterminada, en tanto que el tercerista no persigue 
como prestación principal el pago de una cantidad líquida determinada 
o susceptible de determinarse a través de una simple operación 
aritmética, sino únicamente que se le respete su derecho de propiedad 
o de dominio en relación con el bien o los bienes que pretende excluir 
de la afectación generada con el juicio preexistente en que hace valer la 
tercería, de ahí que si por la propia naturaleza del fin que se persigue a 
través de la tercería, ésta debe considerarse de cuantía indeterminada, 
entonces para la procedencia del juicio de amparo directo, tratándose 
de tercerías excluyentes de dominio derivadas de juicios mercantiles, es 
necesario agotar el recurso de apelación pues, por un lado, el artículo 
1339 Bis del Código de Comercio, establece que los asuntos de cuantía 
indeterminada siempre serán apelables y, por otro, es necesario agotar 
los recursos ordinarios antes de promover el juicio de amparo, al ser 
una regla institucional del sistema procesal que implica que las 
autoridades judiciales locales deben solucionar las controversias que se 
sujetan a su jurisdicción, antes de que dichas disputas sean sometidas 
al conocimiento de las autoridades que ejercen la jurisdicción 
constitucional; de ahí que al justiciable le sea obligatorio agotar los 
recursos ordinarios antes de acceder a la justicia de amparo, pues así 
lo exige el principio de definitividad contenido en el artículo 107, fracción 
III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como los artículos 44, 46 y 158 de la Ley de Amparo, 
vigente hasta el 2 de abril de 2013, cuyo contenido en el tema que 
interesa esencialmente se reitera en el artículo 170 de la Ley de 
Amparo vigente a partir del 3 de abril de 2013. 
 
Contradicción de tesis 248/2013. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, 
en auxilio del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Sexto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en 



 

Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito. 28 de agosto de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cuatro de septiembre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, cinco de septiembre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 95/2013 (10ª) 
         
 

APELACIÓN EN EL JUICIO MERCANTIL. PARA LA PROCEDENCIA 
DE DICHO RECURSO POR RAZÓN DE LA CUANTÍA DEBE 
ATENDERSE, POR REGLA GENERAL, A LA NORMA VIGENTE AL 
MOMENTO DE APELAR, SALVO QUE EXISTAN DERECHOS 
ADQUIRIDOS O DISPOSICIONES TRANSITORIAS QUE PREVEAN 
UNA VIGENCIA ESPECÍFICA DEL SUPUESTO NORMATIVO. La 
norma aplicable para determinar la procedencia del recurso de 
apelación en razón de la cuantía del juicio, prevista en los artículos 
1339 y 1340 del Código de Comercio, debe ser la vigente al momento 
de actualizarse el supuesto respectivo, al ser de carácter procesal, es 
decir, cuando llegue el momento de apelar la sentencia, como regla 
general. Lo anterior, porque de acuerdo con las teorías de los derechos 
adquiridos y de los componentes de la norma, en las cuales se ha 
apoyado esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para determinar 
la vigencia de las leyes en el tiempo, las facultades y cargas procesales 
de las partes se concretan en la etapa para la cual están previstas, de 
suerte que mientras no se actualice el supuesto normativo, el derecho 
no se ha adquirido sino sólo constituye una expectativa de derecho, y si 
la norma cambia antes de llegar a la etapa correspondiente, una vez 
actualizada ésta debe regir la nueva norma. Y lo mismo puede 
sostenerse bajo la teoría de los componentes de la norma, porque 
hasta que el procedimiento llega a cierta etapa tiene lugar el supuesto 
y, por tanto, también su consecuencia. Sin embargo, sobre dicha norma 
general se advierten dos excepciones que derivan: 1) de las normas 
transitorias de los decretos de reformas a tales preceptos, publicados 
en el Diario Oficial de la Federación el 17 de abril y el 30 de diciembre 
de 2008, respectivamente, donde el legislador dispuso expresamente 
que las nuevas reglas no serían aplicables a juicios cuya demanda se 
hubiera admitido con anterioridad a la entrada en vigor del primer 
decreto (90 días después de su publicación); y, 2) del derecho adquirido 
por las partes que, antes de la reforma publicada en el mismo medio de 
difusión oficial el 9 de enero de 2012, hubieran interpuesto y se les 
hubiera admitido recurso de apelación preventiva, pues con esto se 
generó en su favor el derecho de apelar contra la sentencia definitiva, 
del cual no puede privárseles con la nueva regla que incrementa el 
importe mínimo del negocio para admitir el recurso respectivo, porque 
entonces ésta sería retroactiva en perjuicio de los interesados. Lo 
anterior, en el entendido de que el juzgador no debe desconocer la 
facultad de las partes de renunciar a los recursos a que tienen derecho, 
en términos del artículo 1053, fracción IV, en relación con los diversos 
1051 y 1052 del Código de Comercio. 
  
Contradicción de tesis 246/2013. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, 
en apoyo del Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito; el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito; y 
el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito. 28 de agosto de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretarias: Mireya Meléndez Almaraz y 
Mónica Cacho Maldonado. 



 

 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cuatro de septiembre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, cinco de septiembre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 96/2013 (10ª) 
 
 

ACCIÓN CAUSAL. EL ENDOSATARIO EN PROPIEDAD DE UN 
TÍTULO DE CRÉDITO NO PUEDE EJERCERLA CONTRA EL 
SUSCRIPTOR ORIGINAL. Del artículo 168 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito se advierte que la acción causal es 
independiente de la acción cambiaria, al subsistir si ésta se pierde, 
siempre que derive del negocio que originó el título de crédito o su 
transmisión y que no hubiera novación. Lo anterior, porque la emisión o 
transmisión de los títulos de crédito proviene de un negocio jurídico 
subyacente, lo que implica que por cada endoso se generan diversas 
relaciones jurídicas entre endosatarios y endosantes. Por tanto, para 
que el suscriptor de un título de crédito pueda ser demandado mediante 
una acción causal, es requisito que haya sido parte en el negocio 
jurídico del cual deriva dicha acción, con base en el principio res inter 
alios acta (relatividad de los contratos). En consecuencia, el endosatario 
en propiedad de un título de crédito no puede ejercer acción causal 
contra el suscriptor original, toda vez que éste carece de legitimación 
pasiva para ser demandado por el último tenedor, ya que no comparten 
una relación jurídica causal entre ellos, lo cual además contrasta con 
las acciones cambiarias, que emanan de los títulos de crédito que 
pueden exigirse contra el deudor original en la vía directa o contra los 
demás signatarios en vía de regreso. 
 
Contradicción de tesis 170/2013. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito. 28 de agosto de 2013. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Rocío Balderas Fernández. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha once de septiembre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, doce de septiembre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 97/2013 (10ª) 
         
 

AMPARO DIRECTO EN MATERIA MERCANTIL. EL AUTORIZADO 
POR LAS PARTES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1069, PÁRRAFO 
TERCERO, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO ESTÁ FACULTADO 
PARA PROMOVER AQUEL JUICIO A NOMBRE DE SU 
AUTORIZANTE. La acción es un derecho subjetivo procesal para 
promover y mantener un juicio ante un órgano jurisdiccional, cuyo 
ejercicio corresponde iniciarlo a quien plantea una pretensión litigiosa y 
dice ser titular de un derecho controvertido, por lo que los actos 
vinculados directamente con la fijación de tal pretensión inicial, como lo 
es la formulación de la demanda, son exigibles al titular del derecho de 
acción o a su representante legal o apoderado. Tal criterio, aplicado al 
juicio de amparo, implica que para formular la demanda sea exigible 
que la petición provenga de quienes figuran como quejosos (o sus 
representantes legales o apoderados), pues al ser los titulares de la 
acción, son los únicos legitimados para decidir qué actos son los que 
les ocasionan perjuicio y de qué forma se lesionan sus garantías 
individuales o derechos humanos, conforme al principio de instancia de 
parte agraviada que rige en el juicio de amparo, acorde con los artículos 
107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 4o. de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 
2013, y 5o., fracción I, y 6o. de la Ley de Amparo vigente desde el 3 del 
mismo mes y año. En ese sentido, la demanda de amparo debe 
formularse por el quejoso o su representante legal o apoderado, sin que 
pueda sustituirse por un autorizado designado en los términos amplios 
que prevé el artículo 1069, párrafo tercero, del Código de Comercio, 
porque incluso de los artículos 13 de la Ley de Amparo abrogada y 11 
de la ley vigente, se advierte que dicha autorización sólo surte efectos 
para atender procesalmente el juicio mercantil de origen, ya que el 
alcance de las facultades de “defensa de los derechos del autorizante”, 
no se traduce en que pueda realizar cualquier acto en nombre de éste, 
sino que su participación, por un lado, debe entenderse limitada a la 
tramitación del proceso mercantil de origen, por ser una autorización de 
tipo procesal en la que el legislador no previó que el autorizado 
adquiriera el carácter de representante legal; y, por otro, porque tales 
facultades procesales deben armonizarse con el principio de instancia 
de parte agraviada que rige en materia de amparo, acorde con el cual 
se reserva al quejoso como directamente afectado la formulación de la 
demanda de amparo directo en materia mercantil. En consecuencia, en 
el juicio de amparo directo en esta materia, la demanda debe provenir 
directamente de quien figura como quejoso o de su representante legal 
o apoderado, calidades que no se surten respecto del autorizado 
conforme al artículo 1069, párrafo tercero, del Código de Comercio. 
 
Contradicción de tesis 135/2013. Entre las sustentadas por el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, el Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y Administrativa del Décimo Tercer Circuito y el Quinto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, 
con residencia en Cuernavaca, Morelos, en apoyo al Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito. 28 de agosto de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 



 

cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha once de septiembre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, doce de septiembre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 98/2013 (10ª) 
         
 

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. AUN CUANDO OPERE LA 
PRESUNCIÓN DE SU EXISTENCIA, EN TÉRMINOS DEL PÁRRAFO 
TERCERO DEL ARTÍCULO 132 DE LA LEY DE AMPARO, PARA 
ACREDITAR LOS REQUISITOS DE LAS FRACCIONES I Y III DEL 
ARTÍCULO 124 DE ESE MISMO ORDENAMIENTO, DEBE 
DEMOSTRARSE, AUNQUE SEA INDICIARIAMENTE, QUE TAL 
ACTO AGRAVIA AL QUEJOSO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 
2 DE ABRIL DE 2013). Aun cuando el juicio de amparo es una 
institución de buena fe, no se pueden soslayar los requisitos que la 
propia ley establece para la procedencia de la suspensión del acto 
reclamado. Además, son dos situaciones distintas: una, la existencia de 
actos y otra, acreditar los elementos contemplados en la ley. Por ello, el 
hecho de que en términos del párrafo tercero del artículo 132 de la Ley 
de Amparo, opere la presunción de existencia del acto reclamado 
respecto del cual se solicite la suspensión definitiva, es inconducente 
para tener por demostrado el interés del quejoso a fin de obtener dicha 
medida cautelar y, por tanto, para tener por colmados los requisitos 
establecidos en las fracciones I y III del artículo 124 del mismo 
ordenamiento. Por ende, el otorgamiento de tal medida se encuentra 
condicionado a que exista en los cuadernos del incidente de 
suspensión, por lo menos, algún elemento de convicción que pueda 
demostrar, aunque sea de manera indiciaria, que tal acto agravia al 
quejoso, pues no debe pasarse por alto que al resolverse sobre el 
particular, debe decidirse si procede suspender algún acto que cause o 
pueda causar daños y perjuicios de difícil reparación al agraviado. Esto, 
en el entendido de que tal demostración indiciaria implica que se tome 
como base un hecho, circunstancia o documento, cierto y conocido por 
virtud del cual, realizando una deducción lógica, el juzgador de amparo 
pueda presumir válidamente que quien solicita la medida cautelar 
resultará agraviado, además de que se pueda inferir que efectivamente 
la ejecución de los actos reclamados le causarán daños y perjuicios de 
difícil reparación. 
  
Contradicción de tesis 175/2013. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y el entonces 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito. 4 de septiembre de 2013. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha once de septiembre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, doce de septiembre de 
dos mil trece. Doy fe. 

 
 
MSN/lgm. 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 99/2013 (10ª). 
 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. EFECTOS DE LA VIOLACIÓN AL 
DEBIDO EJERCICIO DE LA COMPETENCIA EXCEPCIONAL 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS (ALCANCES DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
45/2010). En términos del artículo 73, fracción XXI, párrafo segundo de 
la Constitución Federal, la competencia excepcional por conexidad de 
delitos es la facultad que dota al Ministerio Público de la Federación y a 
las autoridades judiciales federales para conocer de delitos del fuero 
común que tengan conexidad con algún ilícito federal. Ahora bien, en 
virtud de que la competencia es un elemento de orden público, es 
necesario que en el proceso penal este presupuesto se cumpla para 
validar su constitucionalidad. Ello es así, porque la figura de la 
conexidad comprende la aplicación concreta de las normas de previsión 
de las conductas delictivas y de sanción en atención al carácter federal 
o local de los ilícitos que se concretan. Así, como fundamento jurídico 
para el delito del fuero federal, deben aplicarse las normas penales 
respectivas de carácter federal y para el delito local, la previsión 
normativa debe sustentarse en el ordenamiento jurídico penal de la 
entidad federativa correspondiente. Cabe precisar que el proceso penal 
tendrá que instruirse de conformidad con las disposiciones contenidas 
en el Código Federal de Procedimientos Penales, por ser la norma que 
rige la substanciación del juicio ante el juzgador federal. Además, debe 
tenerse en cuenta que un juez federal solamente puede conocer de un 
asunto que actualice el supuesto de competencia excepcional por 
conexidad, cuando el Ministerio Público de la Federación determine 
atraer la investigación por un delito del fuero común que tenga 
conexidad con alguno de carácter federal y ejerza acción penal por los 
mismos. Sin embargo, cuando el Fiscal de la Federación funde la 
previsión de un delito del fuero común en normas penales de carácter 
federal y no en el ordenamiento penal estatal que resulte aplicable, la 
autoridad judicial que conozca del asunto estará en la posibilidad de 
delimitar el correcto ejercicio de la competencia constitucional por 
conexidad de delitos, mediante la precisión de las normas penales 
aplicables en atención al carácter federal o local de cada uno de los 
ilícitos, al momento en que resuelva el pedimento de orden de 
aprehensión o dicte el auto de plazo constitucional. De no acontecer lo 
anterior y la violación al ejercicio debido de la referida competencia por 
conexidad de delitos se advierta en un juicio de amparo que se 
promueva contra alguna de las resoluciones judiciales dictadas en el 
proceso penal federal, en las que se determina la situación jurídica del 
encausado, el órgano de control constitucional deberá conceder la 
protección de la Justicia Federal para el efecto de que se resarza 
plenamente la violación constitucional detectada en el proceso penal, 
cuyo alcance dependerá de la etapa en que éste se encuentre, pero en 
ningún caso implicará su anulación total. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 



 

Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Horacio Nicolás Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  once de 
septiembre de dos mil trece. México, Distrito Federal, doce de 
septiembre de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 100/2013 (10ª). 
 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES A SEGUIR CUANDO EN 
UN AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA EL AUTO DE 
FORMAL PRISIÓN SE ADVIERTE VIOLACIÓN AL DEBIDO 
EJERCICIO DE LA COMPETENCIA EXCEPCIONAL PREVISTA EN 
EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Entre los supuestos que actualizan la violación al debido 
ejercicio de la competencia excepcional prevista en el artículo 73, 
fracción XXI, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, se identifican los siguientes: I) cuando en 
un auto de plazo constitucional dictado por un juez federal que decreta 
la formal prisión por un delito federal y otro del fuero común, este último 
se fundamenta en alguna ley penal de carácter federal y no en el 
ordenamiento sustantivo penal estatal correspondiente; y, II) cuando en 
la resolución dictada por un tribunal unitario que, con motivo del recurso 
de apelación interpuesto contra el referido auto de plazo constitucional, 
se reitera la violación al debido ejercicio de la competencia 
constitucional excepcional por conexidad de delitos. En ambos 
supuestos, la interposición del juicio de amparo indirecto promovido 
contra los referidos actos, deberá tener como resultado conceder la 
protección constitucional para el efecto de que: a) la autoridad 
responsable deje insubsistente el auto de plazo constitucional 
reclamado; y, b) en su lugar, dicte otra resolución en la que establezca 
la previsión del delito del fuero común que resulte procedente, en 
términos de la ley penal estatal que resulte aplicable. Sin embargo, para 
el caso de que se haya decretado el cierre de instrucción y ordenado la 
suspensión del procedimiento en espera de que se resuelva el medio 
de control constitucional, deberá adicionarse como efecto del amparo 
que una vez realizadas las acciones precisadas en los incisos 
anteriores, se deje también sin efectos el auto que declaró el cierre de 
instrucción para mantener abierta la etapa procedimental de instrucción, 
a fin de que las partes, a través de un plazo probatorio extraordinario, 
estén en posibilidad de ejercer su derecho de defensa, mediante el 
ofrecimiento de los medios de convicción que a su interés convenga en 
relación con la traslación normativa efectuada en el nuevo auto de plazo 
constitucional dictado en cumplimiento a la ejecutoria de amparo. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 



 

Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Horacio Nicolás Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  once de 
septiembre de dos mil trece. México, Distrito Federal, doce de 
septiembre de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

      
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 TESIS JURISPRUDENCIAL 101/2013 (10ª). 
 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES A SEGUIR CUANDO EN 
UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA UNA 
SENTENCIA DEFINITIVA SE ADVIERTE VIOLACIÓN AL DEBIDO 
EJERCICIO DE LA COMPETENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, 
FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Entre los 
supuestos que actualizan la violación al debido ejercicio de la 
competencia prevista en el artículo 73, fracción XXI, párrafo segundo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 
encuentra la sentencia dictada en un proceso penal federal por delitos 
federal y del fuero común, en la que el ilícito local se prevé y sanciona 
conforme una ley penal federal y no así conforme al ordenamiento 
penal estatal que resulta aplicable. En este supuesto, cuando un 
tribunal colegiado de circuito conozca del juicio de amparo directo 
promovido en contra de ese fallo definitivo, deberá conceder la 
protección constitucional para el efecto de que: a) la autoridad 
responsable deje insubsistente el acto reclamado; b) en su lugar, dicte 
otra resolución en la que revoque la sentencia de primera instancia y 
ordene la reposición del procedimiento hasta la diligencia judicial 
inmediata anterior al auto que declara cerrada la instrucción; esto, con 
la finalidad de que el juez de primera instancia emita una determinación 
en la que establezca la adecuada previsión del delito del fuero común 
materia del proceso penal, en términos de la legislación estatal 
aplicable y proceda a la notificación de la traslación normativa a las 
partes, a efecto de que éstas, a través de un plazo probatorio 
extraordinario, estén en posibilidad de ejercer su derecho de defensa, 
por medio del ofrecimiento de los medios de convicción que a su interés 
convenga, en relación con la traslación normativa efectuada. Lo cual 
permite al procesado tener conocimiento preciso de la previsión 
normativa del delito del fuero común por el que se le instruye proceso 
penal. Una vez realizado lo anterior, el juzgador federal deberá 
continuar con el proceso hasta su conclusión, en el entendido que de 
dictar nuevamente sentencia condenatoria, específicamente por lo que 
respecta al delito del fuero común, no deberá imponer penas que 
superen las determinadas con anterioridad en la sentencia declarada 
inconstitucional, en estricta observancia al principio de non reformatio in 
peius. Esta directriz tiene por objeto salvaguardar en el proceso penal 
todas las diligencias relacionadas con la producción de pruebas en la 
etapa de instrucción y además, evitar la dilación del asunto para que 
una vez que las partes hagan valer sus derechos en lo atinente a la 
traslación normativa, se declare el cierre de instrucción y, una vez que 
las partes formulen conclusiones, se proceda al dictado de la sentencia 
teniendo como base las disposiciones legales penales del fuero federal 
y local que resultan aplicables en atención a la naturaleza de cada uno 
de los delitos. Respecto al cumplimiento de las directrices establecidas, 
el juez federal de primera instancia tendrá que procurar concluir el 
procedimiento de instrucción en un tiempo prudente, mediante la 
implementación de las medidas que juzgue necesarias, a fin de 
garantizar la prontitud en la impartición de justicia y, de esta forma, no 
vulnerar el contenido normativo del artículo 17, párrafo segundo, de la 
Constitución Federal. 
 



 

Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Horacio Nicolás Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  once de 
septiembre de dos mil trece. México, Distrito Federal, doce de 
septiembre de dos mil trece. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
MSN/rfr. 

          
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 102/2013 (10ª). 
 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES A SEGUIR EN UN JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN CONTRA DE LA 
RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA QUE ORDENÓ LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO A ETAPAS POSTERIORES AL 
AUTO QUE DECLARA CERRADA LA INSTRUCCIÓN, CON 
VIOLACIÓN AL DEBIDO EJERCICIO DE LA COMPETENCIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. Entre los supuestos que actualizan la violación 
al debido ejercicio de la competencia prevista en el artículo 73, fracción 
XXI, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se encuentra la resolución de segunda instancia dictada por 
un tribunal unitario, por la que se revoca la sentencia de primera 
instancia dictada por un delito del fuero federal y otro del fuero común 
que tienen conexidad, para ordenar la reposición del procedimiento de 
primera instancia a una etapa posterior al auto de cierre de instrucción, 
a fin de que se subsane la formulación de conclusiones y el dictado de 
sentencia de primera instancia, teniendo como base que, para el ilícito 
local, se observen las disposiciones de previsión y sanción establecidas 
en el código penal estatal respectivo y no de una ley penal de carácter 
federal. En este supuesto, cuando el órgano de control constitucional 
conozca del juicio de amparo indirecto promovido en contra de ese fallo, 
deberá conceder la protección constitucional para el efecto de que: a) la 
autoridad responsable deje insubsistente el acto reclamado; b) en su 
lugar, dicte otra resolución en la que revoque la sentencia de primera 
instancia y ordene igualmente la reposición del procedimiento, empero, 
hasta la diligencia judicial inmediata anterior al auto que declara cerrada 
la instrucción; esto, con la finalidad de que el juez de primera instancia 
emita una determinación en la que establezca la adecuada previsión del 
delito del fuero común materia del proceso penal, en términos de la 
legislación estatal aplicable y proceda a la notificación de la traslación 
normativa a las partes, a efecto de que éstas, a través de un plazo 
probatorio extraordinario, estén en posibilidad de ejercer su derecho de 
defensa por medio del ofrecimiento de los medios de convicción que a 
su interés convenga, en relación con la traslación normativa efectuada. 
Lo cual permite al procesado tener conocimiento preciso de la previsión 
normativa del delito del fuero común por el que se le instruye proceso 
penal. Una vez realizado lo anterior, el juzgador federal deberá 
continuar con el proceso hasta su conclusión, en el entendido que de 
dictar nuevamente sentencia condenatoria, específicamente por lo que 
respecta al delito del fuero común, no deberá imponer penas que 
superen las determinadas con anterioridad en la sentencia declarada 
inconstitucional, en estricta observancia al principio de non reformatio in 
peius. Esta directriz tiene por objeto salvaguardar en el proceso penal 
todas las diligencias relacionadas con la producción de pruebas en la 
etapa de instrucción y, además, evitar la dilación del asunto para que 
una vez que las partes hagan valer sus derechos en lo atinente a la 
traslación normativa, se declare el cierre de instrucción y una vez que 
las partes formulen conclusiones, se proceda al dictado de la sentencia 
teniendo como base las disposiciones legales penales del fuero federal 
y local que resultan aplicables en atención a la naturaleza de cada uno 
de los delitos. Respecto al cumplimiento de las directrices establecidas, 
el juez federal de primera instancia tendrá que procurar concluir el 



 

procedimiento de instrucción en un tiempo prudente, mediante la 
implementación de las medidas que juzgue necesarias, a fin de 
garantizar la prontitud en la impartición de justicia y, de esta forma, no 
vulnerar el contenido normativo del artículo 17, párrafo segundo, de la 
Constitución Federal. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José 
Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León 
Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: Horacio Nicolás Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a 
formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  once de 
septiembre de dos mil trece. México, Distrito Federal, doce de 
septiembre de dos mil trece. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 103/2013 (10ª) 
 
 

PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. SU INTERRUPCIÓN NO SE 
ACTUALIZA CON LAS MANIFESTACIONES REALIZADAS A 
TRAVÉS DE EXCEPCIONES DE DEFENSA PLANTEADAS EN LA 
CONTESTACIÓN DE DEMANDA FORMULADA EN ANTERIOR 
JUICIO PROMOVIDO EN RELACIÓN CON EL BIEN EN DISPUTA, 
SALVO EN CASOS DE RECONVENCIÓN. (LEGISLACIÓN DE LOS 
ESTADOS DE CHIHUAHUA Y COLIMA). Los artículos 1170 del 
Código Civil del Estado de Chihuahua y 1164 del Código Civil para el 
Estado de Colima establecen, respectivamente, una lista de causales 
de interrupción de la prescripción. Al respecto, la causal de interrupción 
de prescripción que establece la fracción II de los preceptos citados, 
consistente en “cualquier género de interpelación judicial”, es un 
concepto genérico, indeterminado y abierto cuya actualización puede 
suscitarse por hechos diversos; los cuales deberán tener por 
denominador común el que se trate de actos positivos del acreedor, 
como lo es el ejercicio de una acción. En consecuencia, las 
excepciones ejercidas por el demandado en su contestación de 
demanda, no se encuentran incluidas dentro del texto normativo 
“cualquier género de interpelación judicial”, pues el ejercicio de defensa 
que realiza el demandado al contestar la demanda sólo puede tener 
como resultado la detención del proceso o la absolución. En ese 
sentido, el plazo para configurar la prescripción adquisitiva no se 
interrumpe por la oposición que se manifieste a través de excepciones 
de defensa formuladas en un juicio promovido en relación con el bien 
inmueble en disputa, pero sí se interrumpe cuando a través de la 
contestación de demanda se ejerce una acción, en vía de reconvención, 
sobre la posesión del inmueble y se plantean pretensiones por las que 
se busque la declaratoria del órgano jurisdiccional sobre esa posesión 
y, en su caso, una condena relacionada con la misma. 
  
Contradicción de tesis 147/2013. Suscitada entre el entonces Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y 
el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito. 21 de agosto de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres 
votos en cuanto al fondo. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quienes reservaron su derecho a 
formular voto de minoría. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Oscar Echenique Quintana. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha once de septiembre de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, doce de septiembre de dos 
mil trece. Doy fe. 

 
 
 
MSN/lgm. 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 104/2013 (10ª). 
 
PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA 
NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS POR 
LOS GOBERNADOS DEBAN RESOLVERSE CONFORME A SUS 
PRETENSIONES. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a), publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799, con el rubro: “PRINCIPIO 
PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE 
DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE.”, reconoció de que por virtud 
del texto vigente del artículo 1o. constitucional, modificado por el 
decreto de reforma constitucional en materia de derechos 
fundamentales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011, el ordenamiento jurídico mexicano, en su plano superior, 
debe entenderse integrado por dos fuentes medulares: a) los derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos humanos establecidos 
en tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. 
También deriva de la aludida tesis, que los valores, principios y 
derechos que materializan las normas provenientes de esas dos 
fuentes, al ser supremas del ordenamiento jurídico mexicano, deben 
permear en todo el orden jurídico, y obligar a todas las autoridades a su 
aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su 
interpretación. Sin embargo, del principio pro homine o pro persona no 
deriva necesariamente que las cuestiones planteadas por los 
gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus 
pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más 
amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio 
puede ser constitutivo de “derechos” alegados o dar cabida a las 
interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales 
interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho 
aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a 
las últimas que deben ser resueltas las controversias correspondientes. 
 
Amparo directo en revisión 2504/2012. **********. 7 de noviembre de 
2012. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 3250/2012. **********. 9 de enero de 2013. 
Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo 
Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 277/2013. **********. 10 de abril de 2013. 
Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo 
Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo en revisión 112/2013. **********. 17 de abril de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto 
Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 1320/2013. **********. 29 de mayo de 
2013. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veinticinco de 
septiembre de dos mil trece. México, Distrito Federal, veintiséis de 
septiembre de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 105/2013 (10ª) 
         
 

EMPLAZAMIENTO. EL REALIZADO POR CONDUCTO DE UNA 
PERSONA MENOR DE 18 PERO MAYOR DE 16 AÑOS, 
CONSTITUYE UNA DILIGENCIA ILEGAL (LEGISLACIONES DEL 
ESTADO DE COLIMA Y DEL DISTRITO FEDERAL). De los artículos 
116 y 117 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
y sus correlativos 116 y 117 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Estado de Colima, estos últimos vigentes hasta el 8 de septiembre de 
2012, deriva que tratándose de la primera notificación de la demanda, si 
no se encontrare al demandado, se le dejará citatorio para hora fija, y si 
éste no se encuentra nuevamente a dicha hora se le hará la notificación 
por cédula, la cual deberá entregarse con las copias simples de la 
demanda y de la documentación anexa, en el caso que así proceda, a 
los parientes o trabajadores domésticos del interesado o a cualquier 
otra persona que viva o se encuentre en la casa después de que el 
notificador se cerciore de que ahí vive la persona que debe notificar, a 
los cuales se les hará saber el objeto de la diligencia y, por su conducto, 
se comunicará al demandado el término que tiene para contestar la 
demanda y el apercibimiento para el caso de no hacerlo dentro de este 
plazo, de todo lo cual se asentará razón en los autos. Ahora, si bien es 
cierto que los citados artículos no especifican que si no se encontrare a 
la persona llamada a juicio, aquella con la que se practique el 
emplazamiento deba ser mayor de edad, también lo es que este 
requisito se infiere de los artículos 22, 23, 24, 646 y 647 de los Códigos 
Civiles de las entidades federativas citadas, al tenor de los cuales un 
acto jurídico procesal de la importancia y trascendencia del 
emplazamiento, que constituye una actuación judicial y que por su 
finalidad es un acto solemne, esencial para cumplir con el requisito 
constitucional de la debida audiencia de la demandada, sólo puede 
llevarse a cabo con persona que tenga capacidad de ejercicio, es decir, 
quien tiene aptitud reconocida por el derecho para realizar en general 
actos jurídicos y sus implicaciones, como son informar al fedatario 
público las circunstancias peculiares que lo vinculan con el demandado, 
recibir la cédula y los documentos que se acompañan, pues sólo así 
tendrá validez ese acto y certeza de que con quien se atendió la 
diligencia tiene plena capacidad de ejercicio y discernimiento para 
comprender por sí mismo la realización del acto, y las implicaciones 
jurídicas que éste conlleva. En ese orden de ideas, el emplazamiento a 
juicio realizado por conducto de una persona menor de 18 pero mayor 
de 16 años, constituye una diligencia ilegal, toda vez que aquélla carece 
de capacidad de ejercicio, requerida para la celebración de ese acto 
procesal. 
 
Contradicción de tesis 222/2013. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito. 25 de septiembre de 2013.  
La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cuatro votos en cuanto al fondo. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dos de octubre de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, tres de octubre de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 106/2013 (10ª) 
         
 

DELITOS COMETIDOS POR ABOGADOS, PATRONOS Y 
LITIGANTES. LOS ARTÍCULOS 232, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL Y 230, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO PENAL PARA 
EL ESTADO DE NAYARIT PREVÉN UN DELITO AUTÓNOMO Y NO 
UNA AGRAVANTE. Las conductas señaladas en los artículos 232, 
fracción II, del Código Penal Federal y 230, fracción II, del Código Penal 
para el Estado de Nayarit, no constituyen agravantes de los delitos 
previstos, respectivamente, en los artículos 231 y 229 de los códigos en 
mención, sino que conforman ilícitos autónomos. Ello, porque dichos 
numerales no están subordinados a un tipo fundamental, al describir 
legalmente una conducta delictiva de comisión por omisión de manera 
clara y precisa: “abandonar la defensa de un cliente o negocio sin 
motivo justificado y causando daño”; además, porque si bien es cierto 
que tutelan el mismo bien jurídico a que aluden los referidos numerales 
231 y 229, también lo es que adicionalmente protegen otro, 
específicamente el daño que puede sufrir el pasivo por la conducta 
omisiva (ya sea material o moral), lo que da lugar a un tipo complejo no 
dependiente, esto es, incluye otros elementos que le dan vida propia: 1) 
abandonar la defensa de un cliente o negocio; 2) sin motivo justificado; 
y, 3) causando daño. Así, se advierte que no se trata de agravantes de 
las conductas señaladas en los artículos que les anteceden, no 
obstante que en su redacción se señale, respectivamente: “Además de 
las sanciones mencionadas en el artículo anterior, se impondrá prisión 
de tres meses a tres años …” y “Además de las penas mencionadas, se 
podrán imponer de tres meses a tres años de prisión …”, toda vez que 
el ilícito de que se trata no depende de un tipo básico, tampoco se le 
agrega una característica especial que modifique su punibilidad, sino 
simplemente se alude a una penalidad mayor para quien cometa la 
conducta descrita. En todo caso, las expresiones mencionadas 
significan que es posible configurar un concurso ideal o real de delitos. 
 
Contradicción de tesis 288/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Circuito. 18 de septiembre 
de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad 
de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de octubre de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diez de octubre de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 107/2013 (10ª) 
         
 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL CONTRA ACTOS DERIVADOS DE UN 
PROCEDIMIENTO PENAL QUE AFECTAN LA LIBERTAD 
PERSONAL. EL PLAZO PARA QUE EL QUEJOSO EXHIBA LA 
GARANTÍA NECESARIA PARA QUE AQUÉLLA SIGA SURTIENDO 
EFECTOS, NO PUEDE EXCEDER EL DE SETENTA Y DOS HORAS 
QUE OTORGA EL ARTÍCULO 131 DE LA LEY DE AMPARO PARA 
LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA INCIDENTAL (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013). De los artículos 124, 124 
Bis, 130, 131, 136, 138 y 139 de la Ley de Amparo, y en atención a la 
naturaleza, el objeto, los requisitos de procedencia y efectividad de la 
suspensión de los actos reclamados y el principio de celeridad que rige 
en la suspensión, deriva que si el juez de distrito tiene la facultad de 
adoptar las medidas de aseguramiento que estime pertinentes sobre el 
quejoso para evitar que se sustraiga a la acción de la justicia con motivo 
de la suspensión que llegue a concedérsele, es a dicho juzgador a 
quien corresponde, atendiendo a las circunstancias del caso, fijar el 
plazo para que aquél exhiba la garantía necesaria para que siga 
surtiendo efectos la suspensión provisional concedida a su favor contra 
actos derivados de un procedimiento penal que afecta su libertad 
personal, sin que dicho plazo pueda exceder el término de las setenta y 
dos horas siguientes al dictado del auto inicial que le otorga el referido 
artículo 131, para fijar la fecha para celebrar la audiencia incidental. 
 
Contradicción de tesis 293/2013. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Tercer 
Circuito. 2 de octubre de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos en cuanto al fondo. Ausente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de octubre de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, diez de octubre de dos mil 
trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 108/2013 (10ª) 
      
 

AMPARO INDIRECTO EN MATERIA MERCANTIL. EL AUTORIZADO 
POR LAS PARTES EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1069, PÁRRAFO 
TERCERO, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO ESTÁ FACULTADO 
PARA PROMOVERLO A NOMBRE DE SU AUTORIZANTE. Esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo en 
la tesis de jurisprudencia de rubro: “AMPARO DIRECTO EN MATERIA 
MERCANTIL. EL AUTORIZADO POR LAS PARTES EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 1069, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, NO ESTÁ FACULTADO PARA PROMOVER AQUEL 
JUICIO A NOMBRE DE SU AUTORIZANTE.”, que para formular la 
demanda de amparo es necesario que la petición provenga de quienes 
figuran como quejosos (o sus representantes legales o apoderados), 
pues al ser los titulares de la acción, son los únicos legitimados para 
decidir qué actos son los que les ocasionan perjuicio y de qué forma se 
lesionan sus garantías individuales o derechos humanos, conforme al 
principio de instancia de parte agraviada que rige en el juicio de 
amparo, acorde con los artículos 107, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 4o. de la Ley de Amparo, 
vigente hasta el 2 de abril de 2013, y 5o., fracción I, y 6o. de la Ley de 
Amparo vigente desde el 3 del mismo mes y año; de ahí que el quejoso 
no pueda sustituirse por un autorizado designado en los términos 
amplios que prevé el artículo 1069, párrafo tercero, del Código de 
Comercio, porque incluso de los artículos 13 de la Ley de Amparo 
abrogada y 11 de la vigente, se advierte que dicha autorización surte 
efectos sólo para atender procesalmente el juicio mercantil de origen. 
Tales consideraciones sustanciales que fueron analizadas desde la 
perspectiva del trámite del juicio de amparo directo, al resolver la 
contradicción de tesis 135/2013, resultan de aplicación extensiva, en lo 
conducente, al caso del juicio de amparo indirecto, ya que en relación 
con la personalidad de quien promueve el juicio constitucional, la 
legislación de la materia establece reglas generales que permiten 
utilizar la solución de aquella contradicción. En consecuencia, en el 
amparo indirecto en materia mercantil, la demanda debe provenir 
directamente de quien figura como quejoso o de su representante legal 
o apoderado, calidades que no se surten respecto del autorizado 
conforme al artículo 1069, párrafo tercero, del Código de Comercio. 
  
Contradicción de tesis 196/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 2 de octubre de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cuatro votos en cuanto al fondo. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo 
Avante Juárez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de octubre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, diecisiete de octubre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 109/2013 (10ª) 
         
 

MODIFICACIÓN O REVOCACIÓN DE LA SUSPENSIÓN. DEBE 
DARSE TRÁMITE AL INCIDENTE RELATIVO, SIEMPRE Y CUANDO 
NO SEA NOTORIA Y EVIDENTE LA INEXISTENCIA DEL HECHO 
SUPERVENIENTE QUE LO FUNDAMENTA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013). El artículo 140 de la Ley de Amparo, 
vigente hasta la fecha recién señalada, establece la facultad del juez de 
distrito para revocar o modificar su decisión sobre la concesión o 
negativa de la suspensión en el juicio de amparo indirecto, cuando aún 
no exista sentencia ejecutoriada en el juicio de amparo y concurra un 
acontecimiento fáctico que impacte sobre la situación jurídica valorada 
por aquél al dictar la resolución sobre la suspensión. Sin embargo, de 
una interpretación textual y finalista del citado precepto legal se 
desprende que al ser una condición material para la modificación o 
revocación de la suspensión la existencia de un hecho superveniente, la 
determinación del juez al respecto deberá tomarse una vez que 
escuche a las partes del juicio de amparo y les haya permitido presentar 
pruebas y alegatos, tal como ocurre en el procedimiento ordinario de un 
incidente de suspensión de conformidad con el artículo 131 de la 
referida legislación. Por ende, el hecho superveniente no constituye un 
requisito de procedencia del incidente de modificación o revocación de 
la suspensión al que da lugar el artículo 140 de la Ley de Amparo 
abrogada; por el contrario, su calificativa como superveniente implica en 
sí misma un pronunciamiento sobre la viabilidad de tal situación fáctica 
para afectar el estatus jurídico que motivó la concesión o negativa de la 
suspensión. Por tales razones, se concluye que con la excepcionalidad 
de que sea notoria y evidente la inexistencia del hecho superveniente, 
el juzgador deberá tramitar el incidente relativo de acuerdo con las 
reglas previstas en los artículos 358 a 364 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, supletorio de la ley citada en términos de su 
artículo 2o., con el fin de permitir a las partes del juicio presentar 
pruebas y alegatos. Dicha notoria y evidente inexistencia no se origina 
por una simple deficiencia en la carga probatoria por el promovente, 
pues ello es materia de fondo del propio incidente; más bien, se dará 
cuando desde la solicitud interpuesta para modificar o revocar la 
suspensión, el juez advierta de forma clara e indubitable que no se 
satisfacen los requisitos primarios de un hecho superveniente; por 
ejemplo, podrá desecharse la solicitud del incidente cuando los 
acontecimientos o las pruebas aducidas como una causa superveniente 
ya fueron valoradas en la resolución de la suspensión, no guarden 
indiciariamente una relación con las partes o el acto reclamado, o ya 
hayan sido señalados por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
como causas no supervenientes, como la emisión y publicación de la 
jurisprudencia. 
 
Contradicción de tesis 120/2013. Entre las sustentadas por el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 
2 de octubre de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
tres votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cuatro votos en cuanto al fondo. Ausente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de octubre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, diecisiete de octubre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 110/2013 (10ª) 
 
 

DAÑOS Y PERJUICIOS DERIVADOS DEL OTORGAMIENTO DE LA 
SUSPENSIÓN. PARA CUANTIFICAR EL MONTO DE LA CAUCIÓN 
CUANDO SE RECLAME UNA CONDENA ESTIMABLE EN DINERO 
DEBE APLICARSE, POR UNA SOLA VEZ, LA TASA DE INTERÉS 
INTERCAMBIARIA DE EQUILIBRIO (TIIE). Cuando el acto reclamado 
consista en una condena líquida o estimable en dinero, la autoridad 
competente, al fijar el monto de la caución para conceder la suspensión, 
debe limitarse a calcular, sobre el monto de la condena, los “daños”, 
entendidos como la depreciación o pérdida de valor adquisitivo que esa 
cantidad sufra durante la tramitación del juicio de amparo, así como los 
“perjuicios”, concebidos como los rendimientos que pudiese aportar 
durante el mismo lapso, atendiendo a una tasa que refleje las 
condiciones del mercado. En ese tenor, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 
95/2011 (9a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, enero de 2012, página 2288, 
de rubro: “DAÑOS Y PERJUICIOS DERIVADOS DEL 
OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN EN UN JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.”, estableció que la tasa de interés interbancaria de 
equilibrio (TIIE) permite determinar ambos aspectos al mismo tiempo y, 
por ende, no se requiere acudir a otro indicador para determinar la 
pérdida adquisitiva y los rendimientos. De ahí que si es innecesario 
acudir a algún otro indicador para determinar los daños o los perjuicios 
ocasionados, también lo es aplicar dos o más veces la tasa TIIE para 
calcular la depreciación sufrida o los rendimientos generados, porque 
se estaría duplicando, tanto el monto de la depreciación, como el de los 
rendimientos. Por tanto, la tasa TIIE debe aplicarse una sola vez al 
monto de la condena, ya que ello es suficiente para obtener tanto el 
monto del daño, como de los perjuicios que la suspensión del acto 
reclamado pueda ocasionar al tercero perjudicado. 
  
Contradicción de tesis 285/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Décimo Noveno Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito. 9 de octubre de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos en cuanto al fondo. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de octubre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, diecisiete de octubre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 111/2013 (10ª) 
         
 

CONTRABANDO. EL ARTÍCULO 104, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN 2011, NO VULNERA EL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY 
EN MATERIA PENAL. Del citado artículo se advierte que para la 
actualización del supuesto que determina la aplicación de las penas de 
tres meses a cinco años de prisión, como consecuencia jurídica de la 
comisión del delito de contrabando, se requiere que el monto de las 
contribuciones o de las cuotas compensatorias omitidas se ubique en 
un rango de “hasta” $876,220.00 o, en su caso, que la suma de ambas 
haya sido “hasta” de $1’314,320.00. Ahora bien, a pesar de no precisar 
el monto mínimo de las contribuciones o cuotas compensatorias 
omitidas para que se actualice el supuesto, la norma penal no tiene el 
carácter de vaga o imprecisa, porque racionalmente, desde el punto de 
vista lógico, se entiende que el parámetro inferior es la cantidad mínima 
cuantificable. En efecto, de una interpretación sistemática de las 
fracciones I y II del artículo 104 del Código Fiscal de la Federación, 
deriva que el rango de sanción establecido en cada porción normativa 
parte de una diferencia gradual en atención al monto de la omisión de 
pago. Así, en la fracción I se establece la sanción aplicable por la 
omisión de enterar las contribuciones o cuotas compensatorias, en lo 
individual o conjuntas, que parte del mínimo cuantificable hasta las 
cantidades previamente señaladas; mientras que en la fracción II, la 
sanción se determina a partir de los montos máximos de la fracción I, 
como parámetro inferior, al establecerse que toda aquella omisión que 
exceda de dichas cantidades será sancionable con una pena de prisión 
que va de tres a nueve años. En este sentido, el hecho de que la norma 
impugnada no establezca la cantidad mínima de contribuciones o 
cuotas compensatorias omitidas, y únicamente haga referencia al 
monto máximo, no conlleva que el monto inferior se encuentre 
indeterminado, sino que se entiende implícitamente que éste es la 
cantidad mínima cuantificable. Por tanto, el artículo 104, fracción I, del 
Código Fiscal de la Federación no vulnera el derecho fundamental de 
exacta aplicación de la ley en materia penal, establecido en el artículo 
14, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
Amparo en revisión 601/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo en revisión 604/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo en revisión 608/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 



 

Amparo en revisión 793/2012. 6 de marzo de 2013. Cinco votos; 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservó su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio 
Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo en revisión 297/2013. 14 de agosto de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana 
Penagos Robles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintitrés de octubre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticuatro de octubre 
de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 112/2013 (10ª) 
 
         

AMPARO INDIRECTO CONTRA LEYES EN MATERIA PENAL. 
PROCEDE SI LA NORMA IMPUGNADA, ADEMÁS DE ESTABLECER 
RANGOS PARA LA APLICACIÓN DE LAS PENAS, COMPRENDE LA 
PRESCRIPCIÓN NORMATIVA DE LA CONDUCTA TÍPICA. La 
procedencia del juicio de amparo indirecto contra leyes está 
condicionada a la aplicación de la norma jurídica concreta tildada de 
inconstitucional. La regla se observa plenamente tratándose del juicio 
de amparo en materia penal en el que, con motivo del reclamo de 
resoluciones intermedias del proceso penal, como la orden de 
aprehensión y el auto de plazo constitucional, se plantea la 
inconstitucionalidad de normas jurídicas que establecen las penas que 
deben imponerse como consecuencia jurídica de la comisión del delito. 
La razón de ello es que en ese momento aún no se actualiza la 
aplicación de las sanciones penales. Sin embargo, la citada 
condicionante no es aplicable cuando la norma penal reclamada, 
además de establecer los rangos para la aplicación de las penas 
derivadas de la comisión del delito, comprende las hipótesis que 
actualizan la configuración del supuesto conductual normativo. De 
manera que el análisis del planteamiento de inconstitucionalidad estará 
referido a la prescripción normativa de la conducta típica y no a la 
aplicación de sanciones. Ahora bien, la procedencia del análisis se 
justifica porque, de llegarse a determinar que la norma es 
inconstitucional, se actualizaría la insubsistencia del acto reclamado y 
procedería la declaración de atipicidad de la conducta, toda vez que el 
supuesto de acción reprochado no es punible. Así, reservar el estudio 
de la norma hasta el dictado de la sentencia, generaría dos 
consecuencias: 1) negar que la norma se aplicó, a pesar de que en la 
resolución reclamada se ubicó la conducta atribuida al quejoso en el 
supuesto hipotético descrito por la disposición jurídica tildada de 
inconstitucional; y, 2) obligar al trámite de la instrucción de un proceso 
penal a pesar de la posibilidad previa de que la norma sea declarada 
inconstitucional y no se aplique al quejoso.  
 
Amparo en revisión 601/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo en revisión 604/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo en revisión 608/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
 
Amparo en revisión 793/2012. 6 de marzo de 2013. Cinco votos; 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservó su derecho a formular voto 



 

concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio 
Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo en revisión 297/2013. 14 de agosto de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana 
Penagos Robles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintitrés de octubre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticuatro de octubre 
de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 113/2013 (10ª) 
         
 

DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA 
IRREPARABILIDAD DEL ACTO NO CONSTITUYE, POR SÍ MISMA, 
UNA EXCEPCIÓN A ESTE PRINCIPIO, AUN CUANDO EN LA 
CONTIENDA JURÍDICA ESTÉ INVOLUCRADO UN MENOR DE 
EDAD. El artículo 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos establece, por un lado, la 
procedencia del juicio de amparo indirecto contra actos en juicio cuya 
ejecución sea de imposible reparación y, por otra parte, prescribe el 
principio de definitividad que se traduce en la carga impuesta al quejoso 
de agotar los recursos ordinarios que procedan en contra de tal acto. Al 
respecto, la irreparabilidad del acto reclamado y el principio de 
definitividad, constituyen presupuestos distintos y autónomos que 
deben observarse para determinar la procedencia del juicio de amparo 
indirecto, aun en los casos en los que un menor de edad se encuentre 
involucrado. El primero de esos requisitos, esto es, que se trate de un 
acto de ejecución irreparable, se refiere a la naturaleza del acto de 
autoridad que se impugna y que genera la afectación en la esfera 
jurídica del quejoso, por la transgresión de un derecho sustantivo que 
no es susceptible de repararse con el dictado de un fallo favorable a sus 
intereses. La regla de la definitividad, por su parte, se refiere a la 
existencia, idoneidad y eficacia de los recursos ordinarios previstos en 
la ley contra el acto reclamado, así como a la posibilidad, derivada de 
las normas legales aplicables al caso, de que el interesado renuncie a 
ellos. Así, en los juicios en que intervienen menores o se vea afectada 
su esfera jurídica, el hecho de que se trate de actos de imposible 
reparación no genera, per se, una excepción a la regla de definitividad, 
pues ésta se refiere fundamentalmente al alcance de los recursos y no 
a la naturaleza de los actos impugnados, sin que el interés superior del 
menor constituya una justificación válida para confundir los elementos 
de uno y otro requisitos de procedencia del juicio de amparo. 
 
Contradicción de tesis 265/2013. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 16 de octubre de 2013. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo. Jorge Mario Pardo Rebolledo reservó su 
derecho a formular voto concurrente. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta de octubre de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, treinta y uno de octubre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 114/2013 (10ª). 
 
PERSONAS INDÍGENAS BILINGÜES O MULTILINGÜES. ÁMBITO 
SUBJETIVO DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 2o., APARTADO A, 
FRACCIÓN VIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Ya esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. 
CCVIII/2009, publicada en la página 293 del Tomo XXX, diciembre de 
2009, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, ha dicho 
que es incorrecto afirmar que la citada previsión constitucional que 
obliga a tener en cuenta las costumbres y especificidades culturales de 
las personas indígenas en los juicios y procedimientos en que sean 
parte, sólo resulta aplicable para quienes hablan una lengua indígena y 
además no entienden ni hablan español. Al respecto, se reitera que, por 
el contrario, la persona indígena, cuyos derechos tutela la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, es paradigmáticamente la 
persona multilingüe, que tiene derecho a obtener del Estado, tanto el 
apoyo necesario para poder vivir plenamente en su lengua materna 
como el necesario para acceder a una comunidad política más amplia 
mediante el conocimiento de la referida lengua. Así, definir lo "indígena" 
a partir del criterio de la competencia monolingüe en lengua indígena 
sería incompatible con la garantía de derechos constitucionales como la 
de recibir una educación adecuada o de gozar de lo esencial para 
incorporarse igualitariamente al sistema productivo. Tan incompatibles 
con la Constitución Federal son las políticas asimilacionistas 
tradicionales, que perseguían la desaparición de las lenguas indígenas, 
desconocían el derecho de las personas a transmitirlas y usarlas 
privada y públicamente, y convertían la condición de hablante de lengua 
indígena en un locus permanente de discriminación y subordinación, 
como lo sería ahora una política que condicionara el mantenimiento de 
la autodefinición como  persona indígena al hecho de no conocer el 
español. A nivel individual, ello implicaría condenar a las personas 
indígenas a la desventaja que la totalidad de las previsiones del artículo 
2o. constitucional está destinada centralmente a erradicar, mientras 
que, a nivel colectivo, dejaría sin ámbito de aplicación todas las 
disposiciones que se refieren a comunidades y pueblos indígenas (que 
no son monolingües) y convertiría a dicho precepto en un ejercicio 
expresivo, sin potencial jurídico transformativo real. 
 
Amparo directo 36/2012. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana Turral, José Díaz de León 
Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordoñez Escobar y 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos 
por lo que se refiere a la concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea y José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Jorge Roberto Ordoñez Escobar, José Díaz de León Cruz, 
Jorge Antonio Medina Gaona, Jaime Santana Turral y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena 



 

Velázquez, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Jaime Santana Turral. 
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo 
que se refiere a la concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
y José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho para formular voto 
concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José 
Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto 
Ordoñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos por lo que 
se refiere a la concesión del amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó 
su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Juan José Ruiz Carreón, José Díaz de León 
Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  treinta de octubre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, treinta y uno de octubre 
de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 115/2013 (10ª). 
 
PERSONAS INDÍGENAS. GRADO DE RELEVANCIA DEL 
CONOCIMIENTO DEL ESPAÑOL PARA LA APLICACIÓN DE LAS 
PREVISIONES DEL ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el grado de 
conocimiento del español es relevante para determinar el alcance de la 
previsión establecida en el citado precepto, según la cual las personas 
indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidas por 
intérpretes y defensores que conozcan su lengua y cultura, lo cual es 
entendible por la necesidad de racionalizar el uso de los recursos en el 
sistema de administración de justicia y armonizar en un escenario 
concreto las funciones y necesidades de todos los intervinientes en 
juicio. Sin embargo, los derechos que la Constitución Federal adjunta a 
la condición de ser una persona indígena son variados: algunos tienen 
un contenido lingüístico específico pero la mayoría carecen de él. Así, 
respecto de ellos deben aplicarse los criterios generales derivados del 
artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
que apelan a la articulación (total o parcial) de las personas en torno a 
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas propias (en el 
caso de los pueblos indígenas), a la identificabilidad de algún tipo de 
unidad social, económica y cultural en torno a un territorio y a ciertos 
usos y costumbres (en el caso de las comunidades indígenas), así 
como al criterio de la autoconciencia o autoadscripción como indígena, 
los cuales no permiten definir lo “indígena” sobre la base de la 
competencia monolingüe en lengua indígena. Así, el derecho a que se 
tomen en consideración las costumbres y especificidades propias de los 
indígenas en los juicios y procedimientos en que sean parte, no es de 
contenido lingüístico ni es, por tanto, un derecho cuyos titulares puedan 
delimitar con los criterios usados por esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para efectos del ejercicio de un derecho 
completamente distinto. 
 
Amparo directo 36/2012. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretarios: Jaime Santana Turral, José Díaz de León 
Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordoñez Escobar y 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos 
por lo que se refiere a la concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea y José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarios: Jorge Roberto Ordoñez Escobar, José Díaz de León Cruz, 
Jorge Antonio Medina Gaona, Jaime Santana Turral y Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena 
Velázquez, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Jaime Santana Turral. 
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo 
que se refiere a la concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
y José Ramón Cossío Díaz reservaron su derecho para formular voto 



 

concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José 
Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto 
Ordoñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos por lo que 
se refiere a la concesión del amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó 
su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Juan José Ruiz Carreón, José Díaz de León 
Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  treinta de octubre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, treinta y uno de octubre 
de dos mil trece. Doy fe. 
 
 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 116/2013 (10ª) 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DE LA SECRETARÍA DE 
RELACIONES EXTERIORES QUE CONCEDE LA EXTRADICIÓN. SE 
SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO EN CUYA 
JURISDICCIÓN RESIDA EL JUEZ INSTRUCTOR DEL 
PROCEDIMIENTO RESPECTIVO Y NO DEL QUE RADIQUE EN EL 
LUGAR DE RECLUSIÓN DEL QUEJOSO. De los artículos 36 de la Ley 
de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013 y 37 de la vigente a 
partir del día siguiente –normas que fijan los criterios de competencia 
de los jueces de distrito-, deriva que cuando el acto reclamado tenga 
ejecución material, la competencia para conocer del juicio de amparo se 
surte a favor del juez que ejerza jurisdicción donde se materializan los 
efectos del acto reclamdo. Ahora bien, cuando el quejoso está recluido 
en una jurisdicción distinta de aquella en la que se instruye el 
procedimiento de extradición y promueve juicio de amparo contra la 
resolución definitiva mediante la cual la Secretaría de Relaciones 
Exteriores la concede, el juez de distrito competente para conocer de la 
demanda es aquél en cuya jurisdicción resida el juez instructor del 
procedimiento respectivo, pues si bien es cierto que dicha resolución es 
la que da la pauta para la entrega del reclamado, también lo es que el 
artículo 34 de la Ley de Extradición Internacional establece un 
procedimiento al que debe sujetarse esta entrega, la cual se realizará al 
personal autorizado por el Estado que obtuvo la extradición en el puerto 
fronterizo o, en su caso, a bordo de la aeronave en que deba viajar el 
extraditado. De lo anterior se advierte que el cumplimiento de la 
resolución que concede la extradición comienza con la extracción del 
reclamado del lugar de su reclusión, a fin de ponerlo a disposición de la 
Procuraduría General de la República, por ser ésta la encargada de su 
entrega al Estado reclamante en el lugar convenido, el cual, por estar 
sujeto al sitio donde se acuerde la entrega, puede no coincidir con la 
jurisdicción del juez del lugar donde se encontraba recluido el 
reclamado. Este criterio obedece al propósito de conservar la unidad del 
procedimiento de extradición, así como el permitir la emisión de criterios 
generales a fin de evitar una multiplicidad de resoluciones en las 
diversas etapas de aquél, que bien podrían ser contradictorias. 
  
Contradicción de tesis 318/2013. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito. 
16 de octubre de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz Joaquina Jaimes 
Ramos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de noviembre de 
dos mil trece. México, Distrito Federal, siete de noviembre de dos 
mil trece. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 117/2013 (10ª) 
 
 

JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES IMPROCEDENTE PARA 
RECLAMAR EL PAGO DEL TÍTULO DE CRÉDITO AL SUSCRIPTOR 
O AVAL AUTOR DE LA SUCESIÓN, SI EXISTE ADJUDICACIÓN 
DEFINITIVA DE LA HERENCIA (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS 
DE JALISCO Y MICHOACÁN). Acorde con las disposiciones civiles de 
las entidades señaladas que rigen en materia sucesoria, es regla 
general que, aun cuando a la muerte del autor de la sucesión los 
herederos adquieren derecho a la masa hereditaria como a un 
patrimonio común, la titularidad de la herencia debe reconocerse en 
favor de “la sucesión” como entidad impersonal equiparable al propio 
autor de la sucesión, cuyo representante es el albacea,, ello en tanto no 
se declaren judicialmente adjudicados a los herederos los bienes y 
derechos hereditarios. En ese sentido, se afirma que a partir de tal 
adjudicación: 1. Se extingue la sucesión en cuanto patrimonio común, lo 
que provoca que el albacea cese en sus funciones representativas por 
“término natural del encargo”; y, 2. Opera jurídicamente la titularidad 
plena y personal de cada heredero sobre los bienes que integran la 
porción hereditaria que le corresponde bajo la modalidad de “beneficio 
de inventario”. Por otra parte, de los artículos 1391, fracción IV, del 
Código de Comercio y 5o. y 8o. de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, en lo conducente, deriva que con motivo de la 
literalidad que caracteriza a los títulos de crédito en la vía ejecutiva 
mercantil, el actor funda la identidad de quien es demandado a partir del 
contenido literal y expreso consignado en el documento base de la 
acción cambiaria, mientras que el demandado se encuentra constreñido 
a no poder oponer excepciones diferentes a las previstas en el citado 
artículo 8o. Consecuentemente, cuando existe adjudicación definitiva de 
la herencia, el juicio ejecutivo mercantil es improcedente para reclamar 
el pago del título de crédito al suscriptor o aval autor de la sucesión, 
pues con tal adjudicación judicial se extinguió la herencia como 
patrimonio común y operó una sustitución de deudor, bajo la modalidad 
de “beneficio de inventario”, situación jurídica que no es compatible con 
el principio de literalidad que impera en materia cambiaria, ni con la 
regulación procesal especial que rige para el juicio ejecutivo mercantil; 
sin embargo, el hecho de que se actualice dicha improcedencia de la 
vía ejecutiva para cobrar al suscriptor o aval autor de la sucesión, no 
implica que el acreedor respectivo pierda el derecho de cobro 
relacionado con el título de crédito, por lo que quedan a salvo sus 
derechos para que los ejerza en la vía y forma que corresponda. 
 
Contradicción de tesis 86/2013. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, 
en apoyo al Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer 
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 
Circuito. 30 de octubre de 2013. Mayoría de cuatro votos por la 
competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de noviembre 
de dos mil trece. México, Distrito Federal, catorce de noviembre de 
dos mil trece. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 118/2013 (10ª) 
 
         

DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN 
SUBJETIVA Y OBJETIVA. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, es posible definir al honor como el 
concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han 
formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su 
calidad ética y social. Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el 
derecho de ser respetado y considerado y, correlativamente, tiene la 
obligación de respetar a aquellos que lo rodean. En el campo jurídico 
esta necesidad se traduce en un derecho que involucra la facultad que 
tiene cada individuo de pedir que se le trate en forma decorosa y la 
obligación de los demás de responder a este tratamiento. Por lo 
general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el 
aspecto subjetivo o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que 
se exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia 
dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como la 
estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades 
morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto 
subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el 
sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es 
lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona 
merece, es decir, el derecho a que otros no condicionen negativamente 
la opinión que los demás hayan de formarse de nosotros. 
 
Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 
23 de noviembre de 2011. Mayoría de cuatro de votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien formuló voto particular; José Ramón 
Cossío Díaz formuló voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo 8/2012. Arrendadora Ocean Mexicana, S.A. de C.V. y 
otros. 4 de julio de 2012. Mayoría de cuatro de votos. Disidente: 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, reservaron su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 931/2012. Juan Manuel Ortega de León. 5 
de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2411/2012. Milenio Diario, S.A. de C.V. y 
otro. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena; José Ramón Cossío Díaz reservó su 
derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo 74/2012. Jorge Patricio Diez Gargari. 10 de abril de 
2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintidós de 
noviembre de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticinco de 
noviembre de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

       TESIS JURISPRUDENCIAL 119/2013 (10ª). 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
DE AMPARO QUE CONOZCA DEL MISMO, DEBE SUPLIR LA 
DEFICIENCIA DE LA VÍA Y DE LOS ARGUMENTOS HECHOS 
VALER POR EL PROMOVENTE. Del artículo 213 de la Ley de 
Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 
2013, deriva que en el recurso de inconformidad, el órgano 
jurisdiccional de amparo debe suplir la deficiencia de la vía y de los 
argumentos hechos valer por el promovente, con el fin de desentrañar 
la verdadera intención de los recurrentes. Lo anterior es así, toda vez 
que los juzgadores deben interpretar el sentido de las promociones 
presentadas por los justiciables para determinar con precisión su 
voluntad, para lo cual deben considerar el escrito presentado en su 
integridad, tomando en cuenta la norma que, en su caso, funde su 
promoción, lo aducido en su escrito respecto de la vía que intentan, así 
como lo esgrimido en los puntos petitorios. 
 
Recurso de inconformidad 6/2013. 3 de julio de 2013. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga 
Remírez. 
 
Recurso de inconformidad 272/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Recurso de inconformidad 357/2013. Banco Inbursa, S.A., Institución 
de Banca Múltiple, Grupo Financiero Inbursa. 18 de septiembre de 
2013. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar. 
 
Recurso de inconformidad 339/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
 
Recurso de Inconformidad 178/2013. 25 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintidós de 
noviembre de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticinco de 
noviembre de dos mil trece. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 120/2013 (10ª) 
         
 

RECURSO DE INCONFORMIDAD. MATERIA DE ESTUDIO DE 
DICHO RECURSO. La materia del recurso de inconformidad previsto 
en el artículo 201 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 2 de abril de 2013, conforme a su fracción I, la 
constituye la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria de 
amparo, en los términos del artículo 196 de la propia ley; es decir, el 
estudio de legalidad de la determinación de la autoridad que haya 
conocido del juicio de amparo, en el sentido de que la ejecutoria ha sido 
cumplida totalmente. Por tanto, su análisis debe atender a la materia 
determinada por la acción constitucional, así como al límite señalado en 
la ejecutoria en que se otorgó la protección de la Justicia Federal, sin 
excesos ni defectos, y no a la legalidad de la resolución emitida por la 
autoridad responsable en aspectos novedosos que no fueron 
analizados por el juzgador de amparo. Así, el cumplimiento total de las 
sentencias, sin excesos ni defectos, a que se refiere el primer párrafo 
del citado artículo 196, supone el análisis y la precisión de los alcances 
y efectos de la ejecutoria, a partir de la interpretación del fallo protector 
y de la naturaleza de la violación examinada en él, para que, una vez 
interpretada esa resolución, se fijen sus consecuencias para lograr el 
restablecimiento de las cosas al estado que guardaban antes de la 
violación constitucional de que se trate, sin que ello signifique que el 
juez pueda incorporar elementos novedosos a su análisis para extender 
los efectos precisados en el fallo a otras posibles violaciones aducidas 
por los quejosos, que no hayan sido motivo de protección por parte de 
la Justicia de la Unión. 
 
Recurso de inconformidad 6/2013. 3 de julio de 2013. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga 
Remírez. 
 
Recurso de inconformidad 190/2013. Eduardo Darío Mc Kula 
Romero. 18 de septiembre de 2013. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vertiz Contreras. 
 
Recurso de inconformidad 187/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Recurso de inconformidad 351/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
 
Recurso de inconformidad 357/2013. Banco Inbursa, S.A., Institución 
de Banca Múltiple, Grupo Financiero Inbursa. 18 de septiembre de 
2013. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintidós de 



 

noviembre de dos mil trece. México, Distrito Federal, veinticinco de 
noviembre de dos mil trece. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 121/2013 (10ª) 
       
 

RECURSO DE INCONFORMIDAD. SON INOPERANTES LOS 
AGRAVIOS QUE NO CONTROVIERTEN LO RESUELTO POR EL 
ÓRGANO DE AMPARO EN RELACIÓN CON EL CUMPLIMIENTO 
DEL FALLO PROTECTOR. El hecho de que el artículo 196 de la Ley 
de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril 
de 2013, establezca que la ejecutoria de amparo se entiende cumplida 
cuando lo sea en su totalidad, sin excesos ni defectos, no implica el 
estudio de aspectos que no fueron materia de análisis en el juicio de 
amparo, sino exclusivamente del exacto cumplimiento de las cuestiones 
que sí lo fueron, concretamente, de aquellas que dieron lugar a la 
concesión de la protección de la Justicia Federal. Por tanto, los agravios 
expuestos en el recurso de inconformidad resultan inoperantes cuando 
no controvierten lo resuelto por el órgano de amparo en relación con el 
cumplimiento del fallo dictado en el juicio, sino la forma en que la 
autoridad responsable cumplió con la sentencia protectora, con la 
pretensión de analizar aspectos ajenos a la materia del recurso de 
inconformidad hecho valer. 
 
Recurso de inconformidad 6/2013. 3 de julio de 2013. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga 
Remírez. 
 
Recurso de inconformidad 272/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Recurso de inconformidad 187/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Recurso de inconformidad 357/2013. Banco Inbursa, S.A., Institución 
de Banca Múltiple, Grupo Financiero Inbursa. 18 de septiembre de 
2013. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar. 
 
Recurso de inconformidad 339/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
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ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
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RECURSO DE INCONFORMIDAD. ES IMPROCEDENTE EL 
PROMOVIDO POR EL QUEJOSO AL DESAHOGAR LA VISTA 
RESPECTO DE LAS CONSTANCIAS DE CUMPLIMIENTO 
EXHIBIDAS POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE Y PREVIO AL 
DICTADO DEL ACUERDO CORRESPONDIENTE. Del artículo 201, 
fracción I, de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 2 de abril de 2013, se advierte que a través del recurso 
de inconformidad, puede impugnarse la resolución del juez de distrito o 
tribunal colegiado de circuito que conoció del juicio de amparo, en la 
que tuvo por cumplida la ejecutoria respectiva, pero no el informe de 
cumplimiento presentado por la autoridad responsable. En 
consecuencia, resulta improcedente el recurso de inconformidad 
promovido al desahogar la vista otorgada al quejoso respecto de las 
constancias de cumplimiento exhibidas por la autoridad responsable, 
previo a que el juez de distrito o tribunal colegiado de circuito del 
conocimiento emita el acuerdo correspondiente. 
  
Recurso de inconformidad 101/2013. 4 de septiembre de 2013. Cinco 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. 
 
Recurso de inconformidad 169/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Gabino 
González Santos. 
 
Recurso de inconformidad 297/2013. 25 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 
Recurso de inconformidad 213/2013. 25 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
Recurso de inconformidad 393/2013. 9 de octubre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Gabino González 
Santos. 
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PERSONA EXTRAÑA A JUICIO. TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA 
PROMOVER AMPARO INDIRECTO CONTRA LA DETERMINACIÓN 
QUE HACE EFECTIVO EL APERCIBIMIENTO DEL USO DE LA 
FUERZA PÚBLICA Y LA FRACTURA DE CERRADURAS DERIVADO 
DE UNA ORDEN DE EMBARGO, EN EL INMUEBLE DE SU 
PROPIEDAD DONDE TIENE SU DOMICILIO. En un juicio de 
naturaleza civil, la persona extraña a juicio tiene interés jurídico para 
promover amparo indirecto contra la determinación que hace efectivo el 
apercibimiento contenido en una orden de embargo, en cuanto al uso 
de la fuerza pública y la fractura de cerraduras (en caso de oposición) 
sobre el inmueble de su propiedad y en el cual tiene su domicilio. Lo 
anterior, ya que la afectación a su esfera jurídica se produce porque con 
la citada orden existe la posibilidad de que se vulneren los derechos 
fundamentales a la propiedad e inviolabilidad del domicilio 
injustificadamente; de ahí que resulte procedente el juicio de amparo 
indirecto, cuando la persona extraña a juicio demuestra ser propietaria 
del inmueble y tener su domicilio en éste, sin que ello prejuzgue sobre 
el fondo del asunto, toda vez que la determinación de hacer efectivo 
dicho apercibimiento constituye la materia del amparo  en el que habrá 
de dilucidarse si esa autorización se encuentra ajustada  a derecho. 
 
Contradicción de tesis 257/2013. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, 
en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 6 de noviembre de 2013. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
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REPRESENTACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. NO DEBE 
SOBRESEERSE CUANDO LO PROMUEVE QUIEN EJERCIÓ LA 
PATRIA POTESTAD DURANTE EL JUICIO DE ORIGEN, SI ANTES 
DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO, EL 
REPRESENTADO ADQUIERE LA MAYORÍA DE EDAD. El juicio de 
amparo promovido por quien ejerció la patria potestad del menor 
durante el juicio de origen no debe sobreseerse porque la 
representación termine al adquirir éste la mayoría de edad, toda vez 
que debe ponderarse, por un lado, el interés superior del menor, el cual 
se encontraba en juego durante la tramitación del juicio de origen y, por 
otro, la necesidad de reconocer la plena capacidad de ejercicio del 
ahora mayor de edad. Así, para proteger ambos intereses el juicio debe 
regularizarse e integrarse en su calidad de quejoso al ahora mayor de 
edad y lograr que participe activamente en la defensa de sus intereses. 
Por tanto, cuando el juez de amparo advierta que la representación 
ejercida a favor del menor ha finalizado, debe ordenar la notificación 
personal al interesado para que en el plazo de tres días ratifique la 
promoción del juicio de amparo y, en caso de hacerlo, las diligencias 
subsecuentes se entiendan realizadas directamente por el afectado del 
acto de autoridad o por el representante que designe en términos de la 
Ley de Amparo; o bien, si no diere cumplimiento, se tenga por no 
presentada la demanda. 
 
Contradicción de tesis 515/2012. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito. 13 de noviembre de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas reservó su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarias: Ana 
María Ibarra Olguín y Alejandra Spitalier Peña. 
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